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PRESENTACIÓN

Llegamos al séptimo número de Sur – Revista Internacional de Derechos Humanos con una

excelente evaluación de nuestros lectores y con un convenio de colaboración con el International

Center for Transitional Justice.

La evaluación de la Revista estuvo orientada a obtener una base para mejorar su calidad,

adecuar mejor sus temas a los intereses de los lectores, y a hacer aún más accesible la crítica.

La propuesta de evaluación (online) tuvo la respuesta de un 15% de nuestros lectores, entre

profesores y activistas de derechos humanos. De éstos, un 66% consideró a la Revista óptima

y un 34%, buena. Las mejores características señaladas fueron: (a) su calidad; (b) su potenci-

al para difundir información sobre derechos humanos; y (c) su utilización amplia, tanto en

cursos universitarios, como en cursos no universitarios. Y los desafíos más importantes para

superar comprendieron: (a) el enfoque de ciertos temas específicos; (b) la publicación de nuevos

autores; y (c) la mejor difusión de la Revista. Para enfrentar estos desafíos ya tomamos las

siguientes medidas: (a) enfocamos éste y los próximos números en temas especialmente rele-

vantes para el Sur Global, como la justicia transicional, el acceso a medicamentos y la libertad

de expresión; y (b) hicimos presentaciones de la Revista en centros de derechos humanos de

universidades de distintos continentes. Además, está previsto inaugurar en 2008 un sistema de

monitoreo, mediante el cual artículos con gran potencial, escrito por nuevos autores, puedan

ser supervisados por investigadores o profesores más experimentados (Para más detalles de la

evaluación, léase el documento al final de este número).

 Además de la evaluación, llegamos a este número de la Revista habiendo firmado un

convenio de colaboración entre Conectas Derechos Humanos —que desde el primer número

produce la Revista—, y el International Center for Transitional Justice. Este centro fue funda-

do en 2000 y tiene por misión promover la justicia, la paz y la reconciliación en sociedades que

emergieron de regímenes represivos o de conflictos armados, así como en democracias ya

consolidadas donde injusticias históricas o sistemáticas siguen sin resolución.



El convenio de colaboración fue firmado para abordar un tema central en países del

hemisferio sur: la justicia transicional. Los autores se refieren al equilibrio entre la paz y la

justicia, entre la reconciliación y la retribución en sociedades post-conflicto o en casos de

injusticias históricas y persistentes desde distintas perspectivas geográficas: Australia, Camboya,

Perú y Uganda. Los autores realizan planteos, sin embargo, que trascienden muchas veces el

contexto local. Al tratar las violaciones a derechos de niños aborígenes que fueron retirados a

la fuerza de sus familias en Australia, Ramona Vijeyarasa cuestiona si las Comisiones de la

Verdad podrían ayudar en la configuración de sociedades más inclusivas. Al analizar las Cámaras

Extraordinarias en Camboya, Tara Urs busca identificar cuáles serían las expectativas realis-

tas a ser alcanzadas mediante los tribunales penales internacionales y cómo dar mejores

respuestas a partir de procesos culturalmente especificos. Al estudiar el caso peruano, Elizabeth

Salmón ilumina las relaciones entre conflicto y pobreza, y cuestiona si la justicia transicional

tendría un papel específico más allá de las políticas públicas universales. Por su parte, al tratar

la situación en Uganda, Cecily Rose y Francis Ssekandi estudian el papel de la amnistía en la

consolidación de la paz e indagan en cómo implementar la justicia en situaciones donde los

acuerdos de paz aún están siendo firmados.

Para cerrar el tema de la justicia transicional, la Revista publica una entrevista con

Juan Méndez, director del International Center for Transitional Justice.

Este número de la Revista trae también un análisis de la estructura recién formulada

del Consejo de Derechos Humanos de la ONU (realizado por Lucia Nader) y un estudio sobre

la influencia del sistema interamericano y del “activismo jurídico transnacional” en la protección

de derechos humanos en Brasil (elaborado por Cecília Santos).

Nuestro agradecimiento a los siguientes profesores y colaboradores por su contribución

en la selección de los artículos de este número: Glenda Mezarobba, Helena Olea, J. Paul Martin,

Jeremy Sarkin, Juan Amaya Castro, Juan Carlos Arjona, Kawame Karikari, Maria Herminia

Tavares de Almeida, Paula Ligia Martins, Richard Pierre Claude, Thami Ngwenya y Vinodh

Jaichand.

Por último, queremos anunciar que la próxima edición de la Revista SUR será un núme-

ro especial sobre acceso a medicamentos y derechos humanos, y será publicada en colaboración

con la ABIA —Associação Brasileira Interdisciplinar de AIDS—. La Revista contará también

con artículos sobre otros temas.

Los editores
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RESUMEN

El Consejo de Derechos Humanos de la ONU (CDH) cumplió, en junio de 2007, su primer

año de trabajo con la definición de sus principales características institucionales y sus

mecanismos de funcionamiento. En este artículo se pretende trazar una breve  memoria de

este primer año de actividades del Consejo y sugerir algunas formas de acción de las

organizaciones no gubernamentales.

ABSTRACT

The UN Human Rights Council (HRC) in June 2007 completed its first year of activities

having defined its principal institutional characteristics and its operating mechanisms. In this

article, I propose to trace a brief history of this first year of the Council’s activities and suggest

some forms of action that can be taken by non-governmental organizations.

RESUMO

O Conselho de Direitos Humanos da ONU (CDH) completou, em junho de 2007, seu

primeiro ano de trabalho com a definição de suas principais características institucionais e

seus mecanismos de funcionamento. Neste artigo, pretende-se traçar um breve histórico desse

primeiro ano de atividades do Conselho e sugerir algumas formas de ação por parte de

organizações não governamentais.

Original en portugués. Traducido por Miriam Osuna.

PALABRAS CLAVES

Consejo de Derechos Humanos – ONU – ONG – Comisión de Derechos Humanos

Este artículo es publicado bajo licencia creative commons.
Este artículo está disponible en formato digital en <www.surjournal.org>.
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“Ninguna sociedad puede desarrollarse sin paz y seguridad. Ningún Estado
puede estar seguro si su población está condenada a la pobreza, sin

esperanzas. Ninguna Nación puede sentirse segura o próspera por mucho
tiempo si los derechos básicos de sus ciudadanos no están protegidos”

Kofi Annan2

Introducción

En abril de 2006, la Asamblea General de la ONU aprobó la creación del
Consejo de Derechos Humanos (Consejo o CDH) atribuyendo a este órgano
el papel de promover el respeto universal por la protección de los derechos
humanos y de las libertades fundamentales. En el mismo documento que da
vida al CDH, se resalta que paz, desarrollo y derechos humanos constituyen
los tres pilares fundamentales de la Organización de las Naciones Unidas. Se
reconoce también la necesidad de que el nuevo Consejo de Derechos Humanos
se guíe por los principios de universalidad, imparcialidad, objetividad y no
selectividad, en una clara referencia a las críticas que recibió la Comisión de
Derechos Humanos (Comisión), órgano que lo precedió.

En la extinta Comisión las organizaciones no gubernamentales (ONG)
tuvieron un papel activo e importante. No hay dudas de que en el nuevo
Consejo la participación de las ONG seguirá siendo esencial, procurando
acercarlo a las realidades locales de violaciones a los derechos humanos y
monitoreando las posiciones de los países que lo componen. Tampoco hay
dudas de que el fortalecimiento de la participación de las ONG de los países

EL PAPEL DE LAS ONG EN EL CONSEJO
DE DERECHOS HUMANOS DE LA ONU1

Lucia Nader

Ver las notas del texto a partir de la página 24.
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en desarrollo, el denominado Sur Global, se vuelve más que nunca necesario
dada, entre otras cosas, la composición geográfica del CDH.

Así, se pretende con este artículo: (1) trazar una breve memoria del primer
año de actividades del Consejo; (2) contextualizar la importancia de la
participación de las ONG y (3) sugerir algunas formas de acción de esas
organizaciones en el CDH, en base a las características fundamentales,
innovaciones y desafíos del principal órgano internacional de promoción y
protección a los derechos humanos. La tercera parte de este artículo trae las
informaciones sistematizadas en tablas, buscando facilitar la lectura y
evidenciar que la participación de las ONG en el Consejo de Derechos
Humanos debe ser permanente, tanto en Ginebra, sede del órgano, como en
las capitales de sus propios países.

Memoria del primer año de trabajo del
Consejo de Derechos Humanos

El Consejo de Derechos Humanos de la ONU cumplió su primer año de
trabajo durante su quinta sesión en el mes de junio de 2007. Creado por la
Resolución 60/2513 de la Asamblea General de la ONU, el CDH sustituyó a
la sexagenaria Comisión de Derechos Humanos que pasaba, entonces, por
una fuer te cris is  de credibil idad, acusada por organizaciones no
gubernamentales y Estados de selectividad y excesiva politización al enfrentar
las violaciones de derechos humanos en el mundo.

El CDH es hoy el principal órgano internacional de promoción y
protección de los derechos humanos, responsable de “promover el respeto
universal por la protección de todos los derechos humanos y libertades
fundamentales para todos, sin distinción de ningún tipo y de manera justa y
equitativa”.4

El nuevo órgano está compuesto por 47 Estados miembros, elegidos por
la Asamblea General por períodos de tres anos, respetando la siguiente
representación geográfica: 13 países africanos, 13 asiáticos, 8 de América
Latina y el Caribe, 6 de Europa oriental y 7 de Europa occidental y otros
países.

Con sede en Ginebra (Suiza) el CDH debe realizar al menos tres sesiones
ordinarias por año teniendo la posibilidad de convocar a sus miembros para
sesiones especiales siempre que sea necesario. En su primer año el CDH realizó
cinco sesiones ordinarias y cuatro sesiones especiales sobre la situación de los
derechos humanos en Palestina, en el Líbano y en Darfur. Además, fueron
adoptados por el Consejo: la Convención Internacional para la Protección de
todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas5 y el esbozo de la
Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.6 También se iniciaron
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los trabajos para la creación del Protocolo Facultativo al Pacto Internacional
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Sin embargo, el principal foco de trabajo del CDH en estos primeros
doce meses fue su propia construcción institucional. Según la Res. 60/251, el
Consejo de Derechos Humanos tendría un año a partir de su primera sesión7

para “asumir, examinar y, cuando sea necesario perfeccionar y racionalizar
todos los mandatos, mecanismos, funciones y responsabilidades de la
Comisión de Derechos Humanos [...].”8

El CDH aprobó entonces, en su quinta sesión la Resolución 5/1,9 fruto
de intensas y conturbadas negociaciones. El documento define las principales
características de su agenda y programa de trabajo, métodos de trabajo y
reglas de procedimientos, mecanismo de examen periódico universal,10

procedimientos especiales, comité asesor y procedimiento de denuncia.
A la luz de las intensas negociaciones y de los duros embates ocurridos

durante la etapa de construcción institucional, se advierte que el Consejo de
Derechos Humanos no está a salvo de los problemas que afectaron la
credibilidad de su predecesor. Hay señales de que la excesiva politización y la
preponderancia de intereses ajenos a la promoción y la protección de los
derechos humanos en la definición de las posiciones de los países pueden
haber sido heredadas de la Comisión de Derechos Humanos.

Importancia de la contribución de las ONG
para el éxito de este nuevo órgano

Es notorio que, en la extinta Comisión de Derechos Humanos, la activa
participación de las ONG contribuyó considerablemente para la creación de
instrumentos internacionales, la aprobación de resoluciones, la realización
de estudios y la creación de procedimientos especiales, entre otros.11 El artículo
71 de la Carta de la ONU legitima la acción de las ONG y atribuye al Consejo
Económico y Social (ECOSOC) el papel de regular tal participación. En ese
contexto, la Resolución 1996/31 del ECOSOC12 define principios y derechos
relativos a la participación formal de las ONG, teniendo como principal
instrumento regulador la concesión del status consultivo a las organizaciones
de la sociedad civil.13

En el nuevo Consejo de Derechos Humanos, la garantía de participación
de las ONG está expresada en la Res. 60/251: “[...] la participación y consulta
con observadores [...] incluyendo Instituciones Nacionales de Derechos
Humanos y ONG debe basarse en reglas que observen la Res. 1996/31 del
ECOSOC [...] y prácticas observadas en la Comisión de Derechos Humanos,
con miras a asegurar la más efectiva contribución de esas entidades”.14

Hasta el momento las ONG desempeñaron un importante papel en el
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proceso de consolidación institucional del CDH. En el primer año 284 ONG
participaron de los trabajos del Consejo, número un poco inferior al de la
antigua Comisión.15

La acción de las ONG ante el Consejo es considerada importante para
acercarlo a las realidades locales donde se producen las violaciones a los
derechos humanos y contribuir con distintos conocimientos especializados a
sus trabajos. Además, es de vital importancia que las ONG hagan un
seguimiento de las posiciones de los países miembros y de los observadores
del CDH, procurando influenciarlos siempre que sea necesario.

El fortalecimiento de la participación de ONG de países del Sur Global
se demuestra esencial no sólo porque la mayor parte de las grandes violaciones
a los derechos fundamentales tiene lugar en estos países, sino también porque
la composición geográfica del CDH les da mayoría numérica. Juntos, los
países africanos y asiáticos tienen 26 asientos en el Consejo, o sea, más de
55% del total. Considerando los 8 países de América Latina y Caribe, ese
número sube a 72%. Muchos de estos países cuestionan la legitimidad de la
acción y la credibilidad de la información emitidas por ONG que no sean de
sus respectivos países o regiones.

Sin embargo, las ONG del Sur Global corresponden hoy a sólo 33% de
las 3050 ONG que tienen status consultivo ante el ECOSOC16 y que, en
consecuencia, podrían tener plena participación en los trabajos del Consejo.

Son innumerables los desafíos para la participación de las ONG, entre
los que se destacan: (1) el difícil proceso de obtener status consultivo para las
que todavía no lo poseen; (2) los altos costos financieros y la falta de
disponibilidad de cuadros para participar de las sesiones en Ginebra; (3) la
falta de capacitación sobre el funcionamiento y modos de acción en el CDH;
(4) la falta de acceso a la información, incluyendo la barreras lingüísticas y
(5) la dificultad para divisar beneficios concretos de esa participación para el
trabajo cotidiano en sus países de origen.

Frente a estos desafíos es importante buscar formas innovadoras de
actuación. Entre estas, la acción permanente de las ONG del Sur Global en
las capitales de sus países es esencial. A nivel nacional, especialmente en los
Ministerios de las Relaciones Exteriores, se deciden las grandes líneas de
política externa, incluyendo las posiciones a ser adoptadas por las misiones y
delegaciones de los países ante el Consejo de Derechos Humanos. Se vuelve
imperativo, así, que las ONG exijan a sus respectivos gobiernos más
transparencia y mecanismos formales de participación en las etapas de
elaboración e implementación de las directrices que guiarán sus actuaciones
en el CDH.

La coordinación de estrategias y la elaboración de acciones conjuntas
entre ONG para actuar ante el CDH, tanto en Ginebra como en las capitales,



LUCIA NADER

11Número 7 • Año 4 • 2007 ■

es también fundamental por potenciar acciones individuales, optimizar
recursos e intercambiar experiencias.

No cabe duda de que los principales responsables del éxito del CDH son
los países que lo componen. La Res. 60/251 prevé que el status del Consejo
dentro del organigrama de la ONU será revisto en 2011, y se puede convertir
en uno de sus principales órganos, junto con el Consejo de Seguridad y el
Consejo Económico y Social. Este cambio de estructura, más que simbólica,
evidenciaría la interdependencia entre derechos humanos, desarrollo y paz.
Tal revisión será sin duda un buen índice de evaluación de los cinco primeros
años de trabajo del Consejo que, hasta ese momento, deberá probarse efectivo
en el combate a las violaciones de los derechos humanos, donde quiera que
éstas se produzcan.

Cabrá a las organizaciones no gubernamentales monitorear y exigir a los
Estados que pongan la protección a los derechos y a la dignidad humana por
encima de cualesquiera otros intereses. No es prematuro afirmar que las ONG
tendrán mucho trabajo por delante y que su actuación ante el CDH se hace
más que nunca necesaria. Este artículo busca contribuir al éxito de la acción
de estas organizaciones.

Principales características del CDH, innovaciones
con relación a la Comisión de Derechos Humanos, desafios
para su éxito y formas de acción de las ONG

Se describen a seguir las principales características del Consejo de Derechos
Humanos, sus innovaciones con relación a la extinta Comisión de Derechos
Humanos, algunos desafíos que se imponen al Consejo y sugerencias de formas
concretas de acción de las organizaciones no gubernamentales en este nuevo
órgano.

Cabe destacar que las sugerencias sobre cómo las ONG pueden actuar
en el Consejo de Derechos Humanos no se restringen a las estrategias
permitidas sólo a las ONG con status consultivo ante el ECOSOC. La mayoría
de las veces este acercamiento no depende tampoco de la distância entre las
ONG y la sede del consejo en Ginebra.

Las informaciones que contienen las tablas tienen como referencia la
Resoluciones A/RES/60/251 de la Asamblea General y A/HRC/5/1 del
Consejo de Derechos Humanos, además de artículos e informes sobre el tema
publicados hasta el momento.17 En total son siete tablas, en el orden siguiente:

1) Elección de los países miembros y composición - p. 12
2) Agenda y Programa de Trabajo - p. 14
3) Métodos de Trabajo y Reglas de Procedimiento - p. 15

.
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4) Mecanismo de Examen Periódico Universal - p. 17
5) Procedimientos Especiales - p. 19
6) Comité Asesor del Consejo de Derechos Humanos - p. 21
7) Procedimiento de Denuncia - p. 22

1) Elección de los países miembros y composición

El proceso electoral es considerado uno de los mayores cambios del Consejo
de Derechos Humanos con relación a la extinta Comisión de Derechos
Humanos, por estar vinculado a la Asamblea General de la ONU y por incluir
criterios para candidaturas. Además, se crea junto con el Consejo la posibilidad
de suspender el mandato en caso de violaciones sistemáticas a los derechos
humanos. La nueva composición CDH es también bastante innovadora, dando
a los países de África y de Asia fuerza numérica proporcional superior a la
que tenían en la Comisión.

El Consejo está compuesto
por 47 países18 y cualquier
país de la ONU puede ser
candidato

Composición geográfica: 13
países de África, 13 de Asia,
6 de Europa oriental, 8 de
América Latina y el Caribe y
7 de Europa occidental y
otros países19

Son dos los criterios:
1.Cada Estado deberá
contribuir para la promoción
y protección de los derechos
humanos;
2.Cada Estado deberá

El número de países
miembros es inferior a los
53 integrantes de la
extinta ComisiónLos
países africanos y
asiáticos, totalizan 26
asientos en el CDH, 55%
del total. Esa confortable
mayoría les da poder para
influenciar en la agenda y
en las prioridades a ser
tratadas por el Consejo,
además de fuerza
numérica para aprobar o
no resoluciones

Los criterios para
presentación de
candidaturas son
considerados una de las
principales innovaciones

Con la nueva
composición, la
relación entre países
africanos y asiáticos y
los demás países del
Consejo tenderá a ser
diferente

La dificultad para medir
la contribución para la
promoción y la
protección de los
derechos humanos de
cada país

Hacer un seguimiento y
si es necesario, buscar
influenciar las
posiciones de los países
miembros y
observadores del CDH,
especialmente los de los
grupos africano y
asiático, sabiendo que
cada grupo elige un país
como portavoz y actuar
ante ese país se vuelve,
entonces, esencial. Es
importante resaltar que
la acción de ONG
africanas y asiáticas es
muy importante pues
varios países de estos
grupos cuestionan la
actuación de ONG que
no sean nacionales o de
sus regiones

Presionar a los países
candidatos para que sus
compromisos
voluntarios contengan
responsabilidades
concretas a ser
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Elección de los países miembros y composición

comprometerse voluntaria y
públicamente presentando
un documento que funda-
mente su candidatura y
explicite sus intenciones con
relación al Consejo
(compromiso voluntario)

Los países miembros son
elegidos por la Asamblea
General de la ONU, por voto
secreto y mayoría absoluta
(necesidad de obtener 97 de
los 192 votos)

Los países elegidos deben
compro-meterse a:
1.Mantener y promover las
más altas exigencias en
materia de promoción y
protección de los derechos
humanos
2. Cooperar con los trabajos
del CDH
3. Pasar por el Mecanismo
de Examen Periódico
Universal durante sus
mandatos

Mandato de 3 años con una
posible reelección sucesiva

La Asamblea General puede
suspender el mandato del
país que cometa violaciones
sistemáticas a los derechos
humanos; mayoría requerida
de 2/3 de los presentes y
votantes

del CDH, especialmente
por la exigencia de
presentación pública del
fundamento de la
candidatura y la
explicitación de las
intenciones de actuación
en el Consejo

La elección la efectúa
directamente la Asamblea
General y tiene más
credibilidad y legitimidad
que la realizada por los
integrantes del ECOSOC
para la antigua Comisión

El necesario paso por el
mecanismo de Examen
periódico Universal
durante el mandato se
vuelve “costo de la
integración al Consejo”21

En la extinta Comisión no
había límites para
reelecciones consecutivas
ni posibilidad de
suspender el mandato

Falta de concreción de
los compromisos
voluntarios, lo que
hace difícil verificar si
están o no
cumpliéndose

La importancia de
tener elecciones
competitivas con más
candidatos que
vacantes disponibles,
para que se puedan
elegir realmente los
mejores candidatos

La credibilidad del CDH
está estrictamente
vinculada a la calidad y
a la efectiva
participación de sus
integrantes22

La mayoría requerida
de 2/3 para la
suspensión del
mandato dificulta, en la
práctica, la aplicación
de esta prerrogativa
por la Asamblea
General23

cumplidas durante sus
mandatos y puedan así ser
monitoreados por la
sociedad civil20

Promover campañas y
acciones conjuntas en
apoyo u oposición a
determinados candidatos,
de acuerdo con sus
trayectorias en derechos
humanos y potencial
compromiso con el CDH,
con el objetivo de
influenciar los votos de los
países de la Asamblea
General

Hacer un seguimiento de la
adopción de posiciones de
todos los Estados que
componen el CDH para
verificar su compromiso
con el éxito del Consejo,
buscando influenciarlos
siempre que sea necesario

Actuar ante la Asamblea
General de la ONU para que
considere la suspensión de
mandato cuando y si es
necesario
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2) Agenda y programa de trabajo

La agenda define los puntos que van a ser tratados por el Consejo de Derechos
Humanos en sus sesiones ordinarias y son, entonces, organizados en el programa
de trabajo anual y de cada sesión del Consejo.

•

La agenda debe basarse en
los principios de:
universalidad, imparcialidad,
objetividad, no selectividad,
diálogo constructivo y
cooperación, previsibilidad,
flexibilidad y transparencia,
accountability, equilibrio,
carácter inclusivo, perspectiva
de género, implementación y
seguimiento de las decisiones

Se compone de 10 puntos:
(1) Cuestiones de organización
y procedimientos;
(2) Informe Anual del Alto
Comisionado para los
Derechos Humanos y del
Secretario General de la ONU;
(3) Promoción y protección
de todos los derechos
humanos, civiles, políticos,
económicos, sociales y
culturales, incluyendo el
derecho al desarrollo;
(4) Situaciones de derechos
humanos que requieren la
atención del Consejo;
(5) Órganos y mecanismos
de derechos humanos;
(6) Examen Periódico
Universal;
(7) Situación de los derechos
humanos en Palestina y otros
territorios árabes ocupados;
(8) Seguimiento e
implementación de la
Declaración y Programa de
Acción de Viena;
(9) Racismo, discriminación
racial, xenofobia y otras
formas de intolerancia,
seguimiento e implementación
de la Declaración y Programa
de Acción de Durban;
(10) Asistencia técnica y
fomento a la capacidad
institucional

La agenda de la Comisión
no tenía explicitación de
los principios en los
cuales debería basarse

La agenda es más corta,
simple y concisa que el
de la Comisión,25 pero lo
suficientemente general
como para que temas y
cuestiones relevantes de
derechos humanos
puedan ser abordados

No separa derechos
civiles y políticos de los
derechos económicos,
sociales y culturales

El calendario anual, así
como la agenda y el
programa de trabajo de
cada sesión debe ser
ampliamente divulgado y
lo suficientemente
previsible como para que
los de fuera de Ginebra,
incluyendo ONG, puedan
prepararse para incidir y/o
participar de las sesiones

La agenda sigue teniendo
un punto específico sobre
la “Situación de los
derechos humanos en
Palestina y otros
territorios árabes
ocupados” (punto 7) lo
que de por sí ya
demuestra la selectividad
y la politización heredadas
de la extinta Comisión

Las resoluciones por país
deberán adoptarse a lo
largo de la agenda y no
sólo en el punto
“Situaciones de derechos
humanos que requieren la
atención del Consejo”
(punto 4). En caso
contrario se corre el
riesgo de una excesiva
politización de la agenda
como ocurría en la extinta
Comisión26

Hacer un seguimiento de la
divulgación de
informaciones sobre la
agenda y el programa de
trabajo de las sesiones por
la extranet24 del CDH

Actuar ante los ministerios
de relaciones exteriores,
delegaciones en Ginebra,
Mesa y secretaría del
Consejo, para la inserción o
dedicación de más tiempo
en la agenda a temas y a
situaciones prioritarias.

Además, requerir
información sobre las
posiciones que los países
pretenden adoptar en cada
punto, buscando
influenciarlos si fuera
necesario
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Deben realizarse al menos
3 sesiones ordinarias por
año, siendo una principal,27

por un total mínimo de 10
semanas de trabajo Se
pueden realizar sesiones
especiales siempre que sea
necesario a pedido de uno
de los países del Consejo y
con apoyo de 1/3 de los
países miembros

Las sesiones ordinarias y
especiales deben ser
públicas salvo que se
decida lo contrario,
permitiendo así la
participación de las ONG
con status consultivo

Aumento del número de
sesiones ordinarias
anuales a 3, mientras que
en la Comisión sólo había
una

Mayor facilidad para
realizar sesiones
especiales, que
probablemente se
consolidarán como
mecanismo importante
de tratamiento de
situaciones en países
específicos28

El aumento del número de
sesiones ordinarias se
vuelve un desafío para
participación  de las ONG
de fuera de Ginebra por
implicar costos
adicionales y
disponibilidad de cuadros

Garantía de diálogo
efectivo entre los Estados
y  las ONG  antes y
durante las sesiones

Seguir las sesiones a través de la
transmisión vía internet,29 por las
informaciones divulgadas en el
sitio del Alto Comisionado de la
ONU para los Derechos
Humanos y extranet del CDH,
además de informaciones
provenientes de ONG
participantes de las sesiones

Monitorear y buscar influenciar
en las tomas de posición de los
países durante las sesiones por
medio de las autoridades
competentes en las capitales o
de las delegaciones en Ginebra

Influenciar a los países
miembros para que pidan
sesiones especiales, siempre
que sea necesario,
convenciéndolos de la
pertinencia y urgencia de
tratamiento de determinado
tema o situación de derechos
humanos

Además de esto, las ONG con
status consultivo, pueden:
1.Enviar documentos a ser
considerados oficialmente
durante las sesiones, además de
hacer circular otros documentos
durante las mismas.
2.Participar en forma presencial
de las sesiones30 y hacer
intervenciones orales31

3.Realizar eventos paralelos
durante las sesiones para
discutir temas y situaciones
específicas de violación a los
derechos humanos
4.Organizar reuniones informales
con las delegaciones durante las
sesiones
5.Realizar conferencias de
prensa para dar publicidad a los
acontecimientos de la sesión

3) Métodos de trabajo y reglas de procedimiento

Definen el funcionamiento general de las sesiones ordinarias y especiales del
Consejo, otras formas de reuniones posibles, quórum para aprobar
resoluciones, entre otros.
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1. Reuniones para informes
y/o consultas informales
sobre potenciales
resoluciones o decisiones
2. Reuniones informales
abiertas - convocadas por el
presidente del CDH para
discutir la agenda de las
sesiones, dar información
sobre propuestas de
resoluciones, etc.
3. Reuniones de organización,
realizadas al principio de cada
año de trabajo del CDH, para
elegir presidente y vice
presidentes, y antes de cada
sesión para tratar de asuntos
varios
4. Puede haber debates,
seminarios, grupos de
trabajo y mesas redondas; se
definen caso por caso

Además de resoluciones y
decisiones, el CDH puede
adoptar recomendaciones,
conclusiones, resumen de
las discusiones y discursos
del presidente

El quórum para aprobar
resoluciones o cualquier otra
decisión del CDH es de
mayoría simple de los
miembros presentes y
votantes

Previsión de reuniones y
consultas informales
abiertas a la participación
de diferentes actores,
incluyendo ONG

Dificultad para las ONG
de fuera de Ginebra para
participar y obtener
informaciones (cabe aquí
reconocer el esfuerzo de
la secretaría32 del
Consejo en dar
publicidad y divulgar las
informaciones de esas
reuniones)

Consolidación de un
Consejo orientado por
resultados e
implementación efectiva
de las recomendaciones,
y no sólo por la cantidad
de resoluciones
aprobadas

Superación de la
predominancia de
votación por bloques
regionales y grupos de
interés, normalmente
guiada por motivaciones
políticas, en detrimento
de votación por análisis
de mérito de la acción
propuesta33

Las ONG con status
consultivo pueden participar
de las distintas reuniones y
consultas informales
abiertas que hay antes o
durante las sesiones,
además de las que ocurren
en el período entre una
sesión y otra. La
participación en las
reuniones de organización
es fundamental para
obtener informaciones
relevantes sobre el
programa de trabajo y
temas/situaciones que serán
abordados en cada sesión

Buscar identificar e
influenciar, si fuera
necesario, en la toma de
posiciones (voto) de cada
país con relación a una
determinada resolución

Tras la votación, divulgar los
votos considerados
“problemáticos”, exigiendo
que los países justifiquen
sus posiciones

Hacer un seguimiento y
monitorear la
implementación efectiva de
las recomendaciones
contenidas en las
resoluciones, en los
informes de los relatores
especiales o en cualquier
otra decisión del CDH

Métodos de Trabajo y Reglas de Procedimiento
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Formas de acción
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Principales características del CDH
según las resoluciones

A/Res/60/251 y A/HRC/5/1

1. Mejorar la situación de los derechos
humanos a nivel nacional
2. Verificar el cumplimiento por parte de
los Estados de sus obligaciones y
compromisos35

3. Fortalecer la capacidad institucional
del Estado y ofrecer asistencia técnica
4. Compartir iniciativas exitosas entre
los Estados y otros actores relevantes
5. Dar asistencia para la cooperación en
la promoción y protección de los
derechos humanos
6. Fomentar la plena cooperación e
involucramiento con el CDH, otros
órganos de derechos humanos y el Alto
Comisionado de la ONU para los
Derechos Humanos

1. Informe elaborado por el Estado, en
una amplia consulta con actores
nacionales, incluyendo ONG, y
obedeciendo a la estructura general
común: 20 páginas
2. Información preparada por el Alto
Comisionado de la ONU para los
Derechos Humanos: (1) Compilación de
informaciones existentes en los
informes de los órganos de tratados,
relatores especiales y otros: 10 páginas
y (2) Resumen de informaciones
presentadas por ONG, Instituciones
Nacionales de Derechos Humanos y
otros actores relevantes: 10 páginas

Mejorar realmente la situación de los
derechos humanos a nivel nacional, no
siendo una mera prestación de cuentas del
país examinado

Dificultad para medir el cumplimiento por
parte de los Estados de sus obligaciones
en materia de derechos humanos36

El mecanismo de examen no puede, de
forma alguna, comprometer la habilidad
del Consejo para utilizar otros mecanismos
de respuesta a graves y sistemáticas
violaciones de derechos humanos37

Calidad y concreción de las informaciones
en el informe presentado por el Estado

Efectiva participación de ONG a nivel
nacional y limitaciones para la
presentación de informaciones al Alto
Comisionado de la ONU para los Derechos
Humanos con relación al idioma, formato
específico, número de páginas y acceso al
Alto Comisionado

Fortalecimiento de la fragmentación del
sistema de protección de los derechos
humanos de la ONU, pues no hay papel
formal para los Comités de Tratados en el
mecanismo de examen38

Durante el proceso de
elaboración del informe, las
ONG pueden indagar a sus
Estados sobre cómo
pretenden mejorar la situación
de derechos humanos a nivel
nacional y sobre cuál será la
contribución del mecanismo
de examen periódico para esto

Hacer un seguimiento a nivel
nacional de la elaboración del
informe oficial a ser presentado
por el EstadoSometer
informaciones relevantes a la
consideración del Alto
Comisionado de la ONU para
los Derechos Humanos en el
documento sobre
informaciones provenientes de
la sociedad civil
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4) Mecanismo de Examen Periódico Universal

Mecanismo creado por la Resolución 60/25134 de la Asamblea General que prevé
que todos los Estados integrantes de la ONU (carácter universal) pasarán
periódicamente por un proceso de examen. El objetivo del examen es verificar el
cumplimiento por parte de los Estados de sus obligaciones y sus compromisos
internacionales en materia de derechos humanos. Es considerado el instrumento más
innovador del Consejo de Derechos Humanos por tener alcance universal y buscar
así combatir la selectividad y el doble rasero en el tratamiento de situaciones de
violaciones a los derechos humanos existente en la Comisión de Derechos Humanos.
Los países miembros del Consejo deben pasar por este examen durante sus mandatos
y el ciclo de examen será de 4 años, o sea, 48 países serán examinados por año.

Por ser un mecanismo enteramente nuevo, la tabla que sigue no contendrá la
columna sobre las innovaciones con relación a la Comisión de Derechos Humanos:
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El examen será realizado en Grupo
de Trabajo (GT) compuesto por los
47 miembros del Consejo, en 3
sesiones anuales específicas. Cada
Estado podrá decidir sobre la
composición de su delegación

Momentos del Examen/Diálogo
Interactivo: (1) El Estado presenta
el informe; (2) Preguntas y
comentarios por parte de los
miembros del CDH; (3) Respuestas
por parte del Estado examinado; (4)
Presentación del documento final
con recomendaciones; (5) Tiempo
para comentarios del Estado y/o
respuesta a nuevas preguntas; (6)
Comentarios de otros actores,
incluyendo ONG; (7) Adopción del
documento final por el pleno del
CDH

Será elaborado por los relatores
indicados por 3 Estados elegidos
por sorteo, sirviendo a título
personal. El Estado analizado podrá
vetar uno de los relatores y exigir
que uno de los tres sea de su
región. Uno de los relatores
también puede pedir que se le
excuse de participar del examen,
siendo reemplazado por otro
nombre

El documento final será aprobado
en el pleno con sus conclusiones y/
o recomendaciones y compromisos
voluntarios, en caso de que existan.
Las recomendaciones serán
separadas en dos categorías:
consensuales (aceptadas por el
Estado) y no consensuales

1. El Estado es el principal
responsable de implementar las
recomendaciones/decisiones
2. El próximo ciclo de examen
deberá considerar las
recomendaciones/decisiones
anteriores
3. La comunidad internacional
ayudará a implementar las
recomendaciones/decisiones, con
el consentimiento del Estado en
cuestión
4. El CDH podrá considerar cuando
sea necesario, casos de persistente
no cooperación con el examen

Por ser un “proceso
intergubernamental” y sin
participación de expertos
independientes, se corre el riesgo
de que sea un proceso superficial
con poca información y poca
exposición del país examinado39

Durante el diálogo interactivo, la
participación de las ONG está
limitada al momento previo a la
aprobación del documento final, no
pudiendo así elaborar preguntas o
contribuir sustancialmente para las
recomendaciones que serán
incluidas en ese documento

El sistema de elección de los
relatores del examen podrá abrir
espacio para la politización del
mecanismo de examen

Previsión de dos niveles de
recomendaciones –aceptadas y no
aceptadas por el Estado – fragiliza
la autoridad del CDH y puede
comprometer sus
implementaciones

Importancia de la calidad de las
recomendaciones y seguimiento de
su implementación efectiva a nivel
nacional

Inexistencia de mecanismos
concretos de follow-up, haciendo
todavía más imprescindible que, en
el ciclo de examinación siguiente, el
consejo exija a los Estados los
avances con relación a las
recomendaciones anteriores41

Influenciar para que los países
incorporen expertos
independientes en sus
delegaciones para el Grupo de
Trabajo del examen

ONG con status consultivo pueden
participar en forma presencial de
las sesiones donde los países
serán considerados

La participación de ONG nacionales
y/o de la misma región del país
examinado será fundamental en
este proceso

Buscar estrategias para influenciar
en la calidad de las
recomendaciones, entre ellas la
divulgación en los medios de las
informaciones presentadas por  los
Estados,40 esperando que la
publicidad tenga efectos en la
calidad de la presentación y del
documento final

Hacer un seguimiento y monitorear,
a nivel nacional, la implementación
efectiva de las recomendaciones
requiriendo información del Estado
y utilizando métodos innovadores
para la prestación de cuentas
como, por ejemplo, la realización
de audiencias públicas por el
Parlamento

Actuar para que el CDH realice un
seguimiento permanente de las
recomendaciones hechas al Estado
y estas sirvan de base para el
próximo examen
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5) Procedimientos Especiales

Quienes examinan, monitorean y elaboran informes sobre la situación de los
derechos humanos son relatores, representantes especiales, expertos independientes
y grupos de trabajo: (1) en países específicos (relatores especiales por país) o (2) con
relación a temas específicos (relatores especiales temáticos).42 Durante el proceso
de construcción institucional, los procedimientos especiales fueron uno de los tópicos
más polémicos, con cuestionamientos sobre la necesidad de su existencia e intentos
de debilitamiento de este sistema por parte de varios países miembros.

1. Criterios técnicos y
objetivos: no se puede
acumular cargos/mandatos en
la ONU ni permanecer más de
6 años en mandato, además
de la prohibición de ejercer
funciones gubernamentales o
que puedan dar lugar a
conflicto de intereses con el
cargo en su país de origen
2. Criterios generales:
conocimientos especializados,
experiencia relacionada al
campo de acción del mandato,
independencia, imparcialidad,
integridad personal y
objetividad

1. Lista pública preparada por
el Alto Comisionado de la ONU
para los Derechos Humanos
que contienen nombres de
expertos elegibles indicados
por gobiernos, grupos
regionales, organizaciones
internacionales, ONG, otros
órganos de derechos
humanos e individuos
2. Lista enviada al Grupo
Consultivo, compuesto por
una persona de cada una de
las 5 regiones, que selecciona
candidatos elegibles para los
cargos y entrega una nueva
lista al presidente del CDH
3. A partir de las indicaciones
del Grupo Consultivo, el
presidente presenta un
nombre para cada vacante
4. Los nombres se someten a
la aprobación del pleno

Definición de criterios
técnicos y objetivos para
la admisibilidad de
relatores especiales

Todo el proceso de
nombramientos es
nuevo, especialmente la
elaboración de la lista
pública por el Alto
Comisionado de la ONU
para los Derechos
Humanos y la creación
del Grupo Consultivo

Incluso con los avances
en la identificación de
criterios, la atmósfera de
hostilidad de los países
contra los relatores
especiales por país nos
lleva a creer que la
creación de nuevos
mandatos será muy
difícil43

La composición del Grupo
Consultivo puede dar
margen para la
politización del proceso
de selección por parte de
los grupos regionales44

Indicar nombres de
candidatos a relatores
especiales al Alto
Comisionado de la ONU para
los Derechos Humanos
hacer el seguimiento
permanentemente la lista
pública preparada por éste
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Duración de los mandatos:
3 años para
procedimientos temáticos y
un año para
procedimientos por país

De conformidad con la
Resolución 60/251, todos
los mandatos actuales
serán revistos45

La presentación de los
informes elaborados por
los procedimientos
especiales ocurre durante
las sesiones del Consejo,
en momentos llamados
diálogo interactivo
(interactive-dialogue)

Definición previa de la
duración de los
mandatos temáticos y
por país

Elaboración y aprobación
del Código de Conducta
– CoC –46 propuesto por
el Grupo Africano, que
contiene una serie de
reglas sobre métodos de
trabajo y normas de
conducta de los relatores
especiales,
especialmente durante
las misiones a los países

Los diálogos interactivos
ya existían en la
Comisión. Sin embargo
se observan algunos
cambios positivos en el
Consejo, como la
destinación de 1 hora
para presentar los
informes por cada relator
y participación de las
ONG tras cada
presentación, lo que
parece haber tenido
reflejos en la mejora del
nivel de participación de
los países miembros en
estos momentos47

Garantizar que el Código
de Conducta no afecte la
independencia y la
efectividad del trabajo
de los relatores
especiales

Garantizar que la
revisión de los
mandatos no sea
politizada y tenga en
cuenta la real necesidad
de existencia de los
procedimientos
especiales

Disminuir la resistencia
de los Estados en
cooperar. Los Estados,
en muchos casos, no
responden a las
comunicaciones
enviadas a estos por los
relatores especiales o
no permiten el ingreso
de los relatores a sus
territorios

Garantizar la calidad de
los diálogos interactivos
tanto en relación al nivel
de participación como a
sus desdoblamientos

Enviar solicitud a los
relatores especiales
pidiendo que  hagan
visitas a determinados
países o trabajen sobre
temas específicos

Organizar y/o participar de
reuniones entre relatores
especiales y sociedad civil
durante sus misiones a los
países

Presionar a los Estados
para que hagan
invitaciones abiertas a
todos los relatores
especiales, aceptando a
priori visitas al país, y a
responder a sus pedidos
de información

Hacer un seguimiento de
la divulgación de los
informes por los relatores
especiales, que sucede
con cierta antelación a
sesiones en las que serán
presentados

Hacer un seguimiento y
monitorear la
implementación efectiva
de las recomendaciones
contenidas en los
informes elaborados por
los relatores especiales

Además de esto, las ONG
con status consultivo
pueden participar de los
diálogos interactivos

Procedimientos Especiales
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Debe proveer conocimientos
especializados al CDH de la manera
requerida por este, enfocando su
acción en estudios e investigaciones

No puede adoptar decisiones o
resoluciones, pero puede recomendar
al CDH que profundice en
determinado tema

Compuesto por 18 expertos
independientes, sirviendo a título
personal, y respetando la siguiente
distribución geográfica: 5 África, 5
Asia, 2 Europa oriental, 3 Europa
occidental y otros países, y 3
América Latina y el Caribe

Mandato de 3 años con posibilidad de
una reelección Criterios para
presentación de candidatos y elección:

1.Criterios técnicos y objetivos
2.No podrán ser elegidos individuos:
(1) que ocupan cargos en el gobierno
u otros cargos que puedan dar lugar
a conflictos de interés y (2) que
tengan otros cargos en la ONU

Los elige el CDH en base a una lista
preparada por la secretaría

Cualquier Estado miembro de la ONU,
en consulta con Instituciones
Nacionales de Derechos Humanos y
ONG, puede proponer candidatos para
esa lista

Realizará 2 sesiones de, como má-
ximo, 10 días de trabajo por año

Podrán realizarse sesiones adicionales
y crearse grupos de trabajo si son
aprobados por el Consejo

Deberá interactuar continua-mente con
Estados, Institucio-nes Nacionales de
Derechos Humanos y ONG; y estos
podrán participar de sus sesiones

Muy poca innovación,
prosiguiendo con la
tendencia de
debilitamiento del
mandato de la Sub-
Comisión, iniciada en
2000

Número menor de
expertos si se lo
compara a los 26
integrantes de la Sub-
Comisión Limitación
de la duración del
mandato

Existencia y publicidad
de criterios técnicos y
objetivos para
proposición de
candidatos y elección
de los expertos

Realizará 2 sesiones
por año y no sólo una
como la extinta Sub-
Comisión. Sin
embargo, la Sub-
Comisión se
encontraba durante 3
semanas, número de
días de trabajo superior
a los 10 días anuales
autorizados para el
nuevo Comité Asesor

Función poco propositiva,
limitada a asuntos temáticos

El Comité no puede tener ini-
ciativa propia, lo que vulnera
fuertemente su poder de iniciar
estudios, identificar tendencias y
lagunas en materia de derechos
humanos, entre otros48

Garantizar la independencia y
calidad/conocimiento
especializado de los miembros

“Para optimizar el tiempo
disponible de trabajo y enfocar
las discusiones, el Comité
Asesor necesita organizar bien
su tiempo y elaborar una agenda
clara para sus sesiones, con la
debida antelación para posibilitar
la participación de las ONG”50

Futuro incierto de los grupos de
trabajo hoy existentes y poca
claridad de cómo será la creación
eventual de nuevos grupos

Sugerir a los
Estados miembros
del CDH temas a ser
tratados por el
Comité Asesor

A nivel nacional,
indicar al Estado
nombres de
candidatos a
expertos
independientes y
explicitar apoyo u
oposición a
nombres que estén
siendo
contemplados por
éste, en base a los
criterios para
presentación de
candidatos y
elección

Las ONG con status
consultivo pueden
participar de las
sesiones y de los
grupos de trabajo
del Comité Asesor49
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6) Comité Asesor del Consejo de Derechos Humanos

Es el órgano subsidiario del Consejo de Derechos Humanos que sustituye a la
antigua Sub-Comisión de Derechos Humanos (Sub-Comisión). Su función es
ofrecer apoyo consultivo temático al Consejo.
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La comunicación de una denuncia de
violación sistemática a los derechos
humanos debe: (1) no tener
motivación política manifiesta; (2)
contener descripción factual,
incluyendo cuál es el derecho que
está siendo violado; (3) no tener un
lenguaje insultante; (4) ser sometida
por víctima o grupo que representa/
defiende a la víctima; (5) no estar
basada únicamente en informes
divulgados por los medios de
comunicación; (6) no ser un caso que
ya esté siendo tratado por órganos o
procedimientos especiales de la ONU
o sistema regional de derechos
humanos y (7) sólo ser presentado
tras el agotamiento de los recursos
internos o prueba de que tales
recursos son ineficientes

La denuncia pasará por 2 Grupos de
Trabajo (GT):1º -  GT sobre
Comunicaciones (GT1): decidirá sobre
la admisibilidad de la denuncia.
Compuesto por 5 especialistas
independientes, uno de cada grupo
regional, indicados por el Comité
Asesor del CDH. Si la comunicación
se admite se pasa al GT22º - GT sobre
Situaciones (GT2): presentará al CDH
informe sobre la situación o podrá
desestimar el caso. Está formado por
5 miembros indicados por los países
integrantes del CDH, de acuerdo con
los 5 grupos regionales, y sirviendo a
título personal Los GT deben
encontrarse al menos 2 veces por
año, por como mínimo 5 días de
trabajo en cada encuentro

En la Comisión no
se aceptaban casos
en los que, por su
naturaleza, pudieran
ser tratados por
algún procedimiento
especial o por algún
órgano de denuncia
ligado a un tratado
ratificado por el
Estado53

Realización de más
encuentros de los 2
Grupos de Trabajo
que deben presentar
justificativas de sus
decisiones

Reconstruir la credibilidad
del procedimiento,
afectada en los últimos
años de la Comisión,
enfrentando sus
principales problemas:55

(1) Dificultad para obtener
información de los
Estados; (2) doble rasero
en el tratamiento de los
países; (3) Lentitud del
proceso, desde la
comunicación hasta el
tratamiento por parte del
Consejo; (4) Resolución
1503, a pesar de la
revisión, se muestra
anticuada en diversas
situaciones

Presentar denuncias de
violaciones
sistemáticas a los
derechos humanos.54

No es necesario que el
país denunciado haya
ratificado tratados de
derechos humanos

Hacer un seguimiento
del proceso de
indicación por parte del
Comité Asesor de los 5
integrantes del Grupo
de Trabajo sobre
Comunicaciones
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7) Procedimiento de denuncia51

Procedimiento por el cual individuos y ONG pueden hacer denuncias de
violaciones sistemáticas a los derechos humanos52 que sucedan en cualquier
parte del mundo bajo cualquier circunstancia.
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Todo el proceso es confidencial a
menos que el CDH decida lo
contrario por orientación del GT2.

El autor de la denuncia podrá pedir
que no se dé a conocer su identidad
y deberá ser informado cuando: (1)
la denuncia sea registrada por el
procedimiento; (2) la comunicación
sea considerada inadmisible por el
GT1 o enviada al GT2; (3) la
comunicación esté pendiente en uno
de los Grupos de Trabajo y (4) el
caso sea desestimado por el CDH,
indicando el fin del proceso

El Estado acusado debe ser
informado en las etapas 2, 3 y 4
descritas anteriormente

El Consejo deberá considerar
situaciones enviadas por el GT2
como mínimo una vez por año y
puede tomar las siguientes medidas:
1. Desestimar el caso sin adoptar
medidas
2. Mantener el caso abierto y pedir al
Estado en cuestión que someta
información relevante
3. Mantener el caso abierto e indicar
un experto independiente para
monitorear la situación y remitirse al
CDH
4. Hacer público el caso
5. Recomendar al Alto Comisionado
de la ONU para los Derechos
Humanos que ofrezca asistencia
técnica, fomento a la capacidad
institucional o consultoría al Estado
en cuestión

El Estado acusado deberá cooperar
con el procedimiento proporcionando
informaciones siempre que les sean
requeridas por los GT, en el plazo
máximo de 3 meses

El plazo entre la comunicación de la
denuncia al Estado en cuestión y la
consideración del caso por parte del
CDH no puede ser superior a 24
meses

El autor de la
denuncia deberá ser
informado durante
todo el proceso y
puede pedir que no
se dé a conocer su
identidad

Refuerzo de la
necesidad de
cooperación del
Estado al establecer
un plazo para el
envío de
información

La subsistencia del
carácter confidencial
dificultará, entre otras
cosas, la acción de las
ONG

El procedimiento sigue
sin ofrecer ninguna
respuesta concreta para
aliviar la situación de las
víctimas56

Dificultad para obtener
informaciones de los
Estados

Mantenerse alerta para
que se cumpla la
previsión de mantener
al autor de la denuncia
informado durante todo
el proceso

Hacer un seguimiento
de las actividades del
Alto Comisionado de la
ONU para los Derechos
Humanos cuando el
CDH haya  pedido a
este que ofrezca
asistencia técnica,
fomento a la capacidad
institucional o
consultoría al Estado en
cuestión
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coordination/ngo/Resolution_1996_31/index.htm>, consultado el 30 de setiembre de 2007.

13. Véase criterios para obtener carácter consultivo ante al ECOSOC en: ECOSOC, How to obtain

Consultative Status with ECOSOC, disponible en <http://www.un.org/esa/coordination/ngo/

howtoapply.htm>, consultado el 11 de setiembre de 2007.

14. Asamblea General, Human Rights Council, Resolución A/RES/60/251, 3 de abril de 2006,
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Council, disponible en <http://www.ohchr.org/english/bodies/hrcouncil/membership.htm>,

consultado el 30 de agosto de 2007.
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asiáticos, 5 de Europa oriental, 11 de América Latina y el Caribe y 10 de Europa occidental y

otros países. Tanto en la Comisión como en el Consejo, la división geográfica se refleja en 5

“grupos regionales” de actuación más o menos compacta: grupo africano, grupo asiático, grupo

de Europa oriental, grupo de América Latina y el Caribe (GRULAC) y grupo de Europa occidental

y otros grupos (WEOG).
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Human Rights Council, 2007, disponible en <www.humanrightsinitiative.org>, consultado el 15

de setiembre de 2007.
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Cecília MacDowell Santos

Introducción1

Desde comienzos de los ’90, como parte del proceso de globalización, hemos
presenciado la creciente transnacionalización de las instituciones legales y de la
movilización legal, dos caras de un fenómeno jurídico que los investigadores
denominan “judicialización global”2 o “litigio transnacional”.3 La judicialización
global nació a partir de la creación de tribunales internacionales ad hoc o permanentes
y de tribunales arbitrales, así como del creciente recurso a los organismos
internacionales judiciales y cuasi-judiciales que tratan contiendas relacionadas con
problemas tanto comerciales como de derechos humanos. El litigio transnacional
incluye conflictos entre Estados, entre individuos y Estados y entre individuos
separados por fronteras nacionales. Estos cambios del Derecho en el contexto de la
globalización han producido debates sobre si la judicialización es deseable o efectiva
para hacer cumplir el Estado de Derecho y para promover la democracia global y
local. Sin embargo, ni los defensores ni los detractores de la judicialización global
han logrado examinar críticamente la política global del Estado de Derecho para
legitimar el proyecto hegemónico neoliberal de globalización, lo cual ha debilitado
la capacidad de las naciones-Estado de reforzar las leyes sobre derechos humanos.4

Además, la mayoría de los estudios sobre derecho y globalización no prestaron
atención suficiente al rol de las organizaciones no gubernamentales (ONG) de
derechos humanos, ni al papel central —y a menudo contradictorio— del Estado
en las batallas legales transnacionales sobre el reconocimiento y la protección de los
derechos humanos.

EL ACTIVISMO LEGAL TRANSNACIONAL Y EL
ESTADO: REFLEXIONES SOBRE LOS CASOS CONTRA
BRASIL EN EL MARCO DE LA COMISIÓN
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



EL ACTIVISMO LEGAL TRANSNACIONAL Y EL ESTADO: REFLEXIONES SOBRE LOS CASOS CONTRA BRASIL
EN EL MARCO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

■ SUR – REVISTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS30

El objetivo de este artículo es reflexionar sobre la relación entre la movilización
legal transnacional y el Estado mediante un análisis del aumento del uso por parte
de las ONG transnacionales de derechos humanos de instrumentos legales
internacionales que reconocen y protegen los derechos humanos.5 A partir del estudio
de los casos contra Brasil que tramitan ante la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (en adelante, CIDH), el trabajo intenta ofrecer herramientas teóricas
para reflexionar sobre las estrategias y las limitaciones de lo que denomino “activismo
legal transnacional” respecto de las respuestas ofrecidas por el Estado. Por activismo
legal transnacional me refiero a un tipo de activismo que prioriza la acción jurídica
ante tribunales internacionales u organismos cuasi-judiciales para fortalecer las
demandas de movimientos sociales; para realizar cambios políticos y legales internos;
para reestructurar o redefinir derechos; y/o para presionar Estados con el propósito
de fortalecer la legislación interna e internacional sobre derechos humanos. Se
analizarán las respuestas del Estado brasilero a la luz del concepto de “Estado
heterogéneo”; es decir, un Estado que, debido a las presiones nacionales e
internacionales contradictorias, asume lógicas de desarrollo y ritmos diferentes,
impidiendo la identificación de un patrón coherente de acción estatal común a
todos los sectores del Estado o a los campos de acción.6

El activismo legal transnacional puede verse como un intento no sólo para
remediar abusos individuales, sino también para repolitizar el derecho y relegalizar
las políticas de derechos humanos, recurriendo a las cortes internacionales y a los
sistemas cuasi-judiciales de derechos humanos y haciendo que éstos actúen sobre
los ámbitos jurídico-políticos locales y nacionales. Sin embargo, las estrategias del
activismo legal transnacional responden a un determinado contexto histórico y
político. Por lo tanto, deben ser objeto de investigación empírica. Como el Estado
es un actor primordial en las batallas legales transnacionales sobre los asuntos relativos
a los derechos humanos, es importante indagar tanto sobre las prácticas de los
defensores legales transnacionales como sobre el modo en el que el Estado responde
a ellas. Ello ayudará a comprender mejor no sólo cómo los actores de la sociedad
civil se involucran en la movilización legal transnacional, sino cómo el Estado se
relaciona con las normas internacionales de derechos humanos y cómo los discursos
y el ejercicio de los derechos humanos se desarrollan en los distintos sectores del
Estado y en niveles diferentes de la acción estatal.

A partir de entrevistas y conversaciones con activistas de derechos humanos
del Brasil, así como de investigación de archivos —incluyendo documentos e
información legal reunida tanto en ONG de derechos humanos como en el sitio
web de la Organización de Estados Americanos—, este trabajo mostrará que las
prácticas de las ONG de derechos humanos transnacionales en los casos impulsados
contra Brasil ante la CIDH, constituyen un ejemplo de activismo legal transnacional.
Sin embargo, como ilustrará el estudio de los casos, sus logros, si bien importantes,
han sido muy limitados, tanto por la precaria eficacia del derecho internacional de
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los derechos humanos como por las contradicciones internas y la heterogeneidad
del Estado brasilero en el ámbito de los derechos humanos. Además de una visión
general de las peticiones contra Brasil ante la CIDH, presentaré un examen más
detallado de tres casos que conciernen, respectivamente a: la “batalla por la memoria”
en el caso de la Guerrilla Araguaia; el problema de la violencia familiar tratado en
el caso de Maria da Penha; y el problema de la discriminación racial en el caso de
Simone Diniz. Cada uno de estos casos mostrará que los discursos y las prácticas
del Estado respecto de temas de derechos humanos son heterogéneos y
contradictorios en los niveles de administración locales y nacionales. A continuación,
realizaré una revisión crítica de los estudios existentes sobre derecho, globalización
y activismo legal transnacional. En segundo lugar, ubicaré el estudio del caso dentro
de un contexto político más grande de democratización y de persistencia de
violaciones a los derechos humanos en Brasil. Por último expondré algunas
conclusiones sobre la discusión sobre activismo legal transnacional en la CIDH y
sobre el papel contradictorio del Estado brasilero respecto de la política de los
derechos humanos.

Estudios sobre derecho, globalización y movilización
del activismo legal transnacional

Los investigadores jurídicos han analizado la internacionalización del sistema judicial
desde una perspectiva de resolución de contiendas, al debatir si la judicialización
global es inevitable y deseable para lograr un cumplimiento efectivo y equitativo
del Estado de Derecho.7 De un lado del debate están los que favorecen el
establecimiento de un derecho global de jurisdicción y de juicios, tanto en asuntos
civiles y comerciales como en asuntos penales.8 Slaughter, por ejemplo, alienta el
surgimiento de lo que ella imagina como una “comunidad global de tribunales” y
una “jurisprudencia global”, la cual ve como una consecuencia de los foros nacidos
del “litigio transnacional”.9 Según Slaughter, la resolución internacional de
contiendas cada vez más ha sido reemplazada por el litigio transnacional, cambio
importante del sistema legal internacional. Tradicionalmente, las contiendas
internacionales involucraban Estados y se resolvían bajo los auspicios del sistema
internacional. Por el contrario, el litigio transnacional rodea los tribunales locales e
internacionales en juicios entre Estados, entre individuos y Estados y entre individuos
separados por fronteras. Slaughter señala que el litigio transnacional se refiere
típicamente a las contiendas comerciales, como los juicios llevados a la Organización
Mundial del Comercio (OMC), el Acuerdo Norteamericano de Libre Comercio
(NAFTA) y el Tribunal Internacional del Derecho del Mar.

Del otro lado del debate se encuentran los que no consideran a la judicialización
global como un desarrollo inevitable del derecho internacional y parecen propiciar
menos esta tendencia. Al observar que en Europa y América Latina “la capacidad de
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los individuos para buscar un remedio contra su gobierno avanzó con rapidez en un
nivel internacional”, Ratner se refiere a los límites de la “judicialización global”,
centrándose en la internacionalización del derecho penal y en los obstáculos para la
efectividad del Tribunal Penal Internacional.10 Como ex miembro de la Oficina del
Consejero Legal del Departamento de Estado de Estados Unidos, Ratner sostiene
que la judicialización global no es inevitable, efectiva ni deseable si desvía recursos de
métodos no jurídicos para hacer cumplir la ley y resolver contiendas, tales como la
diplomacia, las negociaciones y las sanciones. Su punto de vista de que el “Derecho
blando” (soft law) es más efectivo al abordar contiendas internacionales está forjado
también por su experiencia de trabajo para el Alto Comisionado para las Minorías
Nacionales de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE).

Si bien los investigadores jurídicos analizan los aspectos y los obstáculos procesales
de la globalización del Estado de Derecho y de las sentencias, su enfoque del fenómeno
de la judicialización global y del litigio transnacional muestra una perspectiva estrecha
y legalista. Los estudios se han centrado, sobre todo, en la resolución de contiendas
comerciales, y han adoptado un punto de vista individualista y doctrinal que pasa por
alto las complejas relaciones entre los diversos actores legales. Al abordar las violaciones
a los derechos humanos, los investigadores también han tenido una perspectiva
individualista, como si los intereses de las partes involucradas y los remedios hallados
por ellas se refirieran solamente a asuntos legales y pudieran separarse de la política y
de la cultura. Más aún, los investigadores jurídicos con frecuencia han entendido a los
tribunales locales e internacionales y a los organismos cuasi-jurídicos ya sea como
entidades separadas o como instituciones que se funden en una “comunidad global
de tribunales” en vías de desarrollo. Ambas perspectivas descuidan el papel que
desempeñan las ONG y las naciones-Estado como partes involucradas en las contiendas
locales e internacionales así como en la constitución de los sistemas jurídicos y cuasi-
jurídicos tanto locales como internacionales.

Los estudios que apoyan las redes transnacionales, el activismo transnacional
y la globalización contra-hegemónica han contribuido a nuestra comprensión del
activismo transnacional de derechos humanos.11 En su fecundo trabajo relativo a
esta área, Keck y Sikkink definen las “redes” como “formas de organizaciones
caracterizadas por patrones voluntarios, recíprocos y horizontales de comunicación
e intercambio. A pesar de las diferencias entre los ámbitos locales e internacionales,
el concepto de red funciona bien porque acentúa las relaciones fluidas y abiertas
entre actores comprometidos y con conocimiento, que trabajan en áreas
especializadas de problemas”.12 Los autores llaman a estas redes “redes de apoyo
porque los defensores hacen la defensa de los juicios de otros o defienden un juicio
o proposición [...] Están organizados para promover juicios, ideas y leyes de altos
principios, y a menudo involucran a individuos que postulan cambios de política
que no pueden vincularse fácilmente a una comprensión racionalista de sus
‘intereses’”.13 El concepto de “redes de apoyo transnacionales” es más útil que el de
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“litigio transnacional” para develar las relaciones de poder inherentes a los esfuerzos
por definir y proteger los derechos humanos. Sin embargo, no se refiere
específicamente a las prácticas legales ni a la movilización legal transnacional.

Desde los ’90, las interacciones legales a través de las fronteras y la globalización
del Estado de Derecho surgieron como un campo nuevo de investigación socio-
legal.14 En este campo se identifican dos enfoques, que van desde el análisis
institucional y sistémico de la relación entre ley y globalización, a otro más político
y crítico. En este último caso se busca analizar las relaciones entre las instituciones
legales y no legales, para develar las características de la cultura legal global en vías
de desarrollo. Este enfoque propone preguntas acerca del “uso o no de los procesos
legales, así como las culturas legales, los tipos de conflictos, las formas de toma de
decisiones, y las actitudes y estrategias de los actores legales”.15 La importancia de
este enfoque yace en su atención a los actores y culturas legales, así como a las
relaciones desiguales de poder entre dichos actores. Pero se centra, básicamente, en
conflictos comerciales y en élites internacionales, y tiende a saltear la relación entre
la globalización del Derecho y la política. Al no examinar las prácticas de los actores
del movimiento social y de su compromiso con las instituciones legales, dicho
enfoque también descuida los procesos contradictorios de globalización y el rol
dual del Estado, como promotor y como violador de los derechos humanos.

El enfoque político y crítico al Derecho y a la globalización se construye sobre
estudios socio-legales acerca del Derecho como instrumento de “conflicto social”16

y de “táctica de movimiento social”.17 Centrándose en la movilización legal
transnacional y su relación con los movimientos sociales que apoyan una
globalización alternativa a la neoliberal, dicha literatura emergente empieza a
cuestionar si el Derecho puede usarse como instrumento de emancipación social y
bajo qué condiciones.18 Si bien la globalización neoliberal ha disminuido el poder
de las naciones-Estado, estos trabajos examinan cómo la movilización legal
transnacional se relaciona tanto con las instituciones del Estado como con las
internacionales. Como observa Sousa Santos, “Las naciones estado, en el futuro
previsible, seguirán siendo uno de los centros principales de las luchas por los derechos
humanos, como violadoras y como promotoras y garantes de los derechos
humanos”.19 Sin embargo, la expansión de las corporaciones transnacionales y el
establecimiento de programas de ajuste estructural, todos ellos respaldados por
naciones-Estado, han tenido efectos desastrosos sobre los derechos humanos. Aún
cuando los Estados no sean violadores de los derechos humanos, son demasiado
pequeños y débiles para contrarrestar tales violaciones. Por ello “es imperativo
fortalecer las formas existentes de defensa global, promoción y protección a los
derechos humanos, así como crear nuevas”.20

Según Sousa Santos, la movilización legal transnacional será emancipadora y
constituirá una “política y una legalidad subalternas cosmopolitas”, si incluye cuatro
expansiones del concepto de política de la legalidad. Primero, debe haber una
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combinación de “movilización política con movilización legal”.21 Segundo, “la
política de la legalidad necesita conceptualizarse en tres escalas distintas: local,
nacional y global”.22 Tercero, debe haber una expansión del conocimiento jurídico
profesional del Derecho de la nación-Estado y del canon jurídico que privilegia los
derechos individuales. Ello no significa que se abandonan los conceptos de los
derechos individuales. Finalmente, el marco temporal de los esfuerzos jurídicos
debe expandirse para incluir al marco de los esfuerzos sociales, refiriéndose, por
ejemplo, al capitalismo, al colonialismo, a los regímenes políticos autoritarios o a
otros contextos históricos.

La práctica de las ONG de derechos humanos transnacionales en los casos
contra Brasil ante la CIDH reúnen las condiciones de lo que Sousa Santos describe
como “política y legalidad subalterna cosmopolita”. Sin embargo, prefiero usar el
término “activismo legal transnacional” para enfatizar la dimensión transnacional
de las alianzas y redes formadas por ONG, actores de movimientos sociales y
organizaciones de base comprometidas con el activismo de los derechos humanos.
La expresión “activismo legal” también destaca a los actores sociales tales como los
activistas, y acentúa un movimiento incluyendo una variedad de esfuerzos legales,
sociales y políticos. Más aún, no todas las formas de activismo legal transnacional
desafían la globalización neoliberal, lo cual no significa que dicho tipo de activismo
no busque promover cambios sociales, legales y políticos. Al igual que los intereses
de aquellos comprometidos con los esfuerzos de los derechos humanos, las estrategias
y los objetivos del activismo legal transnacional de derechos humanos son diversos,
conectados a movimientos sociales variados, que van desde luchas de clases a luchas
contra el sexismo, el racismo, la represión política, el imperialismo y otras. Como
el Estado es un actor importante en las contiendas legales transnacionales, es preciso
examinar más exhaustivamente cómo responde el Estado al activismo legal
transnacional en casos concretos y en todos los niveles de la acción estatal: local,
nacional e internacional. Antes de revisar las estrategias de las ONG en los casos
contra Brasil ante la CIDH y las respuestas del Estado brasilero, las situaré dentro
del contexto político más amplio de la democratización y de la persistencia en las
violaciones a los derechos humanos en Brasil.

La paradoja de la democratización y la
persistencia de las violaciones a los derechos humanos

Entre la década del ’60 y mediados de los ’80, muchos países de América Latina
experimentaron golpes militares y fueron controlados por gobiernos que
promovieron la práctica sistemática del secuestro, la tortura y el asesinato de los
disidentes políticos. Dichos regímenes impusieron constituciones autoritarias que
revocaban derechos políticos y civiles fundamentales. A partir de mediados de los
’80, la mayoría de los países de la región lograron terminar con los regímenes militares
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autoritarios, llevando a cabo importantes reformas legales y políticas tendientes a la
democracia. La mayoría de los países latinoamericanos tienen ahora un régimen
político democrático, junto con una legislación progresista que garantiza nuevos
derechos a grupos a menudo excluidos, como personas privadas de libertad,
trabajadores rurales, niños de la calle, pueblos indígenas, negros, mujeres,
homosexuales y travestis. Sin embargo, persisten en América Latina prácticas
sistemáticas de violación a los derechos humanos de los grupos mencionados.23

En Brasil, el régimen militar autoritario duró más de veinte años, entre 1964
y 1985. Basándose en la doctrina de la Seguridad y el Desarrollo Nacional,24 el
régimen militar suspendió las elecciones directas para presidente, gobernadores y
senadores; anuló la legislatura, prohibió los partidos políticos existentes; suspendió
los derechos constitucionales; censuró la prensa, las artes y las academias; y persiguió,
encarceló, torturó y mató a todo el que se opusiera a él. Durante dicho periodo de
terror político, hubo sectores de la sociedad civil que organizaron los movimientos
de resistencia y oposición.25 Florecieron diversos movimientos sociales a lo largo de
los ‘70.26 Las presiones de dichos movimientos y de sus aliados internacionales, así
como las divisiones entre los líderes militares, provocaron una disminución en la
represión hacia fines de esa década, lo cual llevó a la Abertura Política (Apertura
Política). En 1979, durante la presidencia del General Figueiredo, se otorgó la
amnistía a los presos políticos por medio de la aprobación de la Lei da Anistia (Ley
de Amnistía, ley nº 6.683/79). Los activistas exilados volvieron al país. Se restauraron
las elecciones para intendentes y asambleas del Estado.27

Para facilitar una transición suave hacia el gobierno civil, los militares y el
siguiente régimen civil ampliaron la interpretación de la Ley de Amnistía para
otorgársela también a los oficiales militares y a los oficiales de la policía que habían
cometido abusos a los derechos humanos contra los disidentes políticos. Ello provocó
numerosas protestas por parte de los familiares de los desaparecidos y de presos
políticos. Las ONG de derechos humanos y los juristas de renombre también
protestaron contra la impunidad concedida por una interpretación tan amplia de
la ley de amnistía y reclamaron su revisión.28 Éste es un aspecto importante en la
batalla por la memoria de la dictadura, que veremos en la próxima sección a la luz
del caso de la Guerrilla Araguaia, que sigue pendiente ante los tribunales federales
brasileros desde comienzos de los ’80, y ante la CIDH desde mediados de los ’90.

La década del ’80 trajo un período de reforma política, legal e institucional
para restaurar la democracia en el país. Se restituyeron las elecciones para
gobernadores, miembros nacionales del Congreso y presidente. Durante la transición
del gobierno militar al civil, la estrategia de los movimientos sociales pasó de pelear
contra el régimen desde afuera a participar en el proceso de democratización tanto
desde dentro como desde fuera del Estado. Gracias a las presiones del movimiento
de las mujeres, en 1985 se creó en San Pablo la primera comisaría femenina del
mundo, administrada exclusivamente por mujeres.29 Sin embargo, es relativamente
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reciente la aprobación por parte del Congreso de una ley específica que determina
el establecimiento de servicios integrados para combatir la violencia doméstica contra
la mujer en el país, un cambio jurídico muy esperado que le debe mucho al caso de
Maria da Penha, tratado en la sección siguiente.

Varios movimientos sociales presionaron para influir en la reforma a la nueva
Constitución brasilera de 1988. Como consecuencia, el artículo 5 reconoció una
serie de derechos fundamentales, declarando que “los hombres y mujeres son iguales
tanto en sus derechos como en sus obligaciones”, “nadie podrá ser sujeto a tortura”,
“la propiedad debe cumplir con su función social”, y “la práctica del racismo es un
crimen”. La Constitución también declara que las relaciones exteriores deben guiarse
por el principio del “predominio de los derechos humanos (artículo 4, II).30 A
comienzos de los ‘90, también se aprobó una legislación progresista infra
constitucional. Por ejemplo, la ley 7.719/89 fue sancionada para castigar delitos
derivados de la discriminación sobre la base de la raza, el color, el origen étnico, la
religión o la nacionalidad.

Durante esa década también se ratificaron varias normas de derechos humanos
tanto internacionales como regionales.31 El ex Presidente Fernando Henrique
Cardoso (Partido Social Demócrata o PSDB), elegido por dos mandatos (1995-
1998 y 1999-2002), apoyó el reconocimiento de esta normativa. En este sentido,
en 1995 Brasil ratificó la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Violencia contra la Mujer, llamada Convención “Belém do Pará”,
adoptada por la Organización de Estados Americanos (OEA) en 1994. Sin embargo,
a pesar de las numerosas comunicaciones enviadas por la CIDH, la administración
Cardoso hizo caso omiso del caso Maria da Penha hasta el final de su segundo
mandato. Más aún, comparado con otros países latinoamericanos, Brasil se tomó
mucho más tiempo para reconocer la Convención Americana sobre Derechos
Humanos. Mientras que un gran número de Estados miembro de la OEA ratificó
esta Convención en los ‘80, Brasil lo hizo recién en 1992. Brasil también se ubica
como uno de los últimos Estados miembro de la OEA en aceptar la jurisdicción de
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Brasil reconoció la jurisdicción de
dicha corte recién en 1998.32

Siguiendo el principio constitucional de predominio de los derechos humanos
y con el fin de promover una cultura de los derechos humanos, en 1996 Cardoso
lanzó el Programa Nacional de Direitos Humanos (Programa Nacional de Derechos
Humanos, decreto Nº 1.904/96), que reconoció formalmente los derechos humanos
de “mujeres, negros, homosexuales, poblaciones indígenas, ancianos, individuos
con discapacidades, refugiados, individuos infectados con VIH, niños y adolescentes,
oficiales de la policía, prisioneros, pobres y ricos”.33 En 1998, Cardoso creó la
Secretaria Nacional de Direitos Humanos (Secretaría Nacional de Derechos Humanos)
para implementar dicho programa. Por primera vez en la historia brasilera, el
gobierno reconoció que Brasil no era una “democracia racial”. El Programa Nacional
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de Derechos Humanos señaló el establecimiento de programas de promoción de
minorías en la educación superior, aunque éstos no son obligatorios y han sido
objeto de un debate acalorado dentro del país.

Con respecto a la lucha por la memoria de la dictadura, a comienzos de su
primer mandato, Cardoso firmó la ley Nº 9.140/95, conocida como Lei dos
Desaparecidos (Ley de los Desaparecidos), que creó la Comissão Especial de
Reconhecimento dos Mortos e Desaparecidos Políticos (Comisión Especial de
Reconocimiento de los Muertos y Desaparecidos Políticos). Dicha ley determina el
reconocimiento de la responsabilidad del Estado brasilero por la muerte de 136
personas desaparecidas por razones políticas. La Comisión Especial fue creada para
analizar los reclamos presentados por los familiares de las víctimas, que finalmente
recibieron una compensación pecuniaria. Sin embargo, los familiares de las víctimas
y sus aliados criticaron los procedimientos y el alcance de esta ley. Afirmaron que el
gobierno, al negarse a revisar la Ley de Amnistía y desclasificar los documentos
sobre la masacre militar de los miembros de la guerrilla Araguaia promovía una
política de olvido y de impunidad.34

El Presidente Luiz Inácio Lula da Silva (Partido de los Trabajadores o PT),
también elegido por dos mandatos (2003-2006 y 2007 al presente), no se ha
diferenciado de su predecesor en lo que respecta a la lucha por la memoria de la
dictadura. No obstante, la administración Lula ha brindado cierto apoyo institucional
para la promoción de los derechos humanos. Por ejemplo, inmediatamente después
de la asunción del mando en 2003, el Presidente Lula otorgó un estatus ministerial
a la Secretaria Nacional de Direitos Humanos (Secretaría Nacional de Derechos
Humanos), redesignada como Secretaria Especial de Direitos Humanos (Secretaría
Especial de Derechos Humanos). También creó la Secretaria Especial de Políticas
para as Mulheres (Secretaría Especial de Políticas para la Mujer) y la Secretaria Especial
de Políticas de Promoção da Igualdade Racial (Secretaría Especial de Políticas de
Promoción de la Igualdad Racial), otorgándoles a ambas categoría ministerial.

A pesar de dichas secretarías, de las nuevas leyes progresistas y del
reconocimiento de las normas internacionales sobre derechos humanos, en Brasil
han persistido violaciones serias a los derechos humanos. Estas violaciones —
perpetradas por la policía, por los escuadrones de la muerte y por otros grupos de
interés— incluyen la práctica sistemática de la tortura, la mano de obra esclava, la
discriminación basada en la raza, en el origen étnico, en el género, en la orientación
sexual, en la edad y en la discapacidad, la impunidad de los perpetradores de la
violencia contra las mujeres, las ejecuciones sumarias, y la violencia contra los
movimientos sociales que luchan por la reforma agraria y por los derechos de los
indígenas, abarcando la criminalización de dichas luchas.35 Las nuevas leyes y
programas para combatir la exclusión social, el racismo y el sexismo rara vez se han
hecho cumplir. Ello se debe a la persistente concentración del poder en manos de
ciertos grupos de élite, a la corrupción y a otros problemas institucionales del sistema
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de justicia en Brasil. Las políticas neoliberales adoptadas por todos los sectores que
participaron del poder desde el final de la dictadura militar han reducido aún más
la capacidad del Estado para implementar los programas de derechos humanos.

Varias organizaciones no gubernamentales locales e internacionales de derechos
humanos denunciaron esta situación y presentaron demandas ante los tribunales
brasileros. Pero como la policía y los grupos con fuertes intereses de poder a menudo
están involucrados en violaciones a los derechos humanos, los tribunales locales y el
gobierno han impedido las respuestas a dichas organizaciones. Ello ha ocasionado
lo que Keck y Sikkink llaman el “patrón búmeran”.36 Dicho patrón ocurre cuando
un Estado determinado bloquea la respuesta a organizaciones localmente,
impulsando la activación de una red transnacional. Los miembros de la red presionan
a sus propios Estados y, si es necesario y corresponde, otra organización, como un
tercero, a su vez presiona al Estado que bloqueó la respuesta a las organizaciones.

Siguiendo el “patrón búmeran”, las ONG brasileras formaron redes, tanto
nacionales como internacionales, en defensa de los derechos humanos, con el
objetivo de presionar al gobierno para que haga cumplir la legislación progresista,
cree nuevas leyes y diseñe una política pública que proteja los derechos humanos.
Desde mediados de los ’90, estas redes se han comprometido cada vez más en un
activismo legal transnacional, y se han movilizado para asegurar el apoyo de
organizaciones intergubernamentales, como la OEA y su Sistema Interamericano
de Derechos Humanos.37

El activismo legal transnacional en la CIDH y el Estado brasilero

La CIDH y la expansión del activismo legal transnacional

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada en 1969 y vigente
desde 1978, estableció que dos organismos debían supervisar su cumplimiento: la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), creada por la OEA en
1959, y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, creada por la Convención y
vigente desde 1978.38 Como los individuos y las ONG sólo pueden presentar peticiones
ante la CIDH, el activismo legal transnacional se ha comprometido directamente
ante dicho organismo.39 La CIDH está compuesta por siete miembros elegidos por la
Asamblea General de la OEA. No son jueces y representan a todos los Estados miembro
de la OEA. La CIDH tiene la obligación de recibir peticiones contra los Estados
miembro, independientemente de que hayan ratificado la Convención o no; dado
que la CIDH y la Corte tienen una función subsidiaria respecto de los sistemas jurídicos
nacionales, la admisión de una denuncia por parte de la CIDH depende de que el
peticionario haya agotado los recursos internos. Si bien la CIDH puede tratar denuncias
individuales y proceder con una investigación in loco, no es un organismo jurídico y
no toma decisiones judiciales vinculantes.40



CECÍLIA MACDOWELL SANTOS

39Número 7 • Año 4 • 2007 ■

El activismo legal transnacional ante la CIDH se ha expandido en la última
década. Si bien en los informes anuales que se publican desde 1970 no se presenta
información sobre las peticiones recibidas ni sobre los casos procesados por la CIDH
de manera consistente, dichos informes indican un aumento significativo en la
cantidad de denuncias a lo largo de los años.41 En 1969 y en 1970, por ejemplo, la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, recibió 217 peticiones, la mitad
de las recibidas sólo en 1997 (435).42 La cantidad siguió en aumento en los últimos
diez años, triplicándose en 2006 (1325), la mayor parte de las cuales se refieren a
Perú, México y Argentina.43

El número de denuncias contra Brasil en la CIDH también aumentó desde los
’90. Sin embargo, en comparación con otros países de la región, las ONG brasileras
de derechos humanos han sido más lentas para incorporar el activismo legal
transnacional a lo largo de los últimos diez años. Entre 1969 y 1970, por ejemplo, la
CIDH recibió 40 denuncias contra Brasil, y el país se ubicó segundo en cuanto al
número de peticiones en la región.44 En 1999 y el 2000, la cantidad de peticiones
contra Brasil disminuyó (35).45 En 1999, el país se ubicó décimo por la cantidad de
denuncias, y había 46 casos pendientes contra Brasil ante la CIDH.46 Entre 2001 y
2006, hubo un aumento gradual en el número de denuncias contra Brasil. En 2006,
esta cantidad casi se duplicó (66) comparada con la cifra combinada de 1999 y 2000,
y el país alcanzó la séptima posición dentro de la región.47 Desde 1999, la CIDH ha
recibido 272 denuncias contra Brasil, con 72 casos en proceso actualmente.48

El aumento en el número de peticiones puede atribuirse a los procesos políticos
nacionales e internacionales. Hasta los ‘80, los gobiernos militares y otros gobiernos
autoritarios tenían representantes ante la CIDH, desacreditando sus objetivos
declarados de promoción de la democracia y respeto por los derechos humanos.
Además de pasar por alto las prácticas de tortura, desapariciones y ejecuciones
extrajudiciales a gran escala, el sistema interamericano de derechos humanos tenía
que vérselas con un poder judicial local débil, ineficiente y corrupto.49 El proceso
de democratización ayudó a fortalecer la OEA y su sistema de protección de derechos
humanos. La globalización del derecho de los derechos humanos y la
transnacionalización de los movimientos sociales también contribuyeron a la
expansión del activismo legal transnacional. Como resultado de dichos procesos, la
CIDH ha ganado más credibilidad entre las ONG de derechos humanos y ha
presionado a los Estados miembro de la OEA para que reconozcan y hagan cumplir
las normas de derechos humanos.50

Antes de que Brasil ratificara la Convención Americana en 1992, la CIDH
llamó la atención del Estado brasilero sólo dos veces, en 1972 y en 1985. Durante
la dictadura, la CIDH claramente ignoró la gran mayoría de las denuncias contra
Brasil. De 1969 a 1973, por ejemplo, la CIDH recibió al menos 77 denuncias
contra Brasil. De ellas, 20 fueron aceptadas como “casos concretos”.51 Todas menos
una se referían a prácticas de detención arbitraria, amenazas de muerte, tortura,
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desaparición y asesinato perpetrados por agentes del Estado contra disidentes
políticos del régimen. Al responder las denuncias de los peticionarios enviadas por
la CIDH, el Estado brasilero negaba que las supuestas violaciones hubieran ocurrido.
La CIDH consideró que la mayor parte de los casos no eran admisibles y que
debían archivarse.52 El único caso en que el Estado brasilero fue hallado responsable
de violaciones de derechos humanos se refirió a la detención arbitraria, la tortura y
el asesinato del líder sindical Olavo Hansen en el precinto del Departamento de
Ordem Política e Social (Departamento de Orden Político y Social, conocido como
DOPS), en San Pablo, en mayo de 1970. La CIDH decidió que el Estado brasilero
debía imponer sanciones a los perpetradores de la violación y debía compensar a los
familiares de las víctimas. Sin embargo, el gobierno brasilero sostuvo que Hansen
se había suicidado y se negó a cumplir las recomendaciones.53

El segundo caso se refirió a la violación de los derechos humanos de la
comunidad indígena de los Yanomanis. Se inició en 1980 y terminó en 1985, dentro
del contexto de la democratización. Los peticionarios eran representantes de
asociaciones antropológicas y ONG de derechos indígenas, con base en Estados
Unidos. La CIDH reconoció las “medidas importantes tomadas por el gobierno de
Brasil, sobre todo desde 1983, para proteger la seguridad, la salud y la integridad de
los aborígenes Yanomani”.54 Al mismo tiempo, la CIDH aconsejó que el gobierno
siguiera tomando esas medidas, fijara los límites del Parque Yanomani y consultara
con la comunidad indígena sobre el establecimiento de programas sociales en el
parque. El caso demuestra que tanto la CIDH como el gobierno de Brasil habían
empezado a tomar las violaciones a los derechos humanos de manera más seria.
Pero desde los ’80, no siempre el Estado ha respondido a las comunicaciones enviadas
por la CIDH y, si bien defiende la protección a los derechos humanos, ha actuado
contradictoriamente.

Tipos de juicios y de peticionarios

Según Paulo Sérgio Pinheiro, más del 70% de los casos pendientes en la CIDH se
refieren a la continuidad de prácticas autoritarias por parte de los Estados, tanto
pasados como presentes: incluyen tortura, detención arbitraria, desaparición y
ejecuciones extrajudiciales.55 Sin embargo, es importante tener en cuenta el contexto
político en el cual se presentan los casos. En los casos contra Brasil, por ejemplo,
según el contexto político en cuestión, pueden hallarse diferencias entre la posición
institucional y social, tanto de los perpetradores como de las víctimas. Como se vio
anteriormente, bajo la dictadura, casi todos los casos denunciados se referían a
violencia política oficialmente apoyada por el Estado y cometida por agentes estatales
contra disidentes políticos, sin importar su clase, raza o género. Desde comienzos
de los ’80, la mayoría de los casos se refieren a violaciones a los derechos humanos
que el Estado no perdonó, aunque fueron perpetradas tanto por agentes estatales
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como por escuadrones de la muerte, grupos paramilitares, terratenientes, empresarios
u otros miembros de la élite. La mayoría de los casos involucra violencia de clase y
racial contra personas negras, pobres, y contra minorías étnicas. Si bien en menor
cantidad, también hay casos centrados específicamente en violencia contra las
mujeres, discriminación racial en el lugar de trabajo, y memoria de la violencia
política bajo la dictadura.

Se estima que las ONG de derechos humanos son responsables del 90% de los
casos presentados ante la CIDH.56 Desde los ’80, la mayoría de los casos contra
Brasil ante la CIDH fueron iniciados por ONG de derechos humanos. La mayoría
de las denuncias fueron preparadas y firmadas por ONG internacionales asociadas
con ONG locales, por las víctimas o sus familias, por organizaciones no
gubernamentales de base y/o por actores de movimientos sociales. Entre las ONG
de derechos humanos internacionales se incluyen, por ejemplo, el Centro por la
Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), Americas/Human Rights Watch y el
Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer
(CLADEM). Si bien sus miembros provienen de Brasil y Estados Unidos y trabajan
en esos países, el Centro para la Justicia (rebautizado como Centro para la Justicia
Global) puede definirse como una organización nacional. Tiene sede sólo en Brasil
y defiende los derechos humanos de individuos y de grupos dentro y por todo
Brasil. Desde fines de los ’80, la mayoría de las peticiones ante la CIDH se originaron
en CEJIL en primer lugar, seguido por Justicia Global y por Americas/Human
Rights Watch.

Las ONG locales provienen de una gran variedad de movimientos y luchas
sociales. Las que participan activamente en el movimiento de derechos humanos y
se han comprometido con el activismo legal transnacional de derechos humanos
incluyen, entre otras, el Gabinete de Assistência Jurídica Popular [Gabinete de
Asistencia Jurídica Popular] (GAJOP), el Movimento Nacional de Direitos Humanos
[Movimiento Nacional de Derechos Humanos] (MNDH), el Grupo Tortura Nunca
Mais [Grupo Tortura Nunca Más] (GTNM/RJ), y la Comissão de Familiares de
Mortos e Desaparecidos Políticos de São Paulo [Comisión de Familiares de Muertos y
Desaparecidos por Razones Políticas de San Pablo] (CFMDP/SP). La União de
Mulheres de São Paulo (Unión de Mujeres de San Pablo) es un ejemplo de una
organización feminista local de base que usó a la CIDH para fortalecer la lucha
feminista contra la violencia basada en el sexo. El Geledés-Instituto da Mulher Negra
(Instituto de la Mujer Negra) y el Instituto do Negro Padre Batista (Instituto de
Negros Padre Batista) son ejemplos de ONG locales conectadas con el movimiento
por los derechos de los negros y el movimiento de la mujer. Con excepción del
GAJOP, que creó un programa especializado en la utilización del derecho
internacional sobre los derechos humanos, la mayoría de las ONG locales firmaron
sólo una a tres peticiones, generalmente en asociación con ONG de derechos
humanos más grandes, tanto nacionales como internacionales.
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Estrategias múltiples

Las ONG utilizan estrategias diferentes cuando recurren a la OEA y a la ONU. El
activismo legal transnacional en la OEA es cualitativo, mientras que el enfoque de
las ONG ante la ONU es cuantitativo. Desde 1998, GAJOP, por ejemplo, presentó
diez casos contra Brasil a la CIDH. Pero la misma organización redactó doscientas
comunicaciones a la ahora extinta Comisión de Derechos Humanos de la ONU.57

Dichas ONG recurren a la CIDH no sólo en busca de soluciones para casos
individuales sino para crear precedentes que produzcan un impacto sobre la política,
el derecho y la sociedad de Brasil. La estrategia es convertir al caso en un ejemplo
para el cambio social. Como explica Jayme Benvenuto, director del Programa
Internacional de Derechos Humanos del GAJOP, “trabajamos con la idea de crear
ejemplos. El caso debe ser ejemplar para que el país adopte una posición diferente.
No nos interesa sólo una solución para el caso individual. Estamos abocados también
al cambio de la policía, de las leyes y del Estado, para evitar que sigan produciéndose
violaciones a los derechos humanos”.58

Pero las ONG son conscientes de que la movilización legal en general, y el
Sistema Interamericano de Derechos Humanos en particular, son recursos limitados
para el cambio social. Como explica James Cavallaro, fundador de la sede de Human
Rights Watch y del CEJIL en Brasil, miembro fundador de Justicia Global y profesor
de la Facultad de Derecho de la Universidad de Harvard:

Justicia Global prepara un informe sobre la situación de los conflictos por la tierra en Pará,
Espírito Santo o cualquier Estado donde haya una crisis, sobre la brutalidad de la policía
en San Pablo, o sobre cualquier tema. El informe se prepara en portugués y se traduce al
inglés. Se entrega a las organizaciones internacionales, a periódicos como el New York
Times, etc. De este modo, Justicia Global también usa este espacio informal con el propósito
de presionar al gobierno brasilero para que responda a nuestros reclamos. La organización
hace esto en consonancia con el uso del sistema interamericano. El enfoque es holístico,
porque una demanda sola no va a transformar la realidad de Brasil. El punto de arranque
es estratégico para cualquier acción dentro del sistema interamericano. El sistema es útil
sólo hasta cierto punto, porque no resolverá el problema sobre el cual estamos trabajando.59

Además de usar a la CIDH como recurso político para el cambio social, las ONG
también la abordan para readecuar las normas internacionales de derechos humanos.
Es más probable que los organismos judiciales y cuasi-judiciales internacionales
acepten una demanda si se presenta como una violación a los derechos civiles y
políticos. Por ejemplo, con excepción de una sola, todas las denuncias iniciadas por
el GAJOP ante la CIDH fueron encuadradas como violación a derechos civiles. La
CIDH las consideró admisibles. El único caso que se refirió a derechos sociales (de
vivienda) fue rechazado por la CIDH. Jayme Benvenuto explica que esta demanda
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fue encuadrada como derecho social para comprobar la justiciabilidad de los derechos
sociales, económicos y culturales. Como otras ONG de Brasil, GAJOP usa a los
organismos internacionales jurídicos y cuasi-jurídicos no sólo para resolver
contiendas individuales sobre derechos humanos sino para reencuadrarlos.

Pero si bien la mayoría de las violaciones a los derechos humanos se encuadran
como violaciones de derechos civiles, las demandas van más allá de las reparaciones
a las víctimas. Los peticionarios normalmente piden que el Estado brasilero tome
medidas preventivas y cree nueva legislación o una política pública sobre un problema
específico. No obstante el contexto de democratización, el Estado brasilero ha
respondido a dichas demandas de modo contradictorio, como lo ilustran los
siguientes casos.

El caso de la guerrilla Araguaia:
el derecho a la memoria versus la política del olvido

Desde comienzos de los ’90, el único caso sobre violaciones a los derechos políticos
bajo el periodo de la dictadura militar presentado ante la CIDH se refiere a la
masacre de los miembros del movimiento de la guerrilla Araguaia, que tuvo lugar
en el Estado de Pará entre 1972 y 1975. En este caso, los peticionarios recurrieron
al derecho interno e internacional para reconstruir sus memorias, solicitando acceso
a documentos clasificados y la recuperación de los cuerpos de los asesinados en la
región de Araguaia.

Esta batalla legal comenzó en 1982, cuando los familiares de 22 de los
desaparecidos presentaron una demanda ante el Tribunal Federal del Distrito Federal
en Brasilia. Debido a que el tribunal no libró sentencia sobre el mérito del caso
durante 13 años, en 1995 CEJIL, Americas/Human Rights Watch, el GTNM/RJ y
el CFMDP/SP presentaron una demanda contra el Estado brasilero ante la CIDH.
Al comienzo, el Estado brasilero rechazó su responsabilidad en el caso e incluso
negó la existencia del movimiento de la guerrilla Araguaia. Más tarde reconoció su
responsabilidad pero alegó que una nueva ley aprobada en 1995, la Ley de los
Desaparecidos, anteriormente citada, daría una compensación pecuniaria a los
familiares de los asesinados o desaparecidos por razones políticas. Los peticionarios
arguyeron que tal compensación no era suficiente para revelar las circunstancias de
la muerte y desaparición de sus familiares. En marzo de 2001, la CIDH declaró la
admisibilidad del caso.

La estrategia de usar a la CIDH tuvo cierta influencia en un caso pendiente
ante el tribunal federal local. En junio de 2003, la jueza federal Solange Salgado
dictó una sentencia sin precedentes sobre el mérito de la causa, condenando al
Estado brasilero a tomar todas las medidas necesarias para encontrar los cadáveres
de los familiares de los peticionarios, que habían desaparecido durante la masacre
del movimiento de la guerrilla Araguaia; para ofrecerle a las víctimas un entierro



EL ACTIVISMO LEGAL TRANSNACIONAL Y EL ESTADO: REFLEXIONES SOBRE LOS CASOS CONTRA BRASIL
EN EL MARCO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

■ SUR – REVISTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS44

digno, con toda la información imprescindible para poder librar su certificado de
defunción; y proveer a los peticionarios toda la información requerida sobre las
circunstancias de la muerte y desaparición de las víctimas.

 Sin embargo, según los abogados que trabajan para la Secretaría Especial de
Derechos Humanos, la movilización legal transnacional relativa al caso de la guerrilla
Araguaia no produjo ningún impacto sobre el organismo, ni afectó al gobierno.60

El Estado brasilero presentó una apelación a la sentencia de la Jueza Salgado. El
gobierno no desclasificó los documentos sobre la guerilla Araguaia. Los oficiales
militares insisten en que los documentos se destruyeron. En noviembre de 2004 el
Tribunal Regional Federal confirmó esta decisión y fijó una audiencia con las partes
involucradas para implementar su decisión. El Estado brasilero no negó su
responsabilidad, no obstante apeló nuevamente, argumentando que la referida
decisión debía ser ejecutada en el fuero de origen, donde la acción fue propuesta. El
26 de junio de 2007 el caso todavía estaba pendiente en el Superior Tribunal de
Justicia (STJ). En esa fecha, el STJ, al mismo tiempo que confirmó la decisión de
Salgado, hizo lugar al recurso del Estado y ordenó que el fuero de origen ejecutara
la decisión.

En octubre de 2003, mientras el caso todavía estaba pendiente en el Tribunal
Regional Federal, el Presidente Lula creó una Comisión Interministerial con el
objetivo de obtener informaciones sobre los cuerpos de los desaparecidos durante
la masacre de la guerrilla de Araguaia (véase decreto 4.850/2003). Es importante
destacar que, a diferencia de la Comisión Especial de Reconocimiento de los Muertos
y Desaparecidos Políticos, esta Comisión Interministerial estaba formada únicamente
por representantes del Estado. En marzo de 2007, esta Comisión presentó su informe
final, que afirma entre otras cosas, que el Ejército brasilero sigue declarando que
todos los documentos relacionados a la guerrilla de Araguaia fueron destruidos. El
informe también deja en claro que la Comisión Interministerial trabajó bajo la
condición, impuesta por los militares, de no usar la información solicitada al Ejército
para revisar la Ley de Amnistía. En tanto la Comisión debía encontrar informaciones
sobre los cuerpos de aquellos que fueron muertos o desaparecieron por motivos
políticos, no necesariamente haría públicos los nombres de los perpetradores.61 El
gobierno nacional, a pesar de reconocer su responsabilidad con relación a los hechos
pasados, aceptó claramente las condiciones impuestas por los militares en el proceso
de búsqueda de la verdad sobre este mismo pasado. Además, la batalla sobre cuándo
y cómo los documentos “secretos” existentes serán desclasificados sigue y el caso de
la guerrilla de Araguaia sigue aún pendiente en la CIDH.

El GTNM/RJ y el CFMDP/SP han sido muy activos en la politización de esta
batalla legal fuera de los tribunales. Desde comienzos de los ’80 se han movilizado
por el derecho a tener acceso a los documentos clasificados conservados por el
Ejército brasilero. Entre otras cosas, acudieron a los medios para denunciar la
impunidad de los funcionarios militares y de policía involucrados en la ejecución y
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desaparición de los disidentes políticos durante la dictadura; para lanzar campañas
por el derecho a la memoria, para denunciar las limitaciones de la política
gubernamental de reparación como medio para promover el borrado de la historia.
El CFMDP/SP también creó un sitio web para documentar sus acciones en pos de
información sobre los desaparecidos.62

Es importante notar que la movilización legal y el uso de la CIDH no son el
centro principal de sus luchas por el derecho a la memoria y el acceso a los
documentos clasificados. A diferencia de las ONG de derechos humanos como el
CEJIL, que se especializa en la defensa legal de los derechos humanos dentro del
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el GTNM/RJ y el CFMDP/SP
abordan la movilización legal local y transnacional como herramientas adicionales
para fortalecer sus esfuerzos sociales y políticos. Tal como señaló Criméia Schmidt
de Almeida, miembro fundadora de CFMDP/SP y sobreviviente del movimiento
de la guerrilla Araguaia:

El rol de la justicia local y de las instituciones internacionales de justicia sería importante
si pudieran hacer aplicar la ley. Creo que las leyes son importantes, pero hay muchas trampas.
Ganamos un juicio contra el gobierno y el gobierno puede postergar todo y no cumplir
jamás la sentencia. Mi perspectiva ideológica es marxista y no veo al poder judicial como
algo separado del Estado, y el Estado está al servicio de la clase dominante. Lo mismo puede
decirse sobre las organizaciones internacionales. Por otra parte, las comisiones de derechos
humanos, en principio, pueden defender derechos humanos a favor de los que no tienen
acceso al poder estatal. De ahí que las leyes son importantes. Pero se aplicarán solamente
cuando alcancemos verdaderamente el poder.63

Tanto el gobierno de Cardoso como el de Lula fueron reticentes para desclasificar
los documentos sobre las operaciones militares en la región de Araguaia. Ambos
aprobaron decretos que extendieron indefinidamente el período previo a la
desclasificación de documentos oficiales considerados “secreto de Estado”, los
cuales, según dichas leyes, pueden poner en peligro la “seguridad nacional” si
cobran estado público.64 Ambas administraciones también se han opuesto a una
revisión de la Ley de Amnistía. En suma, el caso de la guerrilla Araguaia claramente
ilustra la heterogeneidad y el papel contradictorio del Estado brasilero respecto
de la política de derechos humanos en el nivel federal. A pesar de que las normas
internacionales sobre derechos humanos han sido reconocidas y de que se ha
creado una Secretaría Especial de Derechos Humanos para implementar los
programas nacionales de derechos humanos, el gobierno federal,
independientemente del partido político gobernante, se ha topado con una fuerte
resistencia por parte de los militares para acatar la decisión de la corte federal y
garantizar el derecho a la memoria. En consecuencia, el gobierno federal ha
promovido una política de olvido e impunidad.
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El caso Maria da Penha:
dar nacimiento a derechos humanos a pesar de un Estado heterogéneo

En 1998, CEJIL, CLADEM y Maria da Penha Maia Fernandes presentaron una
denuncia ante la CIDH alegando que el Estado brasilero había “tolerado, durante
años en el transcurso de su cohabitación marital, una situación de violencia familiar
perpetrada en la ciudad de Fortaleza, Estado de Ceará, por Marco Antônio Heredia
Viveros contra su entonces esposa, Maria da Penha Maia Fernandes, culminando
con un intento de asesinato y posterior agresión en mayo y junio de 1983. Como
resultado de tal agresión, la Sra. Maria da Penha quedó en un estado de paraplejia
irreversible y sufrió otros daños a partir de 1983”. Los peticionarios sostuvieron
que el Estado brasilero “toleró esta situación ya que, por más de 15 años, no tomó
las medidas efectivas necesarias para procesar y castigar al perpetrador, a pesar de las
demandas reiteradas”.65

A pesar de las repetidas comunicaciones enviadas al Estado brasilero durante
un periodo de tres años, la CIDH no recibió ninguna respuesta del gobierno bajo
la presidencia de Cardoso. En 2001, la CIDH publicó un informe de mérito sobre
el caso, concluyendo que el Estado brasilero había “violado los derechos de la Sra.
Maria da Penha Maia Fernandes a un juicio justo y a la protección judicial”. La
CIDH también concluyó que dicha violación formó “un patrón de discriminación
evidenciado por la aceptación de la violencia doméstica contra las mujeres en Brasil
por medio de una acción judicial no efectiva”. La CIDH recomendó que “el Estado
realice una investigación seria, imparcial y exhaustiva para establecer la
responsabilidad criminal del perpetrador por el intento de asesinato de la Sra.
Fernandes y para determinar si hay otras circunstancias o acciones de agentes del
Estado que hayan evitado el procesamiento rápido y efectivo del perpetrador”. La
CIDH también aconsejó “una compensación urgente y efectiva para la víctima y la
adopción de medidas en un nivel nacional para evitar la tolerancia de la violencia
familiar contra las mujeres por parte del Estado”.66

Como observaron organizaciones tales como CEJIL, CLADEM y AGENDE
—Acción en Ciudadanía de Género y Desarrollo—: “la extrema importancia de
este caso excede el interés de la víctima Maria da Penha, extendiéndose a todas las
mujeres brasileras”.67 Según ellas:

Ello se debe a que, además de declarar responsable al Estado brasilero de negligencia,
omisión y tolerancia respecto de la violencia familiar contra las mujeres, además de aconsejar
la adopción de medidas relativas al caso en particular (párrafo 61, puntos 1,2 y 3) —
incluyendo el establecimiento de una compensación pecuniaria a la víctima— la Comisión
también aconsejó al Estado que adoptara medidas de política pública para poner fin a la
tolerancia y al tratamiento discriminatorio de la violencia familiar contra las mujeres en
Brasil (párrafo 61, puntos 4 a, b, c, d y e).
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Éste fue el primer caso en el que la Convención de Belém do Pará fue aplicada por un
organismo internacional de derechos humanos, en una sentencia en la cual un país fue
declarado responsable en un asunto de violencia familiar.

El caso de Maria da Penha, por lo tanto, se ha tornado simbólico ya que determina el
patrón sistemático de violencia familiar contra las mujeres y establece la responsabilidad
del Estado en niveles internacionales, debido a la ineficacia de sus sistemas jurídicos en un
nivel nacional.68

A pesar de la importancia del caso, recién en octubre de 2002, el gobierno, por
medio de la Secretaria de Estado dos Direitos da Mulher (Secretaría de Estado para
los Derechos de la Mujer o SEDIM), creada justo al final del segundo mandato de
Cardoso, empezó a prestarle atención al caso de Maria da Penha.69 La directora de
la SEDIM, Solange Bentes, presionó luego al Superior Tribunal de Justiça (Tribunal
Superior de Justicia) para resolver la apelación al juicio contra el agresor. El caso se
cerró poco después, confirmando la decisión del tribunal local, que había condenado
al Sr. Viveros a diez años y seis meses de prisión. Dicha sentencia, pocos meses antes
de la prescripción de la fecha del crimen, fue una de las recomendaciones de la
CIDH en este caso.

Tal como su antecesor Cardoso, el Presidente Lula hizo caso omiso del caso
Maria da Penha y de las recomendaciones de la CIDH durante más de dos años. En
2004, CEJIL, CLADEM y AGENDE enviaron una petición al Comité de la
CEDAW (Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer), en la que se informaba acerca de la falta de cumplimiento por
parte de Brasil de sus obligaciones internacionales relacionadas con la prevención y
la erradicación de la violencia contra la mujer. Gracias a las presiones del movimiento
de derechos de las mujeres y de la Secretaria Especial de Políticas para as Mulheres
(Secretaría Especial de Políticas para la Mujer), el gobierno le propuso al Congreso
Nacional una ley sobre violencia familiar contra la mujer, propuesta que el
movimiento de mujeres viene pidiendo desde los ’80. La ley fue aprobada por el
Congreso y firmada por el Presidente Lula el 7 de agosto de 2006. Como acto de
reparación simbólica, la ley se llama “Ley Maria da Penha” (ley Nº 11.340/2006) y
fue aprobada públicamente con una ceremonia solemne transmitida por todos los
medios brasileros.

Si bien el Estado brasilero ha cumplido en parte con las recomendaciones
concernientes a este caso, es importante destacar que el Estado de Ceará se negó a
compensar a la víctima.70 También es probable que la implementación de la Ley
Maria da Penha choque con la resistencia de las administraciones locales. Maria da
Penha Fernandes se siente honrada por el nombre de la ley, pero considera que es
“muy importante que los que usan el corporativismo negativamente para dilatar el
caso sean considerados responsables”.71
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El caso Simone Diniz: la discriminación racial como una violación a los
derechos humanos versus la negación del racismo

En octubre de 1997, CEJIL, el Subcomité de los Negros de la Comisión de Derechos
Humanos del Colegio de Abogados Brasileros de San Pablo (OAB/SP) y Simone
André Diniz presentaron una denuncia ante la CIDH, alegando que el Estado
brasilero no había garantizado el derecho a la justicia y a un proceso legal pertinente
con sus respectivas soluciones locales para investigar la discriminación racial sufrida
por Simone Diniz. El Instituto do Negro Padre Batista su sumó como co-peticionario
más adelante.72 Varias personas y organizaciones por los derechos de los negros
firmaron una declaración en apoyo a esta iniciativa, uniendo esta movilización
legal a un movimiento social más amplio para terminar con el racismo en Brasil.

En marzo de 1997, Aparecida Gisele Mota da Silva publicó un aviso clasificado
en la sección Cotidiano de Folha de São Paulo expresando su interés por contratar a
una empleada doméstica. El aviso explicitaba su preferencia por una persona blanca.
La estudiante y trabajadora doméstica Simone Diniz respondió al aviso llamando al
número de teléfono indicado y se presentó como candidata para el trabajo. La persona
que respondió la llamada de Diniz le preguntó el color de su piel. Cuando Diniz dijo
que era negra, le informaron que no cumplía con los requisitos para el trabajo.

Diniz inmediatamente presentó una demanda ante la Comisaría de Policía
para la Investigación de Crímenes Raciales (Delegacia de Crimes Raciais). Se inició
la investigación policial (10541/97-4) que pasó a la oficina del Ministerio Público.
Pero el 2 de abril de 1997, el procurador a cargo del caso pidió que se archivaran los
procedimientos, ya que no consideró que los actos cometidos por Aparecida da
Silva constituyeran un crimen racial, tal como lo define la ley Nº 7716/89. El juez
que entendía en el caso dictó sentencia el 7 de abril de 1997, reafirmando el archivo
de los procedimientos.

Utilizando a la CIDH como instrumento tanto para conseguir la compensación
individual como para promover un cambio social más amplio, los peticionarios
pidieron “que se presentara una recomendación al Estado con el fin de proceder a la
investigación de los hechos, compensar a la víctima y dar publicidad a la resolución
del caso para evitar incidentes futuros de discriminación basados en el color o la
raza”.73 En octubre de 2002, la CIDH declaró la admisibilidad del pedido.

El Estado brasilero no negó la existencia de discriminación racial en Brasil,
pero sí su responsabilidad en el caso de Simone Diniz, alegando que, como había
determinado el tribunal local, las acciones cometidas por Aparecida da Silva no
constituían un crimen racial y, por lo tanto, no constituían una violación a los
derechos humanos. Al mismo tiempo, el Estado brasilero ofreció llegar a una solución
de mutuo acuerdo. Pero como el Estado no hizo ninguna propuesta acerca de cómo
alcanzar dicho acuerdo, los peticionarios le solicitaron a la CIDH que decidiera
sobre el mérito del caso.
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En una decisión sin precedentes sobre un caso de discriminación racial
encuadrado como violación a los derechos humanos, la CIDH elaboró un informe
sobre los méritos del caso, que envió a las partes en octubre de 2004, concluyendo
que “el Estado es responsable por la violación del derecho a la igualdad ante la ley,
a la protección judiical y al derecho al debido proceso […]”.74 La CIDH recomendó
al Estado brasilero:

1. Reparar plenamente a la víctima Simone André Diniz, considerando tanto el aspecto
moral como el aspecto material, por las violaciones de los derechos humanos determinadas
en el informe de méritos, en especial,
 2. Reconocer públicamente la responsabilidad internacional por la violación de los derechos
humanos de Simone André Diniz;
3. Conceder apoyo financiero a la víctima para que pueda iniciar y concluir un curso
superior;
4. Establecer un valor pecuniario que se pagará a la víctima a título de indemnización por
daños morales;
5. Realizar las modificaciones legislativas y administrativas necesarias para que la legislación
contra el racismo sea efectiva, con el fin de sanear los obstáculos demostrados en los párrafos
78 y 94 del  presente informe;
6. Realizar una investigación completa, imparcial e efectiva de los hechos, con el objetivo
de establecer y sancionar la responsabilidad respecto de los hechos relacionados con la
discriminación racial sufrida por Simone André Diniz;
7. Adoptar e instrumentar medidas de educación de los funcionarios de justicia y de la
policía a fin de evitar acciones que impliquen discriminación en las investigaciones, en el
proceso o en la condena civil o penal de las denuncias de discriminación racial y racismo;
8. Promover un encuentro con organismos representantes de la prensa brasileña, con la
participación de los peticionarios, a fin de elaborar un compromiso de evitar la publicidad
de denuncias de carácter racista, todo de acuerdo con la Declaración de Principios sobre la
Libertad de Expresión;
9. Organizar Seminarios en los estados, con representantes del Poder Judicial y las Secretarías
de Seguridad Pública locales, a efectos de fortalecer la protección contra la discriminación
racial y el racismo;
10. Solicitar a los gobiernos de los estados la creación de comisarías especializadas en la
investigación de delitos de racismo y discriminación racial;
11. Solicitar a los Ministerios Públicos de los estados la creación de Procuradurías Públicas
Especializadas de los estados en la lucha contra el racismo y la discriminación racial;
12.Promover campañas publicitarias contra la discriminación racial y el racismo.75

Esta decisión produjo un impacto sobre el gobierno brasilero tanto a nivel federal
como nacional. Los medios locales dieron gran cobertura al caso y el Estado brasilero
se volvió más atento a la necesidad de crear más políticas públicas para luchar
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contra la discriminación racial en el país. El Estado de San Pablo comenzó a prestar
más atención a los 26 casos que comprometían a dicho Estado ante la CIDH. En
septiembre de 2005, el entonces vicegobernador y gobernador actuante Cláudio
Lembo (PSDB) decidió que la Procuradoria Geral do Estado de São Paulo
(Procuraduría General del Estado de San Pablo) debería acompañar las causas que
comprometieran al Estado ante la CIDH (Decreto Nº 50.067, 29 de septiembre
de 2005). El gobernador designó una procuradora pública, Mariângela Sarrubbo,
para seguir dichas causas y representar al Estado de San Pablo en las audiencias
públicas ante la CIDH (Resolución PGE Nº 21, 4 de octubre de 2005).

No obstante, el Estado de San Pablo se negó a cumplir con las recomendaciones
de la CIDH respecto de la compensación para Diniz. En otras palabras, el Estado
de San Pablo no aceptó las recomendaciones 1, 2, 3, 4, y 6. Según la Procuradora
General Mariângela Sarrubbo:

El Estado consideró que no había violado ningún derecho humano porque había creado
políticas claras, tal como lo recomendara la Comisión. La Academia de Policía, por ejemplo,
creó un curso nuevo sobre discriminación racial para sus oficiales. El Gobernador Geraldo
Alkmin propuso una legislación nueva a la Asamblea del Estado de San Pablo para establecer
un sistema evaluador en los exámenes del sector de reclutamiento que favorece a los
descendientes de africanos. El caso de Simone Diniz hizo al Estado más consciente del
problema de la discriminación racial. Dicho caso tuvo una repercusión enorme porque los
medios lo hicieron visible. Pero se trata de un caso particular que no prueba la inexistencia
de políticas claras. Es un caso aislado de una mujer que supuestamente discriminó a otra
mujer. Pero no hubo un delito de racismo. Después de las recomendaciones de la Comisión,
ésta tuvo 30 días para enviar el caso a la Corte, pero no lo hizo. Creo que la Comisión
confió en que las medidas tomadas por el Estado fueran satisfactorias.76

La CIDH no envió el caso a la Corte porque los peticionarios le pidieron que no lo
hiciera, basándose en el hecho de que la violación había ocurrido antes de la
aceptación de la jurisdicción de la Corte por parte del Estado brasilero. El desarrollo
de este caso muestra que el Estado brasilero respondió de maneras contradictorias.
En el nivel federal, la Secretaría Especial de la Política Pública para la Promoción de
la Igualdad Racial y la Secretaría Especial de Derechos Humanos intentaron, aunque
sin éxito, encontrar modos para cumplir con las recomendaciones de la CIDH. En
el nivel local, el Estado de San Pablo negó hasta la existencia de la violación.

Hasta el 2004, el Estado brasilero había aceptado responsabilidad en 16 casos.
Dos involucraban violaciones contra trabajadores rurales. Otro se relacionaba con
un encarcelamiento ilegal, tortura y muerte de un líder indígena. Otro se refería a
la matanza de 111 prisioneros en la ya extinta prisión de Carandiru. En once de los
demás casos, Brasil fue hallado culpable de las violaciones a los derechos humanos
respecto de ejecuciones sumarias perpetradas por la policía militar contra niños y
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adolescentes. En todos estos casos se probó la impunidad de los responsables de los
delitos.77 Un caso importante que terminó con un acuerdo de ambas partes se
refirió a la mano de obra esclava. Al firmar el acuerdo en 2003, el Estado brasilero
reconoció su responsabilidad, si bien la perpetración de la violación no se atribuyó
a funcionarios estatales. Como declararon los peticionarios, tal responsabilidad se
debió a que “los organismos estatales no fueron capaces de evitar la existencia de la
práctica grave de mano de obra esclava, ni de castigar a los culpables involucrados
en las violaciones pertinentes”.78

En la mayoría de los casos, sin embargo, el Estado brasilero no cumplió
plenamente con su obligación y las víctimas tuvieron que hacer frente a nuevos
esfuerzos para garantizar la implementación de las recomendaciones de la CIDH
por parte del Estado brasilero.79 Incluso en los casos en los que el Estado brasilero
acordó cumplir con su obligación de compensar a las víctimas, uno de los problemas
principales al enfrentar al gobierno federal fue la resistencia de los gobiernos locales
y de los tribunales locales para exigir el cumplimiento de las normas internacionales
de derechos humanos, a pesar de que éstas fueron ratificadas por el Estado brasilero.

Gracias a la movilización de las ONG de derechos humanos, en 2002 el
Presidente Lula creó una Comisión para la Protección de los Derechos Humanos.
Dicha comisión es responsable de la implementación de las recomendaciones
realizadas por la CIDH y de las sentencias dictadas por la Corte. Sin embargo, la
política gubernamental de derechos humanos se ha visto afectada por una crisis
política que acucia al gobierno y por una reestructuración económica que ha reducido
la capacidad del gobierno para implementar programas de derechos humanos.

Conclusión

La globalización ha promovido la expansión de redes de defensa transnacionales.
Los activistas han participado cada vez más de dichas redes por medio de una
movilización legal transnacional. En este trabajo, formulé el concepto de “activismo
legal transnacional” para reflexionar sobre las estrategias de las ONG comprometidas
con las contiendas de derechos humanos presentadas ante la CIDH, usando a Brasil
como caso de estudio. Los conceptos de “judicialización global” y “litigio
transnacional” son demasiado estrechos como para captar los aspectos políticos de
las estrategias del activismo legal transnacional. El marco de las “redes de defensa
transnacional”, por otra parte, es demasiado amplio como para captar la especificidad
del activismo legal transnacional. El activismo legal transnacional puede servir como
un ejemplo de lo que Sousa Santos llama “política y legalidad subalterna y
cosmopolita”. Al recurrir a los sistemas internacionales de derechos humanos para
que actúen sobre el ámbito jurídico-político nacional, las ONG de derechos humanos
tienen el potencial para repolitizar el Derecho y relegalizar la política.

Pero las estrategias del activismo legal transnacional hacen frente a dos tipos
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de limitaciones. En primer lugar, la movilización legal por sí sola no es suficiente
para promover el cambio social. En segundo lugar, las normas internacionales de
derechos humanos dependen de las naciones-Estado para su reconocimiento y su
aplicación. Al depender de condiciones políticas locales, nacionales e internacionales,
el Estado puede ser más o menos abierto para reconocer dichas normas. Sin embargo,
incluso dentro del mismo contexto político, el desarrollo de la política de derechos
humanos puede diferir en cada uno de los escalones de la acción estatal. La aplicación
de las normas de derechos humanos por parte de los sistemas jurídicos locales
también es un desafío importante frente al activismo legal transnacional. El concepto
de un “Estado heterogéneo” ayuda a explicar las distinciones entre las políticas de
derechos humanos en los distintos niveles y sectores de la acción estatal.

El caso de Brasil revela que la democracia política no ha sido suficiente para
terminar con las violaciones a los derechos humanos. Las ONG han recurrido
crecientemente a la CIDH con el propósito de presionar al Estado brasilero para
que reconozca y exija el cumplimiento de las normas establecidas por la Convención
Americana sobre Derechos Humanos y por otros instrumentos internacionales de
derechos humanos. El Sistema Interamericano de Derechos Humanos no fue
diseñado para reemplazar a los sistemas jurídicos nacionales, pero ofrece algo de
espacio para que las ONG de derechos humanos delineen sus políticas de derecho
y sus políticas públicas de derechos humanos.

No obstante, como las demandas se presentan contra la rama ejecutiva del
Estado, el sistema judicial permanece casi intacto y los jueces tienen poco contacto
con las normas internacionales de derechos humanos. El activismo legal transnacional
puede ayudar a cambiar el curso de una contienda legal pendiente ante tribunales
locales, como lo ilustran los casos de la guerrilla Araguaia y de Penha. Pero si el caso
no está pendiente, el sistema judicial local podría permanecer incólume. Además,
la resistencia por parte de sectores del Estado, tanto en el nivel nacional como en el
local de la administración, para aceptar su responsabilidad respecto de violaciones
a los derechos humanos, hacen más difícil que el Estado pueda cumplir con las
decisiones de la CIDH, como queda expuesto en los casos de la guerrilla Araguaia
y de Simone Diniz.

Resumiendo. A pesar del contexto político de democratización, el Estado
brasilero es heterogéneo y ha respondido al activismo legal transnacional de maneras
contradictorias. En distintos niveles de la acción estatal, la política de derechos
humanos es ambigua y contradictoria, con sectores diferentes del Estado que
reconocen formalmente las normas de derechos humanos en algunos casos, que
rechazan tal reconocimiento en otros, y que rara vez aplican las normas reconocidas.
La influencia del activismo legal transnacional en los distintos sectores de la acción
estatal y en los distintos niveles de la administración es un aspecto importante de
las luchas por los derechos humanos en Brasil y en otros países de América Latina,
que merece una mayor investigación.
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Apéndice

Número total de denuncias contra Brasil recibidas por la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, desde 1969 hasta 1973.

Fuente: Información compilada por la autora, extraída de los Informes Anuales de los años 1970,
1971, 1972, 1973, Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
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RESUMEN

Este artículo intenta defender tres propuestas. En primer lugar, es muy improbable que las

Cámaras Extraordinarias de los Tribunales de Camboya (informalmente conocidas como los

Juicios de los Jémeres Rojos) consigan alcanzar alguno de los objetivos fundamentales fijados

por sus partidarios. En segundo lugar, la Corte corre el riesgo de hacer daño también. En

tercer lugar, otros procesos de mayor especificidad cultural tendrán mayores posibilidades de

influir a largo plazo y de satisfacer a las víctimas.

ABSTRACT

This article seeks to defend three propositions. First, the Extraordinary Chambers in the

Courts of Cambodia (informally known as the Khmer Rouge Trials) is unlikely to achieve any

of the primary goals put forward by its proponents. Second, the Court runs the risk of doing

harm. Third, it becomes apparent that other culturally-specific processes have a greater chance

at making a long-term impact and satisfying victims.

RESUMO

Este artigo procura defender três proposiçoes. Primeiramente, é improvável que as Câmaras

Extraordinárias nos tribunais do Camboja (conhecidas informalmente como Julgamentos do

Khmer Vermelho) alcancem os principais objetivos apresentados por seus proponentes. Em

segundo lugar, esse tribunal corre o risco de causar danos. Em terceiro lugar, outros processos

culturalmente específicos têm uma chance maior de causar um impacto de longo prazo e

satisfazer as vítimas.
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Ver las notas del texto a partir de la página 92.

Tara Urs

Introducción1

El 17 de abril de 1975 y el 7 de enero de 1979 señalan el comienzo y el final
oficiales del régimen camboyano autodenominado “Kampuchea Democrática”, más
conocido como Jémeres Rojos (Khmer Rouge). Los camboyanos lo llaman “el régimen
de los tres años, ocho meses y 20 días”, como si cada momento de dicho periodo
hubiese quedado marcado a fuego para siempre en sus memorias. Bajo el control
de la Kampuchea Democrática, se calcula que murieron alrededor de dos millones
de personas debido a los asesinatos, la hambruna, el exceso de trabajo y las
enfermedades.2

En 2005 se estableció dentro de los tribunales de Camboya un nuevo tribunal
penal conocido como las Cámaras Extraordinarias (en adelante, “Cámaras
Extraordinarias” o “la Corte”) para juzgar a los líderes de la Kampuchea Democrática
y a los máximos responsables de las atrocidades cometidas. La Corte fue creada
conjuntamente por la ONU y por el gobierno camboyano, y utiliza una estructura
compleja de toma de decisiones para garantizar en las sentencias la participación
tanto de la ONU como de los jueces camboyanos.

El trabajo de la Fiscalía comenzó en junio de 2006. En junio de 2007 los
fiscales acusaron formalmente ante los jueces de instrucción a cinco personas,
según los procedimientos basados en el derecho civil que se siguieron en los juicios.
Desde dicha presentación, se hizo público sólo un nombre de los acusados, el de
Kaing Guek Eav, que es el único sospechoso actualmente bajo custodia.

Este nuevo tribunal híbrido marca un avance en el modo de practicar justicia
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internacional permitiendo un control local mayor que en el pasado. De hecho, el
papel que debían desempeñar los jueces y las instituciones camboyanos fue una de
las principales trabas durante los diez largos años de negociaciones para establecer
la Corte. A pesar de las largas demoras para llegar a este punto, las acciones recientes
de los fiscales indican que la Corte finalmente está progresando.

Este artículo es el resultado de dos años de trabajo en el que se analizó a la
Corte en tierra camboyana, desde mayo de 2005 hasta abril de 2007. La investigación
que llevó a cabo mi equipo, y que se desarrollará en estas páginas, sugiere que
mucho de lo que se demanda a la Corte, no se basa en conocimientos concretos
acerca de la justicia internacional en general y en Camboya en particular. Los
expertos, por ejemplo, se refieren al papel que puede tener esta Corte para promover
la reconciliación y el Estado de Derecho y para suministrar justicia a las víctimas.
Sin embargo, se ha prestado poca atención a la posibilidad real de que estas demandas
o los mecanismos mediante los cuales éstas se llevarían a cabo puedan concretarse.

La necesidad de objetivos y justificaciones verosímiles para esta Corte son de
particular importancia, a la luz de la investigación de Eric Stover, Harvey Weinstein
y otros sobre los tribunales ad hoc, la cual ha documentado su fracaso para lograr
un efecto transformador en la sociedad local.3

Este artículo trata de defender tres propuestas: En primer lugar, es muy
improbable que las Cámaras Extraordinarias de los Tribunales de Camboya consigan
alcanzar alguno de los tres objetivos fundamentales fijados por sus partidarios:
afianzar un Estado de Derecho en Camboya, brindar justicia a las víctimas y propiciar
la reconciliación. En segundo lugar, sea cual fuere la contribución de la Corte, ésta
también corre el riesgo de hacer daño; en particular es preocupante la posibilidad
de que consolide el concepto erróneo de que sólo los líderes son responsables de las
atrocidades y se aíslen los crímenes de la Kampuchea Democrática de su contexto
histórico, limitando nuestra comprensión de la causa subyacente del conflicto. En
tercer lugar, una vez que se despejen las expectativas no realistas de un proceso
legal, se hará evidente que otros procesos de mayor especificidad cultural, arraigados
en los deseos del pueblo camboyano, tendrán mayores posibilidades de influir a
largo plazo y de satisfacer a las víctimas, sin correr tales riesgos.

A lo largo de este análisis me basaré en mi propia experiencia e investigación
en Camboya así como en investigaciones sociales realizadas por otras personas.
Entre junio y diciembre de 2005 trabajé con un equipo camboyano en un proyecto
de investigación que buscaba identificar formas para acercar a los camboyanos a
la misión de las Cámaras Extraordinarias.4 Dicha investigación incluyó entrevistas
minuciosas a 117 personas en las áreas rurales de Camboya.5 En 2006, se pusieron
en práctica los resultados de dichas entrevistas por parte de una ONG camboyana,
The Khmer Institute of Democracy, que capacitó a más de 100 representantes
para desarrollar actividades cuidadosamente diseñadas y de gran alcance en las
Cámaras Extraordinarias de siete provincias por todo el país. El equipo también



TARA URS

63Número 7 • Año 4 • 2007 ■

preparó y exhibió un documental para alentar a los jóvenes camboyanos a creer
en los relatos que escuchan sobre el pasado y a comprometerse con la historia de
ese periodo. El monitoreo de dichas actividades a largo plazo, combinadas con la
investigación previa, brinda una de las miradas más abarcativas de las perspectivas
de los camboyanos sobre la Corte que se tienen.

Aspiraciones no realistas sobre las
Cámaras Extraordinarias

Las Cámaras Extraordinarias son uno de los pocos tribunales penales híbridos que
existen: se trata de tribunales en los que se sientan juntos los funcionarios jurídicos
locales y los juristas internacionales. Los investigadores han alentado dichas cortes
por su potencial para evitar las falencias de los tribunales ad hoc.6 Se ha sostenido
que estos nuevos tribunales híbridos están más conectados con la sociedad local y,
por ende, tienen la oportunidad de dejar un “legado” más positivo.

En esta sección trataré los tres postulados que se presentan comúnmente como
el legado que deben dejar las Cámaras Extraordinarias: afianzar un Estado de Derecho
en Camboya, brindar justicia a las víctimas y propiciar la reconciliación.7

Este apartado sostiene que la realidad en Camboya es mucho más compleja de
lo que sugiere la retórica que rodea a la Corte. Si se prestara más atención a los
mecanismos concretos mediante los cuales la Corte espera influir sobre la sociedad,
se advertiría que, en el mejor de los casos, el vínculo entre ésta y sus objetivos es
tenue.

Esta sección presentará estudios que proponen que las relaciones de poder en el
gobierno camboyano, caracterizadas por niveles extremos de control ejecutivo y por
diferencias culturales en la resolución de conflictos, obstaculizan la capacidad de la
Corte para incidir sobre el Estado de Derecho. Más aún, nuestro trabajo demuestra
que las nociones predominantes de justicia en Camboya difieren significativamente
de lo que se espera que logre la Corte. Finalmente, hay pocas pruebas de que los
camboyanos tengan dificultades para coexistir unos con otros debido a tensiones
originadas en el periodo de la Kampuchea Democrática; pero aún habiendo una
necesidad real de reconciliación, no es claro cómo podrá influir la Corte en la dinámica
de las aldeas.

Promoción del Estado de Derecho

El embajador japonés en Camboya, Takahashi Fumiaki, sostuvo que “[Las Cámaras
Extraordinarias] pueden desempeñar un papel importante como catalizador para
fortalecer el sistema jurídico general de Camboya, proveyendo un buen modelo
para los procedimientos legales, basado en el debido proceso, y en un sistema de
administración y de apoyo judicial eficiente.8
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De igual modo, James Goldston de Open Society Justice Initiative ha propuesto
que las Cámaras Extraordinarias se usen para “apoyar esfuerzos de reforma jurídica
más amplios en Camboya”.9 Si algo resulta claro, dice Goldston, es que “la actuación
de las [Cámaras Extraordinarias] tendrá una mayor influencia tanto en Camboya
como en el futuro de la justicia internacional”.10

Esta sección espera ubicar el impacto deseado de las Cámaras Extraordinarias
dentro del contexto de los esfuerzos actuales de reforma del Estado de Derecho en
Camboya.

La oficina del Banco Mundial en Phnom Penh consideró que “el sistema de
justicia de Camboya ha demostrado ser fácil de criticar pero difícil de reformar”.11

Los esfuerzos de reforma legal post coloniales en Camboya tienen más de diez años,
habiendo comenzado en 1993 con la primera misión mundial de paz de la ONU:
la Autoridad Transicional de Naciones Unidas para Camboya (ATNUC).12

Hoy en día todavía hay financiadoras que gastan decenas de millones de dólares
al año para promover el Estado de Derecho en Camboya, pero siguen sin lograr
desarticular la estructura de poder que impide juicios justos.13 Los fracasos de los
esfuerzos anteriores forman un telón de fondo importante para comprender lo que
las Cámaras Extraordinarias podrían conseguir.

Obstáculos de la reforma del Estado de Derecho

Son muchos los factores que interactúan para crear la actual situación del sistema
judicial camboyano. Entre los obstáculos que impiden la reforma se mencionan: la
(falta de) capacidad, la fuerza del poder ejecutivo en relación con el poder judicial,
y las diferencias culturales en la resolución de conflictos.

Falta de capacidad

En general no se discute que los jueces camboyanos carecen de capacidad para
desempeñar sus funciones efectivamente. Los defensores del Estado de Derecho
señalan por lo general problemas relativos a los recursos y a la capacidad del sistema
jurídico camboyano.14

De acuerdo con el gobierno camboyano: “de los aproximadamente 120 jueces
activamente empleados en Camboya, sólo un puñado tiene formación legal
adecuada”.15

De hecho, en la solicitud original de ayuda a la ONU para establecer un
tribunal para los Jémeres Rojos, los entonces Primeros Ministros Hun Sen y
Norodom Ranariddh reconocieron que “Camboya no tiene ni los recursos ni la
formación para llevar adelante un proceso de tanta importancia”.16 Más
recientemente, el Presidente del Colegio de Abogados Camboyanos expresó su
preocupación sobre la capacidad de los abogados camboyanos para brindar una
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defensa adecuada ante las Cámaras Extraordinarias, y consideró que es una
“necesidad” que los abogados defensores camboyanos cuenten con la ayuda de, al
menos, un abogado extranjero.17

Si bien pocos, por no decir nadie, dudan de que la falta de capacidad es un
problema importante que enfrentan los jueces camboyanos, las próximas secciones
intentarán demostrar que éste es sólo uno de los tantos obstáculos para lograr una
reforma del Estado de Derecho en Camboya.

El Ejecutivo

Los jueces en Camboya actúan casi abiertamente como subordinados al Ejecutivo.18

Durante la ATNUC, los funcionarios de la ONU observaron que “si bien los
tribunales eran técnicamente independientes de los brazos ejecutivos del gobierno,
permanecían totalmente sujetos a la dirección del ejecutivo”.19 Durante ese periodo,
el Ministro de Justicia explicó a los funcionarios de la ATNUC que los jueces que
no seguían sus instrucciones y por lo tanto “desobedecían la ley” debían ser
castigados.20

Si bien hoy en día es poco común que los funcionarios del poder ejecutivo
hablen tan abiertamente, casi nada ha cambiado. En su informe del 2005 a la
Comisión de Derechos Humanos, el Representante Especial del Alto Comisionado
de Derechos Humanos de la ONU en Camboya, Peter Leuprecht, sostuvo que
era “cada vez más obvio” que la impunidad no sólo era el resultado de la poca
capacidad de las instituciones que deben hacer cumplir la ley y de un poder
judicial débil sino que dicho poder judicial seguía sujeto a la interferencia del
ejecutivo y abierto a la corrupción”.21 Ese mismo experto manifestó que “los
esfuerzos para reformar el poder judicial en la última década no lograron avances
significativos para la administración de la justicia”.22

¿Por qué ha sido tan difícil arrebatar al poder judicial de manos del ejecutivo?
Una respuesta puede ser el modo como se entiende y se practica el poder en
Camboya.23 A diferencia de las burocracias legales occidentales que, idealmente,
funcionan según las normas generales, el sistema patrimonial camboyano se basa
en lazos personales de lealtad entre los superiores y quienes les son leales.24 Si bien
las normas legales escritas pueden parecer similares a las de otras naciones, la realidad
es que el gobierno en Camboya opera por medio de “relaciones patrón-cliente” —
relaciones de ayuda mutua entre los que detentan el poder y su entorno de
dependientes—, que actuan de manera piramidal. Hinton observa que “varios
funcionarios de alto rango pueden tener cadenas de poder y unidades militares que
les son leales (así como también servicios personales civil)”. 25

Los patrones de estatus más alto protegen y ofrecen recursos a sus clientes que,
a su vez, pagan su deuda por medio de apoyo, respeto y obediencia. Los camboyanos
se refieren a esta relación usando expresiones familiares, a menudo diciendo que los
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niños (clientes) deben obedecer a sus padres (patrones).26 El respeto a los superiores
es incuestionable, ya que los patrones son considerados individuos poderosos que
deben ser temidos.27

Los jueces camboyanos fueron designados por otros funcionarios más
poderosos y por lo tanto se consideran, casi con seguridad, como subordinados
(o clientes) de dichos funcionarios del poder ejecutivo.28 Estas relaciones con
frecuencia se remontan a la creación del poder judicial en los años ’80.29 Durante
esa época, el gobierno camboyano estaba aislado políticamente de Occidente,
de China y de la ONU, de modo tal que los estudiantes camboyanos en general
sólo podían obtener capacitación legal en las facultades soviéticas. Se elegía a
los candidatos que podían estudiar en el exterior como una recompensa a la
lealtad hacia el partido dominante en Phnom Penh.30 Como consecuencia de
esto, es lógico que algunos de los abogados más viejos y mejor capacitados de
Camboya sean también los más cercanos y leales al partido gobernante. Cuando
se lo comprende de este modo, no sorprende la imposibilidad de que el poder
judicial actúe de modo independiente.

Lo que sí sorprende a muchos, de todas maneras, es que esta perspectiva de
gobierno basada en la relación patrón-cliente sea aceptada por el pueblo camboyano.
En una encuesta nacional, la Fundación Asia advirtió que la mayoría de los
camboyanos está a favor de un gobierno local feudal o paternalista por encima de
otras formas, ya sean democráticas o autoritarias. 56% de los camboyanos dijeron
que el gobierno local “es como un padre y el pueblo como un hijo”.31 La gente
espera que el gobierno actue como en un esquema de asistencia mutua, como los
niños que obedecen a sus padres y los padres que cuidan de sus hijos.

En síntesis, la noción de división de poderes es absolutamente extraña al modo de
concebir el gobierno entre los camboyanos, el que se basa en lazos personales de poder
entre los funcionarios del gobierno. Como tal, el control ejecutivo del poder judicial
será un obstáculo enorme a cualquier intento de reformar los tribunales de Camboya.

Diferencias culturales en la resolución de conflictos

Además del modo como se estructura el poder, hay otros compromisos culturales
que complicarán cualquier esfuerzo de cambio del Estado de Derecho.

La Profesora Rosa Ehrenreich-Brooks escribe: “[el] Estado de Derecho no es
algo que existe ‘más allá de la cultura’ y que pueda agregarse a una cultura ya existente
con el único requisito de crear estructuras formales y reformular constituciones y
estatutos”.32 Dicha crítica puede aplicarse perfectamente a Camboya. Las reformas
en el Derecho escrito y la elaboración de la Constitución no han llevado a un
cumplimiento imparcial del Derecho ni han creado una cultura de Estado de
Derecho de tipo occidental. Parte de la razón puede ser que muchas leyes y
procedimientos no nacieron de la sociedad camboyana, sino que fueron importados
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como parte de un esfuerzo más grande de desarrollo. Esta sección discutirá las
diferencias culturales y los principios y procedimientos para la resolución de
conflictos que no pueden ignorarse al analizar proyectos como el de las Cámaras
Extraordinarias.

Tomemos, por ejemplo, el principio de igualdad. Los conceptos de igualdad
de las personas y de igualdad ante la ley son absolutamente fundamentales para la
justicia occidental. Sin embargo, en Camboya, ese mismo concepto tiene un
significado muy distinto. Las personas no se consideran unas iguales a otras, sino
que se mide constantemente la importancia relativa de los individuos.33 Según los
antropólogos camboyanos: “las relaciones sociales en Camboya, como en todo el
Sudeste Asiático, son jerárquicas. Nadie se considera igual a nadie”. De hecho,
Ledgerwood y Vijghen sostienen que “la noción idealizada de equivalencia moral
quizá nunca estuvo presente en la sociedad jémer”.34

Más aún, el principio de igualdad para algunos camboyanos se ha equiparado
con las políticas de la Kampuchea Democrática, cuando a la gente le quitaban todas
sus posesiones y se la hacía trabajar “como iguales” en los campos.35 En la mente de
algunos camboyanos “igualdad” se ha convertido en una mala palabra.

Los principios de justicia también asumen otros significados en Camboya.
Ledgerwood y Vijghen se refieren a una anciana en una aldea camboyana que no
recibió ayuda para el desarrollo, si bien era pobre, porque el jefe de la aldea favoreció
a su propia familia y amigos en la distribución y ella no era parte de su grupo de
patronazgo. Ambos autores explican: “contrariamente a los conceptos occidentales,
a los ojos de los aldeanos esta condición no se considera injusta ni poco equitativa
[…] se supone que uno ayudará a los amigos y familiares, de otro modo se estarían
descuidando los intereses de los parientes […] en tal sentido es ‘justo’ favorecer a la
clientela propia”.

Incluso, un análisis de las prácticas de resolución de conflictos desde el punto
de vista cultural revela diferencias importantes entre las teorías de la resolución de
conflictos que evolucionaron en occidente y las que evolucionaron en el sudeste
asiático.36 Los franceses introdujeron un sistema jurídico occidental para dirimir
litigios en Camboya durante el periodo colonial,37 pero en realidad éstos nunca
desplazaron los métodos indígenas de resolución de conflictos conocidos como
somroh-somruel, procesos que cuentan “con la asistencia de un tercero para dirimir
la negociación o la mediación”.38

El objetivo de la mediación somroh-somruel en una aldea es lograr el acuerdo de una
disputa que consiga el fortalecimiento positivo de la relación entre las partes en litigio. No
se ve al conflicto particular como un hecho aislado ni como una lucha de intereses
intrínsecamente incompatibles. Antes bien, la actitud tradicional camboyana hacia el
somroh-somruel considera al conflicto como un suceso que fortalece las relaciones a largo
término con naturalidad.39
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Aparentemente el Somroh-somruel refleja las únicas preferencias culturales de los
camboyanos cuando se trata de resolución de conflictos. Por ejemplo, si bien las
tradiciones occidentales valoran un árbitro imparcial, los camboyanos a menudo buscan
mediadores que conozcan a la comunidad y a los querellantes. El Programa de
Desarrollo de la ONU (PNUD) descubrió que “los individuos prefieren instituciones
y autoridades con las que tengan la posibilidad de negociar y de participar en la
resolución de la disputa. De ahí que haya una preferencia por las autoridades locales”.

También hay elementos religiosos entrelazados con la resolución de los
conflictos. El 95% de los camboyanos son budistas Theravada.40 El especialista
del budismo Ian Harris señala que “el ideal del patricio culto en Oriente
(históricamente ha sido) el del caballero que logra la paz, no el del defensor hábil
que gana un juicio en nombre de otros ante un tribunal”.41 “La evidencia sugiere
que los budistas Theravada del sudeste asiático son menos enérgicos en su reclamo
de ‘derechos’ en virtud de una perspectiva religiosa que conecta tales reclamos
con intentos ilusorios de agrandar exageradamente el yo”.42 Marija de Wijn añade
que “los aldeanos a menudo prefieren tipos de justicia restauradora en la que la
gente ‘vuelve a hacerse amiga’”.43

En esencia, la resolución tradicional de conflictos en Camboya actúa bajo
principios fundamentalmente distintos de los del sistema jurídico occidental. Sin
embargo, los tribunales ordinarios camboyanos y las Cámaras Extraordinarias se
basan en un enfoque fundamentalmente occidental.44

El esfuerzo por lograr apoyo a las sensibilidades occidentales no exige nada
menos que un cambio de paradigma; lo cual es mucho pedir a la mayoría de los
camboyanos que han tenido muy poco contacto —en el mejor de los casos— con
las ideas jurídicas occidentales.45 Como sugiere Ehrenriech-Brooks, las condiciones
para un cambio de ese tipo (y de hecho el deseo de que ocurra) no es algo que se
comprende bien.

Tomados como un todo, factores tales como una formación deficiente de los
profesionales del Derecho y sistemas de poder que pasan por vínculos personales de
lealtad y diferencias culturales respecto de los principios legales, apuntan a una batería
complicada de impedimentos que rodean el respaldo al Estado de Derecho en Camboya.
En la próxima sección se discutirá si las Cámaras Extraordinarias podrían contribuir
significativamente para conseguir un apoyo mayor a los principios jurídicos de Occidente,
aún si éste fuera un propósito correcto.

¿En qué pueden contribuir las Cámaras Extraordinarias
al panorama del Estado de Derecho en Camboya?

Esta sección analizará la idea de que las Cámaras Extraordinarias pueden fortalecer
el Estado de Derecho, a la luz de los impedimentos discutidos en la sección anterior
y del creciente cuerpo de trabajos doctrinarios que sugieren que las reformas al
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Estado de Derecho, en especial las iniciativas técnicas como la aprobación de leyes
nuevas y la capacitación de los jueces locales, no dan la impresión de generar un
progreso.

Es posible postular dos teorías generales acerca de cómo pueden influir las
Cámaras Extraordinarias sobre las iniciativas de reformas legales: (1) en tanto el
poder judicial carece de educación y de capacitación, la Corte puede capacitar a los
miembros del poder judicial y a la comunidad jurídica de modo tal que se los ayude
a desempeñar mejor sus funciones cuando la de la Corte termine, y (2) como el
pueblo camboyano carece de información acerca de los procesos legales, la Corte
podría modelar un tribunal que funcione bien para ellos con el fin de que puedan
comprender mejor cómo trabajan los tribunales y exigir un trato similar cuando
tengan conflictos futuros que requieran solución.
Analizaremos cada una de dichas teorías por vez:

Capacitación

Un tema común en la doctrina que respalda a los tribunales híbridos es que en las
sociedades que han atravesado conflictos, los jueces y los profesionales del Derecho
carecen de capacitación; entonces, suministrarles educación adicional y experiencia
probada mejorará la adhesión al Estado de Derecho.46

Thomas Carothers, un gran estudioso del desarrollo del Estado de Derecho ante
el Carnegie Endowment, sostiene que “los abogados experimentados han señalado
reiteradamente […] que la capacitación jurídica, si bien busca ayudar a las agencias, a
menudo abunda en imperfecciones y rara vez hace demasiado bien”.

Éste es ciertamente el caso de Camboya. Evan Gottesman, asesor legal en
Camboya del Colegio de Abogados Estadounidense, a comienzos de la década del
noventa, escribió lo siguiente sobre sus experiencias: “Lo que descubrí, y no me
sorprendió, fue que los tribunales, la policía, la legislatura y los ministerios respondían
a presiones políticas y económicas instaladas mucho antes de mi llegada”.47 Agregó:
“los principales líderes de Camboya conocían bien los conceptos de derechos
humanos y de Estado de Derecho. Después de revisar sus opciones políticas y legales
y de hacer lo que sentían que eran elecciones de políticas bien fundadas, no tenían
intenciones de cambiar el modo como gobernaban su país sólo para responder a los
asesores occidentales”.48

Gottesman llegó a Camboya en 1994. Sin embargo, a pesar de los cinco a siete
mil millones de dólares americanos gastados en ayuda a Camboya durante la última
década,49 con cientos de millones potencialmente gastados en reformas al Estado
de Derecho,50 hoy puede afirmarse lo mismo.51

Si se analiza más detenidamente, la teoría de que las Cámaras Extraordinarias
afianzarán el Estado de Derecho mediante la capacitación se basa en el supuesto de
que la falta de capacitación es uno de los mayores impedimentos para el funcionamiento
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adecuado del proceso jurídico en Camboya.52 Sin embargo, como se ha visto, la
capacitación sólo se refiere a una pequeña porción del panorama del Estado de Derecho.
Mientras el poder ejecutivo mantenga el control sobre los tribunales, y prevalezcan las
diferencias culturales en la resolución de los conflictos, la promoción del Estado de
Derecho por medio de la capacitación no arrojará mejoras significativas en el sistema
judicial de Camboya.53 De hecho, la capacitación simplemente beneficia a los miembros
del partido gobernante.

Mayor demanda de un Estado de Derecho a partir
del diseño de una corte que funcione bien

Los que proponen recurrir a cortes internacionalizadas para favorecer el Estado de
Derecho, a menudo sostienen que la Corte modelará un proceso legal a la medida
de la sociedad local y que, al hacerlo, tal vez proporcione un objetivo por el que la
gente quiera luchar.54 Se construyeron muchas suposiciones en torno a esta teoría:
(1) la Corte funcionará correctamente; (2) los tribunales internacionalizados son
un buen vehículo para enseñar acerca de un sistema jurídico; (3) una vez que se
muestra cómo es el sistema jurídico occidental, la gente lo preferirá y, por ende, lo
reclamará en los tribunales comunes. Dada la falta de información acerca del
funcionamiento de las Cámaras Extraordinarias, me abocaré sólo a los últimos dos
elementos.

Enseñar Derecho por medio de las Cámaras Extraordinarias

Es indudable que las Cámaras Extraordinarias son un punto de partida
particularmente problemático mediante el cual presentar sistemas jurídicos. No
sólo las palabras “Cámaras Extraordinarias” son ya difíciles de comprender en idioma
jémer (ong chumnum chumria vikseaman knong tholakaa kampuchea), sino que la
estructura y los esquemas de toma de decisiones en la Corte son muy complicados
y diferentes incluso desde estructuras jurídicas existentes.55 Los nombres de los
delitos en el Acuerdo de las Cámaras Extraordinarias56 incluyen palabras que muchos
camboyanos jamás escucharon como “crímenes de lesa humanidad”.

Éstos son desafíos importantes en una sociedad plagada por la pobreza y con
una alfabetización muy baja. En Camboya, el 25% de los hombres y el 45% de las
mujeres son completamente analfabetos, y el 71% de las mujeres y el 50% de los
hombres son funcionalmente analfabetos.57

Como ya se expuso, muchos de los presupuestos construidos dentro de un
sistema legal son desconocidos para los camboyanos. Por ejemplo, muchos
camboyanos oirán por primera vez el concepto de derecho de defensa en el contexto
de los derechos de a quienes consideran responsables de la muerte de sus familiares.
No es el tipo de presentación que permitirá ganar adeptos a una nueva forma de
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pensar los procesos penales. La igualdad ante la ley, la duda razonable, el mérito de
la prueba, los elementos del tipo penal, son todos conceptos legales absolutamente
extraños al pueblo camboyano.

Uno de los proyectos que llevamos a cabo como ONG local fue enseñar
conceptos y procedimientos legales extremadamente simplificados por medio de
una serie guiada de dibujos presentados por un maestro local. Si bien los aldeanos
nos agradecieron con amabilidad por llegar tan lejos, en general, casi no mostraban
interés en aprender lo que para ellos eran normas arcanas acerca de quiénes son los
jueces y cómo progresa un caso ante un tribunal. A muchos directamente no les
parecía importante en sus vidas cotidianas como cultivadores de arroz que luchan
por ganarse el sustento.

Por estas razones cabe preguntarse si las Cámaras Extraordinarias son el ámbito
adecuado para estructurar un nuevo sistema jurídico occidental.

Las Cámaras Extraordinarias como promotoras del cambio social

En reuniones alrededor de Phnom Penh, se sugirió que los tribunales
internacionalizados como las Cámaras Extraordinarias pueden desencadenar un
cambio social —una vez que la gente vea cómo funcionan adecuadamente,
comprenderán cuán disfuncionales son los tribunales nacionales y exigirán un
cambio—.

Sin embargo, la gente en Camboya ya reconoce que el sistema de los tribunales
locales es profundamente corrupto. La encuesta realizada en 2003 por el Center for
Advanced Study (CAS) mostró que “los camboyanos tienen poca o ninguna
confianza en los tribunales como instituciones de justicia. Del mismo modo, los
encuestados identificaban a los jueces y a los fiscales como a los funcionarios públicos
en quienes menos se podía confiar”.58 Según Collins, hay algunos dichos camboyanos
populares tales como “ve a la Corte y hazte pobre” o “ante la Corte el rico gana y el
pobre pierde”.59

La gente no precisa ir a las Cámaras Extraordinarias para iluminar por contraste
las ineptitudes de los tribunales camboyanos. Sin embargo, a pesar de este problema
ampliamente reconocido, la falta de tribunales que funcionen adecuadamente no
ha sido objeto de campañas a favor de la reforma. La investigación de estudios de
casos realizada por el Banco Mundial sostiene que los impedimentos culturales al
activismo social en Camboya son extremadamente fuertes. Los mandatos culturales
fomentan que la gente se incline o se someta ante un conflicto que involucra a una
persona más rica o más poderosa.60

La investigación del Banco Mundial descubrió que dichas barreras culturales
pueden superarse en aquellas situaciones en las que están en juego medios de
subsistencia futuros, pero rara vez en otras situaciones.61 Por lo tanto, mientras
Camboya recién ahora está empezando a armar una organización de base en torno
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al problema de las expropiaciones ilegales de tierras (la tierra es un medio
fundamental de subsistencia en una nación de agricultores), es poco probable que
exista un activismo que promueva una reforma jurídica. Ello no debería sorprender,
dado que los camboyanos ya resuelven la mayor parte de sus conflictos, incluyendo
algunos penales, fuera de la esfera legal.62

En síntesis. La comunidad internacional ha intentado apoyar el Estado de
Derecho en Camboya desde el inicio de los ’90, con poco éxito. Los impedimentos
para lograr un Estado de Derecho están profundamente enraizados, y es improbable
que las Cámaras Extraordinarias puedan afectarlos. Como tales, sería extraño que
las Cámaras Extraordinarias puedan hacer un aporte importante hacia el tipo de
cambio social necesario para crear una “cultura de Estado de Derecho”.

Justicia para las víctimas

Una de las justificaciones más utilizadas para defender a las Cámaras Extraordinarias
es que éstas proveerán justicia para las víctimas.63 La mayoría de las víctimas con las
que hablamos en nuestra investigación estuvo de acuerdo con esa idea.

Solía sufrir; mataron a mis padres y a mis cuatro hermanos. Antes me sentía triste y
lloraba cuando hablaba de la época de los Jémeres Rojos, pero ahora siento alivio. No
puedo hablar por los otros pero lo que siento es que me daría alivio que lo de la Corte
sucediera (Kampot, funcionaria del gobierno local, 7mo. grado, mujer de alrededor
de cincuenta años de edad).

De hecho, el alcance de la victimización en Camboya es escalofriante. Mataron a
más del 20% de la población durante el periodo de la Kampuchea Democrática
y todos los habitantes del país en ese momento fueron afectados de alguna manera
—millones padecieron el exceso de trabajo y la pérdida de sus bienes personales—.64

En toda mi investigación y mis viajes no encontré ni un solo adulto mayor de 30
años que no tuviera recuerdos dolorosos de esa época. Es una situación que pide
justicia a gritos.

Sin embargo, esta sección mostrará que las Cámaras Extraordinarias no están
diseñadas como para suministrar lo que los camboyanos entienden por justicia.65

Nuestro trabajo ofrece una visión interesante para ver cómo difiere el modo de
considerar la justicia según los juristas internacionales respecto de lo que esperan
los camboyanos.66

Esta preocupación de que los camboyanos se desilusionarán de la capacidad
de las Cámaras Extraordinarias para suministrar “justicia”, se refuerza por la
investigación en otros contextos. En la ex Yugoslavia, Eric Stover descubrió que la
gente hablaba de “justicia como algo altamente íntimo, idiosincrático y por
momentos, efímero”. Advirtió que para los testigos ante la ICTY (Tribunal Penal
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Internacional para la Ex Yugoslavia), la “justicia plena” abarcaba mucho más que
los juicios penales y los pronunciamientos ex cathedra de los jueces extranjeros en
La Haya”.67

Esta sección describe algunos de los modos como los camboyanos que dicen
querer que la Corte provea justicia, están, de hecho, mal informados respecto de lo
que hará la Corte.

Juicios para los perpetradores muertos

Aunque Pol Pot esté muerto habría que llevarlo a juicio porque es importante hacer un
registro histórico y que se dicte una sentencia en su contra (Svay Rieng, Atchaa, líder
religioso comunitario laico de 68 años, con 3er. grado).

Creo que Pol Pot es la persona más importante para decir exactamente qué pasó en esa
época. Pero estoy muy triste de que haya muerto y no pueda ofrecer evidencia para el caso.
En mi opinión, sin embargo, quiero que la Corte lo sentencie por todos los crímenes que la
Corte pueda y asiente eso en los libros de historia (Kampong Thom, funcionario del
gobierno local de más de 50 años, con nivel secundario).

Para mí quiero tener la Corte para Pol Pot porque hizo cosas terribles y siguió la política
comunista [...]. También quiero que este tribunal lleve a juicio a la política que Pol Pot
siguió en esa época [...]. Tenemos que poner el nombre de Pol Pot en la cárcel aunque haya
muerto (Kampong Thom, campesina de 50 años con 3er. grado).

Mi propuesta es que la Corte ponga los nombres de los principales líderes en el registro
histórico después de dictar sentencia para que las nuevas generaciones sepan que esta gente
es muy peligrosa y que de ninguna manera deben seguir sus acciones (Banteay Meanchay,
Entrevista grupal, maestro primario de 39 años, con 6to. grado).

El gobierno o las ONG deberían mostrar una foto de Pol Pot en algunos lugares para
decirle a la gente que ése es Pol Pot, el principal líder del régimen Pol Pot y que ahora se
murió. Más aún, que Pol Pot es el que estableció la política para matar a mucha gente.
Entonces haríamos esto para brindar justicia a las víctimas, aunque ya se murió, y
también para mostrarle a la nueva generación que lo castigamos por lo que hizo. Más
aún, para las nuevas generaciones de las que saldrán nuevos líderes y quizá quieran
hacer lo mismo que hizo Pol Pot porque nunca castigamos a los principales líderes
(Kampot, Primer Representante Jefe de la Comuna de 62 años, con 7mo. grado).

Uno de los problemas más difíciles que encontrábamos en nuestras charlas sobre las
Cámaras Extraordinarias era el tema del juzgamiento a las personas que ya están
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muertas, incluyendo a líderes conocidos como Pol Pot y Ta Mok. Mucha gente cree
que los líderes muertos van a ser juzgados. A pesar de nuestros intentos denodados
por explicarles, los camboyanos del campo no podían creer que no fuese posible
juzgar a un muerto por sus crímenes.

Ello no debería sorprender ya que el budismo Theravada incluye la enseñanza
del karma, según la cual los castigos y las consecuencias pueden llevarse hacia
otras vidas. Además, los camboyanos creen que los espíritus toman una forma
corpórea y pueden encontrarse deambulando por la tierra.68 Estas creencias
religiosas, unidas a las brechas de comprensión jurídica y al gran analfabetismo,
hacen que el discurso legal acerca del derecho de presentar testigos en procesos in
absentia sea extraordinariamente difícil de entender para el grueso del pueblo
camboyano.

La gente quiere ver una consecuencia para el espíritu de Pol Pot, para su
nombre o para su foto. Una mujer con la que hablamos propuso desenterrar los
cuerpos de los perpetradores muertos, ponerle cadenas a sus huesos y volver a
enterrarlos. Otra gente hablaba de colgar sus fotos en una cárcel o de construir
una estatua de los líderes con las manos esposadas para exhibirlas en un lugar
público. Para algunos, encarcelar el nombre de una persona, su foto o sus huesos
significaría que su espíritu permanecería en una especie de purgatorio, creando
un equivalente del castigo en esta vida.

Evidentemente sería imposible que la Corte se ocupara de este tipo de
actividades; son inconsistentes con la justicia en un marco legal occidental. Sin
embargo, que no haya ninguna consecuencia para los principales perpetradores
que murieron dificulta el hecho de que los camboyanos sientan que los procesos
han hecho justicia. Si no hay consecuencias para los perpetradores muertos es como
si no hubiera ninguna consecuencia.

Esclarecer el papel de las naciones extranjeras y de los
individuos extranjeros en las atrocidades

Seguramente hubo países poderosos involucrados con ese régimen, como China, Vietnam,
EE.UU., etc. ¿Procesará la Corte para los Jémeres Rojos a esos países poderosos? Me pregunto
si la Corte se ha demorado y demorado debido a esos otros países y seguirá demorándose
hasta que los viejos líderes Jémeres Rojos se mueran y entonces todo el caso se olvide (Kampot,
ex funcionario del gobierno local, de 60 años, con 7mo. grado).

En el periodo de los Jémeres Rojos tenían espías de la CIA de los Estados Unidos. Por eso sabemos
que había algo relacionado con los Estados Unidos y también relacionado con otros países que
solían apoyar a los Jémeres Rojos. Así que quizá los Jémeres Rojos se crearon gracias a ese apoyo.
Así que para condenarlos, también tenemos que condenar a los que los apoyaron (Banteay
Meanchay, hombre joven en la exhibición de una película).
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Ahora tengo 65 años. Recuerdo claramente lo que me pasó. Me arrestaron y me obligaron a
matar porque tenía tanto hambre y me comí una papa que le pertenecía a Angka (la
“organización”, el nombre del partido de la Kampuchea Democrática). Me torturaron mucho.
Me duele cuando hablo de esto. Creo que este régimen existió sólo por las ideologías extranjeras
(Phnom Penh, anciano en la exhibición de una película).

Tengo una pregunta. ¿Por qué los jémeres mataron a los jémeres? ¿Por qué no mataron a los
extranjeros o a los chinos? [...] Pol Pot, Ieng Sary son todos jémeres, entonces ¿cómo pudieron
matar a los jémeres? A lo mejor había alguien detrás de ellos, por ejemplo extranjeros [franceses]
o chinos (Pailin, jovencita en la exhibición de una película).

El pueblo camboyano a menudo pregunta si las naciones extranjeras serán
juzgadas por la Corte. No queda claro en el estatuto si los fiscales adjuntos
tienen mandato para acusar a extranjeros responsables por los crímenes ocurridos
durante el periodo específico. Sin embargo, dado el tiempo limitado en el que
la Corte funcionará y el presupuesto acotado, es poco probable que se juzgue a
no camboyanos.

Sin embargo, descubrimos que muchos camboyanos piensan que el haber
dado apoyo a los perpetradores (apoyo político o financiero, por ejemplo) es
suficiente para convertirse en responsable por lo sucedido y por lo tanto pasible de
ser inculpado ante las Cámaras Extraordinarias. Algunos camboyanos escolarizados
han dicho que esto debería incluir a los profesores en Francia, que inculcaron “ideas
equivocadas” a los líderes de la Kampuchea Democrática cuando estudiaban allí en
su juventud.

Quizá en estas teorías esté presente el deseo natural de echar la culpa a otro
grupo que no sea el propio. La falta de información en Camboya acerca de la
historia de ese periodo hace más plausible pasar la culpa. En la década del ’80 se
enseñó una versión muy politizada de la historia (cada facción en guerra enseñaba
su propia versión de la cosa); desde la ATNUC sólo un número limitado de
estudiantes, que llegan al 9no. o 12do. grado, reciben una breve instrucción, limitada
a dos frases insertadas en su texto.69

Los adultos que recuerdan la época saben lo que les pasó en sus propias aldeas,
pero muchos no tienen idea del conflicto más amplio, de las alianzas globales ni de
las fuerzas políticas en juego. Por lo tanto, sabiendo vagamente que los chinos
tuvieron alguna participación, sin saber cuál fue, los lleva a la situación peligrosa de
absolver de toda responsabilidad a su propio grupo camboyano.

Una teoría de las cortes internacionales es que éstas pueden brindar una
interpretación “autorizada” de la verdad, abordando algunos de estos conceptos
erróneos de la historia o de la responsabilidad.70 Sin embargo, Fletcher y Weinstein
cuestionaron dicha afirmación, dada la predisposición de la gente para negar la
culpa. Vieron que en los juicios, los “individuos, sobre todo los defensores de un
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grupo que cometió crímenes pueden no estar preparados para aceptar la
estigmatización que los juicios tienen la intención de conferir”. 71

En cualquier circunstancia es difícil superar la predisposición a negar la culpa.
Pero ello puede ser especialmente cierto en Camboya donde los que merecen
cargar con la culpa a los ojos de la gente, no se enfrentarán a juicio. Sin la
responsabilidad por el papel de otras naciones, aunque más no sea para absolver
a dichas naciones o a los individuos, cuesta imaginar de qué manera podrán
ayudar las Cámaras Extraordinarias a que los camboyanos lleguen a aceptar la
responsabilidad que les cabe. Más aún, es posible que muchos camboyanos sientan
que el proceso sólo busca un chivo expiatorio en ellos sin descubrir a “los que
estaban detrás de los líderes”.

No darle ninguna responsabilidad a los extranjeros es otro modo en que las
Cámaras Extraordinarias no estén a la altura de las nociones camboyanas de justicia.

Deseo de ver las consecuencias para más cantidad de imputados

Si hay una corte para los Jémeres Rojos, creo que solamente los líderes de más bajo nivel
deberían hacer frente al juicio porque los más importantes en ese momento no sabían qué
estaban haciendo los líderes de la comuna o de la aldea. Los líderes más importantes a lo
mejor no le ordenaron a la gente a hacer cosas tan estúpidas en esa época, pero las hicieron
como una venganza debida a los celos que sentían los líderes más bajos (Stung Treng,
pescador de 30 años, con educación primaria incompleta).

Creo que es una buena idea llevar a los líderes de bajo rango a juicio porque la gente que
perdió a sus familiares por culpa de ellos estará contenta de ver a esa persona ante la Corte
(Kampot, Director de escuela primaria, ex defensor de la RK, 34 años).

Antes tenía miedo de no poder responder a la gente si me preguntaban: ¿por qué la Corte
no va a procesar a los líderes de rango más bajo? Porque la gente nunca vio a Pol Pot matar
a nadie, solamente vieron a los líderes de bajo rango cometer crímenes. Pero ahora entiendo.
La gente se entristece cuando se da cuenta de que la Corte será solamente para los líderes
principales, pero después que les doy muchas razones, entienden (Svay Rieng, integrante
de una ONG en una aldea, capacitadora de las Cámaras Extraordinarias, de edad no
estipulada).

Hay una percepción común de que los camboyanos no estarán satisfechos con las
Cámaras Extraordinarias porque los perpetradores locales, de bajo rango, no serán
llevados a juicio. Encontramos a mucha gente que pensaba así.

De hecho, es un problema con el que vienen lidiando los expertos en justicia
nacional desde hace un tiempo. El alcance del genocidio y de los crímenes de lesa
humanidad a menudo hace imposible juzgar a todo el que estuvo involucrado en la
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perpetración de esos crímenes. Con frecuencia se suelta del anzuelo a “los gatilladores”
para poder pescar a los arquitectos de los crímenes. Sin embargo, ello puede dejar a
la Corte en una situación de peligro de credibilidad porque los individuos a los que
todos vieron cometer atrocidades terribles no reciben castigo.

Sin embargo, para ser justos, en Camboya mucha gente se siente satisfecha con
la Corte porque la idea de cumplir órdenes de un superior tiene un sentido intrínseco
en una sociedad organizada alrededor de relaciones jerárquicas patrón-cliente.

Para mí creo que es bueno llevar a juicio sólo a los líderes Jémeres Rojos de rango más alto
porque los otros hicieron lo que sus líderes les ordenaron. Claro que existe la posibilidad de
que los de rango bajo duplicaran lo que les decían. Pero los que crearon una ideología tan
idiota son los mayores responsables por la matanza (Kampot, campesino y maestro jubilado
de escuela primaria de 60 años, con 7mo. grado).

Creo que todavía puede haber justicia, aunque la Corte mande a prisión sólo a los
líderes más altos, porque los de rango más bajo en esa época necesitaban cumplir las
órdenes de sus superiores porque, si no lo hacían, los mataban (Svay Rieng, maestra de
escuela primaria de 55 años).

Las nociones de jerarquía, tan engarzadas en la sociedad camboyana, hacen que
sea más fácil para muchos comprender la noción de responsabilidad superior.
Pero también lleva a pensar que cumplir órdenes es una excusa para cometer
atrocidades. Este problema se tratará con mayor detalle en la tercera parte.

Voluntad de que el castigo incluya pena de muerte y tortura

Creo que la pena de muerte es un castigo correcto para ellos porque mis dos hijos, a los que
amaba, murieron en esa época (campesina de 51 años con 5to. grado).

Yo también quiero la pena de muerte porque me enojo mucho si hablo de esto o si me lo
recuerdan otra vez, casi no puedo evitar llorar. Si hablo más, voy a llorar otra vez. Saben
que muchos de mis familiares murieron como animales, como gatos o perros, no como
seres humanos porque en (la mente de los líderes) ellos no eran humanos sino animales
(Stung Treng, campesina de 45 años, solo con educación para adultos).

Necesitamos que la Corte le haga a esos líderes lo mismo que nos hacían a nosotros: por
ejemplo golpearlos con el palo igual como nos hacían a nosotros (Kampong Thom,
campesino de 45 años con primer grado) (comentarios apoyados por el grupo).

Quiero la pena de muerte porque quiero ver a la Corte hacer sufrir y lastimar a los
culpables igual que como ellos lo hicieron con mi madre. Si los juicios a la República de
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Kampuchea tienen lugar, yo iré a la Corte porque quiero ver con mis propios ojos si van
a darles los mismos castigos que Pol Pot le dio al pueblo (Kampong Thom, campesino
de 57 años con 3er. grado).

Una cosa que oímos a menudo es que la falta de pena de muerte y de tortura
como forma de castigo hace que la gente sienta que no habrá justicia en la Corte.
Para muchos camboyanos la cadena perpetua equivale al “perdón”.

Ello no debe sorprender dada la magnitud de los crímenes de la Kampuchea
Democrática y el flamante desarrollo de las normas internacionales que prohíben
la pena de muerte. Una y otra vez, para el común de los camboyanos, surgía el
presupuesto de que las Cámaras Extraordinarias aplicarían la pena de muerte.

Lo mismo se encontró dentro de la minoría Cham (comunidad musulmana)
de Camboya, que sufrió mucho bajo los Jémeres Rojos. Un periódico de Phnom
Penh informa que un hakem, o imam dijo, “Según el Corán, si nos matan, debemos
matarlos”. Cuando se le preguntó si los líderes de los Jémeres Rojos debían ser
ejecutados, dijo: “Sí”.72

Se vieron problemas similares también en otros contextos. Sobre Ruanda,
un investigador escribió que “la falta de pena de muerte elevó la sospecha de la
moral imperialista, sobre todo a la luz del hecho de que los culpables en Nuremberg
recibieron la pena de muerte”.73

Dentro del budismo, los textos que hablan acerca de terminar con los ciclos
de violencia podrían resultar útiles si la Corte se comprometiera a impulsar una
campaña de gran alcance sobre este tema. Sin embargo, la falta de pena de muerte
será una razón fundamental por la que los camboyanos no se interesarán en la
Corte, porque no sentirán que se les hizo justicia.

La Corte es asunto del gobierno

Hasta ahora hemos tratado algunas de las áreas en las que el mandato de la Corte
puede chocar con las expectativas de la mayoría de la gente que en general la
apoya. Si bien nuestra investigación no se basó en una muestra azarosa,
estadísticamente relevente, cerca de una persona de cada cinco con la que hablamos
expresó su resistencia a comprometerse con la Corte. Por más que ello representa
una minoría en nuestro muestreo, es importante, y podría indicar un problema
mayor sobre las percepciones de la Corte.

En consonancia con las nociones de jerarquía que se discutieron antes, mucha
gente a la que entrevistamos sentía que la Corte estaba por encima de ellos, o que
no era asunto de ellos.

Durante los juicios a los Jémeres Rojos, aún si alguien me pide que vaya a la Corte, no iré
porque soy muy pequeño. No sabemos nada del gobierno y no necesitamos saber sobre el
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trabajo de la Corte. Es el trabajo de las autoridades (Stung Treng, pescador de 30 años).

Oí sobre los juicios a la República de Kampuchea durante muchos años pero no se hizo
nada hasta ahora. Crear un tribunal o no crearlo es la obligación del gobierno. La gente
siempre sigue al gobierno. No tengo la menor idea sobre este tribunal ni tengo compromiso
con él (Kampot, campesino de 51 años).

A mí no me importa. Es problema del gobierno. Por mí, no puedo decir “Necesito esta
Corte”, porque aunque diga mil veces “Necesito esta Corte”, igual no va a pasar porque
no tengo el poder para crearla. Solamente el gobierno lo puede hacer (Stung Treng,
campesina de 55 años).

Yo no sé sobre los juicios a la RK. Es la obligación del gobierno. No tengo conocimiento
sobre eso. Soy un monje budista. No quiero meter las narices en los asuntos del gobierno
(Kampot, monje budista de 68 años).

Algunos sentían que debían expresar apoyo a la Corte porque era su obligación
apoyar los planes del gobierno.

Cuando oigo acerca de esta Corte pienso: la creación de este tribunal es tarea del gobierno.
Nosotros somos el pueblo simple que tiene que apoyar los planes del gobierno (Banteay
Meanchay, campesino de 55 años).

Pienso que es una buena idea crear esta Corte porque queremos justicia para las víctimas
que murieron bajo ese régimen y la gente va a pensar que nuestro gobierno siempre
piensa en el pueblo que vive bajo su control —el gobierno es como el padre que necesita
cuidar de sus hijos— con estos juicios la gente también tendrá más confianza en nuestro
gobierno (Kampot, campesina de 47 años).

Estos comentarios iluminan un fenómeno importante en Camboya: el sentido
que la gente tiene del lugar que ocupa en la sociedad, de la “gente grande” (que
incluye al gobierno) y de la “gente pequeña”. Esta gente sentía que las Cámaras
Extraordinarias pertenecen al reino de los que están más altos en la jerarquía del
poder. La investigadora de Camboya Fabienne Luco escribe que

Bajo el amparo de la tradición, cada uno acepta su lugar y condición sin siquiera cuestionar
el sistema. ‘Tam pi propeyni’[…] (uno no debe desafiar el orden establecido). Se espera
que la gente permanezca en su lugar o que afronte el castigo.74

Debido a lo profundo que ha calado la noción de “lugar” en Camboya, y a cuán
estrechamente se asocian las Cámaras Extraordinarias con el gobierno, es difícil
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imaginar cómo podría la Corte desvincularse de la política y bajar al nivel del
pueblo común. Haría falta un fuerte mensaje de que la Corte es independiente
del gobierno y existe para el pueblo. A menos que el enfoque sea radicalmente
distinto, como tal, una cantidad importante de gente ni siquiera se animará a
considerarla, y mucho menos a experimentar un sentido de justicia.

En última instancia, estas conversaciones con los camboyanos demuestran
que la justicia es un sentimiento, y un sentimiento que no se detona
automáticamente por medio de un juicio justo. No sorprende, por lo tanto, que
las Cámaras Extraordinarias tengan problemas en cumplir con las expectativas de
justicia de la gente.

Si bien los expertos internacionales en Camboya hablan siempre acerca de la
importancia de “manejar las expectativas del pueblo” llevando adelante campañas
que preparen a la gente para la realidad del juicio, se pasa por alto el error fundamental
en el diseño del proceso: que no fue creado para llegar al nivel de la gente ni para
proveer soluciones que coincidan con sus sentimientos de justicia. Las Cámaras
Extraordinarias fueron siempre un juicio con el molde occidental, cuyo propósito
primordial fue cumplir con los estándares internacionales del debido proceso.

Reconciliación

Otra observación común acerca de las Cámaras Extraordinarias es que promoverán
la reconciliación en Camboya.75 Sin embargo, defender la reconciliación presupone
un problema de malestar evidente. Además, presupone —a pesar de que la
experiencia de otros tribunales internacionales ha demostrado lo contrario— que
los tribunales son adecuadoss para abordar los problemas de las sociedades no
reconciliadas.

Antes de analizar el reclamo de que las Cámaras Extraordinarias contribuyan
a la reconciliación, es importante definir el término.76 Suzannah Linton determina
que la reconciliación, “involucra el proceso simple de aprender a co-existir y trabajar
con gente que a uno no le gusta o que no nos acepta, hacer las paces con la negatividad
personal acerca de nuestras experiencias, ya sea que seamos víctimas o perpetradores
[…] para que todos podamos llevar vidas lo más normales posible”.77

Esta noción de co-existencia refleja la comprensión camboyana normal del
término. De hecho, a menudo reconciliación se traduce como somroh-somruel (el
proceso de mediación que se usa para resolver conflictos en las aldeas) —solucionar
un conflicto para que la comunidad pueda seguir adelante—. Pero la definición
de Linton también incluye el sentido de un “hacer las paces” con el pasado a nivel
individual, para lo cual la mejor traducción en jémer parece ser “reducir el calor
de tu ira” —aunque no tendría una traducción perfecta—.78 Por lo tanto, esta
sección analizará ambos significados: la co-existencia y la reducción de la ira.

Mi limitada investigación no develó problemas de co-existencia en las aldeas
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camboyanas. Y no ha habido un estudio sistemático de las aldeas jémeres para
determinar cuán extendido está el problema de la animosidad entre víctima y
perpetrador dentro de ellas.

Cuando veo a una persona que solía ser un Jémer Rojo recuerdo lo cruel que fue conmigo
[...]. Antes lo recordaba todo el tiempo, pero ahora he perdonado: es como un vaso de
agua de mar, cuando se agrega más y más agua dulce, al final termina siendo solo agua
(Kampot, campesina de edad indeterminada, antigua líder de los Jémeres Rojos).

Creo que en esta zona nunca tenemos problemas con los ex- soldados Jémeres Rojos porque
queremos vivir en paz y también porque ese régimen ya quedó en el pasado, así que sólo
necesitamos pensar en el presente. A veces hacemos una fiesta con los ex-soldados Jémeres
Rojos, bebemos cerveza o vino de arroz. Tenemos una buena relación no sólo con los ex-
soldados Jémeres Rojos ricos sino con los pobres porque no vamos a dejar que alguien muera
porque no tiene comida. Para mí, yo les doy comida —es mejor que dársela a los monjes
porque creo que los monjes tienen comida suficiente de los aldeanos de alrededor de la
pagoda—, así que les doy comida a los pobres y eso significa que hago una buena acción.
Todos somos jémeres y necesitamos ayudarnos (Kampot, campesino mayor de 60 años
que vive en una zona gubernamental donde los Jémeres Rojos lucharon contra el
gobierno hasta fines de los ‘90).

En esta zona teníamos ex soldados Jémeres Rojos pero ahora la mayoría se casó y luego se
mudó a otra zona. Creo que los ex-soldados Jémeres Rojos ahora tienen una buena relación
con la aldea y nunca tenemos conflictos (Svay Rieng, bibliotecaria de escuela primaria de
55 años).

Muchos ex-soldados Jémeres Rojos viven en esta zona, pero la gente no piensa en eso. La
gente se preocupa por su trabajo y por ganarse el sustento (Banteay Meanchay, funcionario
del gobierno local de 58 años).

Más aún, los esfuerzos de reintegración se vienen llevando adelante desde hace
un tiempo. Las ONG como Buddhism for Development (BFD) utilizan el lenguaje
culturalmente específico del budismo acerca de la tolerancia para ayudar a reunir
a las comunidades fracturadas.79 Según su Director Ejecutivo, BFD ha tenido un
éxito increíble en la reintegración de las comunidades de Jémeres Rojos con el
resto del país hasta el punto en que ha habido matrimonios entre comunidades
que estaban previamente en conflicto, y al menos un esfuerzo conjunto para
construir una pagoda.80 El Director Ejecutivo de BFD no ve la necesidad de
determinar responsabilidades para impulsar un proceso de reconciliación.81

Sin embargo, a pesar de los esfuerzos, mucha gente aún conserva
sentimientos de ira.
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Aún tenemos Jémeres Rojos que viven en esta zona y no hay conflictos. Sin embargo,
seguimos con rabia con ellos porque mataron a nuestros familiares. (Preguntamos: tal
vez cuando llegue la Corte, se despertarán los sentimientos malos —¿usted piensa que
eso va a pasar o no?—). Si la Corte llega, no causará problemas porque ahora vivimos
bajo el control de la ley y dejamos que la ley decida. También, aunque sintamos dolor
en el corazón, no podemos recuperar a nuestros familiares (Kampong Thom, grupo
de hombres y mujeres campesinos entre 45 y 57 años).

Si bien este comentario sugiere que la gente aún guarda fuertes sentimientos de
ira, lograr que hablen acerca de ella o que “la procesen” de modo terapéutico
puede ser difícil.

La antropóloga Fabienne Luco advierte que en Camboya “se aconseja a la
gente que dependa de sí misma y mantenga sus problemas dentro del hogar”.
Luco cita un proverbio que dice que el corazón es como un hogar, que debe
mantenerse escondido de la vista de los de afuera: “Tercera causa del mal: cuando
la gente entra y sale por la puerta y se olvida de cerrarla. Por negligencia o por
error se olvidan de cerrar la puerta de modo que se puede ver todo en el interior.
Es igual que sostener una antorcha cuando hay ladrones que te roban todas tus
pertenencias”.82 Barreras culturales como éstas presentan un desafío a los
extranjeros que quieren ayudar a los camboyanos a “hacer las paces” con su pasado.

Sin embargo, suponiendo incluso que haya problemas de co-existencia y
de ira pendientes, y que se debería volver sobre ellos en este momento, aún no
queda claro de qué manera puede contribuir la Corte.

Como ha escrito el antropólogo camboyano Alexander Hinton: “al final,
la reconciliación requerirá más que un juicio [...] cada camboyano (debe) decidir
qué hacer con su ‘nodo’ de malicia que lo/la ata con ira contra los Jémeres
Rojos”.83 La reconciliación es un objetivo profundamente personal.

Ya se ha hecho una investigación exhaustiva en Ruanda y en la ex Yugoslavia,
lo cual sugiere que las cortes internacionales contribuyen poco, por no decir
nada, a la reconciliación. Stover y Weinstein lo ponen en términos muy duros:
sugieren “que no hay conexión directa entre los juicios penales […] y la
reconciliación [...]”.84

Por lo tanto, si bien la gente se refiera a que la Corte puede fomentar la
reconciliación, no existe información suficiente para evaluar dicha afirmación.
No es claro en qué sentido se usa el término, qué grupos están en conflicto, qué
gente necesita “hacer las paces con el pasado”, de qué modo un proceso jurídico
alcanzaría esos objetivos, ni si conviene pedirle a los camboyanos que revivan
esos sentimientos en este momento. Todas estas preguntas existen contra un
telón de fondo de investigaciones profundas sobre los tribunales ad hoc que
demuestran lo poco o nada que han contribuido estas cortes al proceso de
reconciliación.
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La posibilidad de hacer daño

Como se trató anteriormente, hay razones para ser escépticos sobre lo que la Corte
efectivamente puede contribuir a afianzar el Estado de Derecho, el sentido de justicia
de las víctimas o la reconciliación dentro de la sociedad camboyana. En esta sección
propongo que hay razones para preocuparse por el daño real que la Corte podría
hacer. Se han hecho algunas opciones estratégicas para que esta Corte sea
políticamente viable, las cuales podrían acarrear a un dañino efecto dominó.

Las dos preocupaciones principales son: (a) que la Corte refuerce la noción
errónea de que sólo los líderes son responsables de las atrocidades; y (b) que la
Corte aísle los crímenes de la Kampuchea Democrática de su contexto histórico,
dañando el mayor proyecto de responsabilidad internacional al ignorar el rol de las
naciones poderosas en las atrocidades cometidas en Camboya.

Reafirmación de la noción de “lugar”

En las secciones previas sobre las relaciones de poder y Estado de Derecho, este
artículo trató la naturaleza fundamentalmente jerárquica de la sociedad camboyana;
el mismo concepto surgió otra vez en la sección sobre los sentimientos de justicia,
observando el rechazo de la gente a comprometerse con la Corte porque la sentía
por encima de ellos. Ésos son sólo dos ejemplos de cómo la noción piramidal del
poder en Camboya opera en el nivel del gobierno y a lo largo de toda la vida
cotidiana camboyana. Y, como notamos anteriormente, la jerarquía va acompañada
de una noción fuertemente reforzada de quedarse en su lugar. Esta sección analizará
cómo esta mentalidad de “quedarse en su lugar” tiene implicancias para la visión de
los camboyanos sobre la autoridad y la responsabilidad por las atrocidades masivas.

Según la Oficina del Banco Mundial en Camboya, “Las estructuras sociales
jerárquicas que caracterizan la vida aldeana sostienen una cultura de la
condescendencia. Los estudios sobre toma de decisiones en este nivel demuestran
una tendencia de la gente a evitar el conflicto abierto con los que ven como más
poderosos que ellos, por miedo a ser tildados de buscapleitos”.85

Consideremos estos comentarios a la luz de lo que escribió Miklos Biros sobre
la ex Yugoslavia: “En una sociedad así, una perspectiva autoritaria va acompañada
de una profunda pasividad, en tanto que los soldados rasos esperan instrucciones
acerca de cómo pensar y cómo comportarse según lo que estipula la élite de poder”.86

Biros encuentra que el carácter autoritario de la sociedad yugoslava anterior al
conflicto creó “una población lista para obedecer a la autoridad sin reservas ni
críticas”; el resultado, ahora bien documentado, fue espantoso.

¿Hasta qué punto la estructura social jerárquica de Camboya juega un rol que
facilitó los crímenes de la Kampuchea Democrática? El antropólogo camboyano
Alexander Hinton descubrió que “al preguntarle a muchos ex líderes de los Jémeres
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Rojos por qué cometían tales abusos durante la KD (Kampuchea Democrática), al
igual que todos los perpetradores genocidas del mundo entero, se justificaban
diciendo que simplemente estaban cumpliendo órdenes”.87 Si bien Hinton descubre
que los factores motivadores son más complicados que una mera explicación, la
obediencia a la autoridad “subraya una dinámica clave involucrada en el genocidio”.88

Una mujer nos explicó la razón por la cual los líderes de menor rango de los
Jémeres Rojos tenían que seguir a sus superiores:

Los que estaban más abajo tenían que hacer lo que los superiores decían. Por ejemplo, si yo
le digo a mi hijo que vaya a trabajar a la granja, él tiene que ir y no puede desobedecer mi
orden (Banteay Meanchay, campesina de edad no determinada).

En mi opinión, los líderes son como grandes elefantes y si los elefantes se atacan entre sí, lo
único que se muere es el pasto, no los elefantes —este ejemplo es como la vida real: si los
líderes luchan unos contra otros sólo se muere la gente simple o la gente normal— (Stung
Treng, campesino de 53 años).

La percepción general es que los camboyanos estarán disconformes con las Cámaras
Extraordinarias porque los perpetradores locales de bajo rango no serán juzgados.
Esto se aplica a muchos, pero muchos otros se sienten satisfechos con la Corte
porque la idea de cumplir órdenes de un superior tiene un sentido intrínseco en
una sociedad organizada en torno a patrones de relación patrón-cliente, superior-
inferior.

Si los tribunales condenan sólo a los líderes más altos y a los máximos responsables de ese
régimen, apoyo la idea porque los líderes Jémeres Rojos de rango inferior son los padres, los
hijos y los parientes de los aldeanos, y sobre todo, son todos jémer. Son inocentes. Ahora
quieren vivir en paz como los otros en la comunidad. La ideología de ese régimen les enseñó
a ir por el camino equivocado; también ellos son víctimas de la ideología de los Jémeres
Rojos (Kampot, campesino de 60 años).

La Corte no debería procesar a las autoridades de bajo rango de los distritos, municipalidades
o aldeas. Es igual que con el régimen actual, las autoridades inferiores sólo son seguidores
(Svay Rieng, monja mayor de 60 años).

Una persona encuestada en un estudio realizado por Suzannah Linton contestó
que: “en el pasado Camboya era insegura y en guerra porque los grupos de liderazgo
estaban separados, calumniándose entre sí y haciendo propaganda para que la gente
apoyara a uno u a otro. Al final hubo guerra, y las víctimas fueron el pueblo inocente
que no entendía nada y que seguía a sus líderes y según los llevaba el viento”.89

Estas citas indican un peligro potencial para un tribunal que se centra sólo en el
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liderazgo: puede reforzar la personalidad autoritaria de la sociedad, llevando a pensar
que cumplir con las órdenes recibidas es una justificación para cometer atrocidades.
Si no se presta mucha atención a este problema, las Cámaras Extraordinarias pueden
transmitir como mensaje que es correcto cumplir órdenes, y reafirmar que los líderes
son los únicos realmente responsables por los crímenes.

De hecho, en una reunión con ONG locales, el funcionario más antiguo de
Relaciones Públicas de la ONU ante las Cámaras Extraordinarias, Peter Foster,
explicó que su afiche de campaña de ayuda fue diseñado en parte para “garantizarles”
a los líderes Jémeres Rojos de bajo rango que no estarían en la mira.90 El Instituto
Jémer para la Democracia (Khmer Institute of Democracy), una ONG camboyana
local, al comienzo también encaró una campaña de apoyo con fondos de occidente,
con el fin de reasegurar que los perpetradores de bajo rango no serán
responsabilizados.

Este mensaje no sólo es peligroso para la sociedad camboyana, sino que también
se opone a los objetivos de la justicia internacional. El derecho internacional
claramente establece que las órdenes de superiores no son una justificación para el
genocidio ni para los crímenes de lesa humanidad.91 Si bien en la práctica, pueda
no ser posible juzgar a todos los culpables, los tribunales penales internacionales, al
menos, deberían intentar promover el espíritu de la ley, que condena incluso a
aquéllos que cumplieron órdenes para cometer atrocidades en masa. 92

Uno de los peligros que presentan las Cámaras Extraordinarias es que
sancionando sólo a los que dieron las órdenes, reforzará la percepción incorrecta:
los que siguieron a sus superiores, sea cual fuese la órden, carecen de culpa. Hay
razones para creer que fue justamente este tipo de ideología lo que permitió que
ocurrieran los crímenes.

Formación de una cultura de impunidad para los
actores extranjeros que cometieron crímenes graves en Camboya

El mandato temporal de la jurisdicción de las Cámaras Extraordinarias comienza el día
en que la Kampuchea Democrática toma Phnom Penh, y termina el día en que las
tropas vietnamitas toman la ciudad en 1979. Al limitar los poderes de la Corte de tal
manera, la jurisdicción efectivamente elimina la posibilidad de juzgar los delitos cometidos
durante la guerra más prolongada que precedió y siguió al periodo de la KD.

Suponiendo que no habrá nuevos intentos —además de las Cámaras
Extraordinarias— para perseguir a los que quedaron fuera de la jurisdicción de la
Corte, las limitaciones de ésta podrían socavar el desafío más abarcativo de justicia
internacional. Descartar a algunos perpetradores, sobre todo a los de las naciones
poderosas que cometieron personalmente delitos serios, puede dar la impresión de
que las normas internacionales se aplican sólo a los que carecen del poder para
poder incumplirlas.
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Podría afirmarse que la guerra en realidad comenzó el 4 de octubre de 1965
cuando las fuerzas estadounidenses iniciaron una campaña de bombardeos secretos
en Camboya, como parte de su conflicto con Vietnam. Durante casi ocho años,
Estados Unidos arrojó 2.756.941 toneladas de bombas sobre 113.710 blancos en
Camboya.93 Para verlo en perspectiva, los Aliados arrojaron más de 2 millones de
toneladas de bombas durante toda la Segunda Guerra Mundial. El resultado fue la
casi total destrucción de Camboya.94

Ben Kiernan había calculado que entre 50.000 y 150.000 civiles camboyanos
murieron como resultado de los bombardeos ilegales estadounidenses; a la luz de
una reciente publicación de datos del gobierno estadounidense, ahora sugiere que
el número es seguramente mayor.95 La Comisión Finlandesa de Investigación sobre
Kampuchea calcula que unos 600.000 camboyanos (o sea el 10% de la población)
murieron como resultado de la filtración de la Guerra de Vietnam en Camboya.96

Otros dos millones más se convirtieron en refugiados y el 75% de los animales
domésticos (cruciales en una sociedad básicamente agrícola) fue destruido.

Kiernan también denuncia que los bombardeos tuvieron un papel directo
para facilitar el advenimiento de los Jémeres Rojos. Este autor reproduce una historia
relatada por el periodista Bruce Palling, quien le preguntó a un antiguo oficial de
los Jémeres Rojos si sus fuerzas habían usado el bombardeo como propaganda anti-
estadounidense. El oficial de los Jémeres Rojos respondió:

Cada vez que había un bombardeo, llevaban a la gente a ver los cráteres, para que vieran
lo grandes y profundos que eran, para que vieran cómo se había abierto la tierra y cuánto
se había quemado [...]. La gente común a veces se cagaba literalmente en los pantalones
cuando llegaban las bombas y las minas grandes. Se les congelaba la mente y andaban por
ahí mudos por tres o cuatro días. Aterrorizados y medio locos, todos estaban listos para creer
lo que les contaban.97

Cuando terminó la Guerra de Vietnam, continuó la guerra “civil” en Camboya
entre las fuerzas Lon Nol apoyadas por los estadounidenses y las fuerzas anti-
estadounidenses de los Jémeres Rojos, con apoyo de Vietnam y de China. Finalmente
los estadounidenses salieron de Camboya dejando que los Jémeres Rojos se
apropiaran de la capital unos días más tarde.98

Durante el reinado de la Kampuchea Democrática, China era sin duda el
apoyo más importante de la nación. El gobierno chino invirtió enormes sumas en
ayuda militar y económica para el flamante gobierno. El historiador Phillip Short
detalla la larga lista de equipamiento militar, ayuda económica y recursos personales
ofrecidos por los chinos —con un total quizás superior a los 3.400 millones de
dólares en dinero de hoy—.99

Una vez que los vietnamitas invadieron Camboya para derrocar la Kampuchea
Democrática a finales de 1978, la política internacional había dado un giro. Los
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estadounidenses, que una vez habían luchado contra Kampuchea Democrática,
ahora salieron en su defensa. Apoyaron a la KD contra la “agresión vietnamita”,
haciendo la vista gorda a la enorme cantidad de evidencias de asesinatos en masa y
hambruna.100 La ONU, Occidente y China mantuvieron su apoyo a los líderes de
la KD durante toda la Guerra Fría, hasta la ATNUC en la década del ‘90.101

Sin embargo, incluso después de la ATNUC, continuaron las escaramuzas
dentro de Camboya hasta que el actual gobierno camboyano alrededor de 1998
debilitó lo suficiente a las fuerzas de la guerrilla. En total, se trata de una guerra de
33 años, de la cual los tres años y medio del reinado de la Kampuchea Democrática
fueron, lejos, los peores.

Al analizar la política que subyace a las Cámaras Extraordinarias, la editorial
del New York Times una vez observó que: “Todos los miembros del Consejo de
Seguridad, por ejemplo, podrían ahorrarse pasar vergüenza si restringieran el alcance
del juzgamiento a los crímenes cometidos dentro de Camboya durante los cuatro
años espantosos del gobierno de los Jémeres Rojos”.102

De hecho, eso es lo que pasó. La jurisdicción de la Corte ha garantizado que
las naciones poderosas se ahorren la vergüenza, y eviten evaluar sus roles respectivos
a lo largo de toda la guerra. El resultado es un gran peligro de que esta Corte
limitada reemplace la posiblidad de que se determinen las responsabilidades de
manera abarcativa.

Para que no queden dudas, la causa más frecuente de las muertes de la mayoría
de la gente durante toda la guerra fue el régimen de la Kampuchea Democrática,
que asesinó a casi dos millones de personas.103 Pero, ¿no debería ser el objetivo de
los defensores de la justicia internacional hacer una investigación exhaustiva de las
causas de la atrocidad y de la responsabilidad contundente por todos los crímenes y
de todos los participantes? Cualquier restricción amenaza con arruinar este proceso
relativamente nuevo de justicia penal internacional, haciéndolo aparecer como
selectivo. Existe un caso en el que Estados Unidos por sí solo cometió graves
violaciones a las Convenciones de Ginebra, bombardeando sistemáticamente
objetivos civiles conocidos.

Los camboyanos escolarizados ya sienten la desilusión. Heng Monychenda, el
Director Ejecutivo de la ONG camboyana local de Buddhism for Development,
dijo “vi a los chinos en esa época [durante la Kampuchea Democrática], vi películas
de los chinos en los campos”. Se siente “desilusionado” y quiere saber “por qué no
están comprometidos los chinos [en el proceso de la Corte]; ¿por qué no están
comprometidos los estadounidenses?”104 Para líderes inteligentes como Monychenda
no se trata de negar la culpa, sino de compartirla con justicia.

Pero un proyecto más amplio de justicia podría lograr asimismo que los
camboyanos comunes aceptaran el rol de Camboya en lo sucedido. Sin una
investigación abarcativa, se deja abierta la puerta para que los camboyanos le asignen
la culpa a los extraños, rechazando las decisiones de las Cámaras Extraordinarias.
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En defensa de la Corte, podría esgrimirse que la asignación de responsabilidad
de una parte de los crímenes es mejor que nada. Pero al permitir que la “comunidad
internacional” participe en el juicio a la Kampuchea Democrática sin comprometerse
en ningún proceso de reflexión propia, las Cámaras Extraordinarias corren el riesgo
de deslegitimar los juicios penales internacionales y quizá hasta de promover la
impunidad.105

Normalización de las expectativas para
los procesos penales internacionales

Hasta ahora, el presente artículo ha sostenido que las Cámaras Extraordinarias no
son adecuadas para cumplir con los tres objetivos principales que se le adjudicaron:
promover el Estado de Derecho, suministrar justicia y propiciar la reconciliación.
El artículo también ha afirmado que hay algunos daños potenciales asociados al
diseño de este proceso.

De hecho, cuando estos objetivos se analizan a la luz de la situación real de
Camboya, empiezan a parecer justificaciones post-hoc para un juicio occidental.106

Las Cámaras Extraordinarias están tan mal diseñadas para suministrar un sentido
de justicia, promover el Estado de Derecho o propiciar la reconciliación que es
difícil imaginar que hayan sido creadas, de hecho, para cumplir con dichos objetivos.

¿Cuáles son las verdaderas razones que subyacen al apoyo de este juicio? Se
puede especular al respecto. Para el gobierno camboyano puede ser el deseo de acentuar
la legitimidad que obtiene al recordarle al pueblo el rol que le cupo al terminar con el
régimen de la Kampuchea Democrática.107 Es probable que cada nación donante
considere, a su vez, su propia política nacional. Las Naciones Unidas pueden sentir
culpa institucional, por el reconocimiento que le dieron a la Kampuchea Democrática
en los ’80. Es imposible saberlo a ciencia cierta.

Pero mientras la retórica de estas cortes internacionales, como las Cámaras
Extraordinarias, es cada vez más fuerte, las Cortes, en sí mismas, pueden distraerse
de lo que realísticamente pueden conseguir.108

En última instancia, los tribunales penales internacionales son simplemente
tribunales penales en un escenario más grande. Éstos deben operar dentro de los
confines estrictamente impersonales del derecho penal.109 Desde hace mucho los
filósofos identifican al derecho penal como aquél que se centra en un daño cometido
y en la pregunta de quién debe ser condenado —si es que hay alguien— y castigado
por dicho daño.110 Cualquier otro propósito que se le adscriba a dichos juicios
internacionales queda fuera del ámbito de lo que ellos, como cualquier otro juicio
penal, están destinados a hacer.111

De hecho, muchas de las agendas pendientes de las cortes penales
internacionales son exactamente el tipo de cosa por la que se critica al derecho
penal de no hacer: curar a las víctimas, propiciar la reconciliación y desarrollar una
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comprensión común del pasado.112 Los defensores de la justicia reparadora hace
mucho que critican al derecho penal porque transfiere problemas a un contexto
profesionalizado de la justicia penal en el que ni la víctima ni el criminal tienen la
verdadera posibilidad de participar.113 Malcolm Gladwell sostiene: “la
impersonalidad de los códigos es lo que hace justa a la ley. Pero también es lo que
puede hacer que el sistema jurídico sea tan doloroso para las víctimas, que no
encuentran un lugar para sus voces, para su ira y para sus experiencias. Los códigos
castigan, pero no pueden curar”.114

Las Cámaras Extraordinarias padecen este tipo de expectativas inadecuadas.
En lugar de intentar meter una pieza cuadrada (el sentido de justicia y de
reconciliación de la víctima) en un agujero redondo (el proceso penal de estilo
occidental), quizá las expectativas de la Corte deberían alinearse con el tipo de
cosas que los tribunales penales hacen normalmente (buscar y castigar a los
criminales). En ese caso, la Corte debería evaluarse según logre identificar y procesar
justamente a esos individuos que caen dentro de su mandato. Y si encarcelar a
algunos pocos ancianos por los pocos años que les quedan suena poco satisfactorio,
entonces ésa es la señal de que deben estudiarse otros juicios, especialmente diseñados
en función de las víctimas. Crear una percepción correcta de lo que un tribunal
puede lograr en términos realistas es un primer paso hacia el suministro de justicia
para las víctimas camboyanas.

Seguir adelante en Camboya

Hay cada vez más autores que proponen que frente a las atrocidades masivas, en
muchos casos las soluciones legales son menos deseables que otros procesos que
resuenan mejor en la sociedad local.115 Fletcher y Weinstein sostienen que el “énfasis
en los juicios penales eclipsa la atención en otras opciones, para alcanzar estos mismos
fines. Además, el énfasis legal ignora la amplia literatura sobre la violencia
colectiva”.116

El Profesor Mark Drumbl afirmó que “dadas la importantes características
peculiares de cada genocidio y las diferencias entre los genocidios, las modalidades
para garantizar la responsabilidad y para fomentar la curación deben variar en cada
caso en particular. Por ende, puede haber muchas respuestas políticas al genocidio,
y la eficacia de cada una depende de la situación que se tenga entre manos”.117

¿Cuáles serían las respuestas no jurídicas al periodo de la Kampuchea
Democrática que contribuirían al Estado de Derecho, a los sentimientos de justicia
o a la reconciliación?

Propiciar el Estado de Derecho en Camboya empieza con un análisis de los
obstáculos a dicho Estado de Derecho y con una reflexión acerca de si esfuerzos
tales como una capacitación al poder judicial son en realidad efectivos, o si, por el
contrario, atrincheran y recompensan a los miembros del partido gobernante. Como
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ya se trató brevemente, para obtener una cultura de Estado de Derecho de estilo
occidental en Camboya, lo mejor es promover el cambio social que desbarranque
las dinámicas resguardadas del poder. Pero las insurrecciones de poder en Camboya
—sobre todo las provocadas por los extranjeros—, estuvieron siempre acompañadas
por una violencia terrible. Si un cambio social tan profundo es, en verdad, lo mejor
para Camboya, o si los actores extranjeros deberían o no participar en tales
actividades, es un tema que merece un ulterior debate.

Asimismo, para comenzar un proceso de verdadera justicia, se podría empezar
por identificar los elementos más importantes de la justicia según la percepción de
los camboyanos. Una investigación más profunda podría entender el interés en
castigar a los muertos, como han sugerido algunas víctimas: poniendo cadenas en
la tumba de Pol Pot, construyendo una prisión para los nombres y las fotos de los
líderes de la Kampuchea Democrática, u oficiando ceremonias budistas para refrenar
los espíritus de esos líderes muertos y conmemorar así a las víctimas.

Tal vez, un proceso basado en el somroh-somruel podría darle al pueblo la
oportunidad de relatar sus historias y quizá tratar la culpabilidad de los
perpetradores de más bajo rango y sus defensores que aún viven en las aldeas
camboyanas junto con las víctimas. Pero queda por verse si un proceso así concita
el interés del pueblo común.

Además, es importante empezar a estudiar los tipos de educación sobre la
historia que influirán más sobre la nueva generación joven, que actualmente halla
difícil creer las historias de sus padres sobre el pasado.118 Un estudio reciente sobre
la perspectiva de la generación joven sobre el genocidio observó específicamente
que es necesario enseñar historia “de tal modo que se propicie la aceptación de la
responsabilidad y el hacer las paces con el genocidio, en lugar de negar que los
jémeres mataron a los jémeres y que la influencia extranjera fue lo que lo ocasionó”.119

Por otra parte, sería útil encarar estudios más profundos sobre la relación
camboyana con la autoridad y cómo evitar que las generaciones futuras sigan a sus
líderes por el camino de las masacres masivas. Un tema con tantos matices y de
tanta sensibilidad cultural merece una exploración cuidadosa así como programas
de seguimiento elaborados por los camboyanos.

Además deberían impulsarse otros procesos menos legales para analizar la
responsabilidad extranjera en Camboya, incluyendo la campaña estadounidense de
bombardeos. El mero hecho de que un tribunal internacional tal vez no sea viable
políticamente para juzgar delitos cometidos por estadounidenses o chinos, sugiere
que deberían encararse esfuerzos no legales. Los esfuerzos por remover las minas y
las campañas de educación pública podrían centrar la atención en los daños actuales
de dichos crímenes y reconocer a sus víctimas. Llevar las historias de los bombardeos
al territorio estadounidense también podría cumplir un propósito importante.

En esencia, los que buscan responder a las atrocidades sistemáticas suelen
considerar la posibilidad de abordar las necesidades de la sociedad desde la perspectiva
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de la gente que vive en ella. Esto no es un concepto original. Ariel Dorfman sostiene
que debemos pensar “desde abajo hacia arriba” y tener “confianza en que los que
más fueron lastimados son los que mejor saben cómo reparar la destrucción”.120

Ello también puede incluir la voluntad de reconocer que la gente no quiera lidiar
con el pasado.121

Éste es el desafío que enfrenta el personal de las Cámaras Extraordinarias. Una
vez que se reconozcan las limitaciones de un proceso legal, ¿se dedicarán los Estados
donantes, la comunidad internacional y las ONG internacionales a escuchar a los
camboyanos, y a llevar adelante la agenda del pueblo con la misma energía y pasión
con la que se han abocado a un juicio que cumple con los estándares internacionales
del debido proceso? ¿Y se hará cargo el gobierno camboyano de las voluntades del
pueblo con el mismo fervor con el que ha usado el turbulento pasado de la nación
para ganar ventaja política?

Tal como están, la retórica y las prioridades de las Cámaras Extraordinarias
parecen alejadas de las prioridades del pueblo. Sin embargo, si bien llevó más de
una década alcanzar este punto, los acusados son bastante ancianos, la mayoría de
los camboyanos son jóvenes y aún hay tiempo para reenfocar.

Conclusión

Los acontecimientos de la última década muestran que los juicios penales
internacionales rápidamente se están convirtiendo en la respuesta predilecta a las
atrocidades masivas.122 Pero tal como se citó en este artículo, Stover, Fletcher,
Weinstein y otros están enviando sus investigaciones a la ICTY y a la ICTR, a
modo de prevención, ya que no encuentran “un vínculo directo entre los juicios
penales y la reconciliación” y porque “para los sobrevivientes de guerras étnicas y de
genocidios la idea de ‘justicia’ conlleva más que juicios penales”.123 La investigación
sobre Camboya presentada aquí sugiere que con las Cámaras Extraordinarias podría
darse una reacción similar. Sin embargo, los juicios parecen progresar con poca
reflexión sobre dichos hallazgos.

La comunidad internacional ha hecho una inversión importante en las
Cámaras Extraordinarias. La inversión de fondos extranjeros, que ha superado
los 50 millones de dólares en tres años, es sólo una gota en un balde comparado
con lo invertido en desarrollo para Camboya.124 Pero la inversión política ha sido
enorme: las negociaciones para crear la Corte duraron más de diez años. La
reflexión es que hemos llegado tan lejos que no podemos dejar que este proceso
se interrumpa ahora.

Las Cámaras Extraordinarias bien pueden haber alcanzado un punto sin
retorno. Pero hay lecciones en esta historia. En primer lugar, el trabajo de lidiar con
la herencia de la Kampuchea Democrática no acabará con los últimos juicios ante
las Cámaras Extraordinarias. Los próximos pasos, si están motivados por el pueblo
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camboyano, quizá tengan lugar fuera de la esfera legal, pero necesitarán la misma
seriedad, compromiso y fondos que un proceso jurídico.

En segundo lugar, cuando los futuros expertos internacionales debatan sobre
las respuestas adecuadas a nuevas atrocidades, sería bueno que aprendieran de las
experiencias del pasado y se comprometieran con un análisis cultural detallado del
papel que los juicios penales pueden desempeñar con realismo y abordar así, con la
mente abierta, las propuestas del pueblo. Una buena manera de empezar a obtener
respuestas futuras podría ser indagando: ¿qué quieren los miembros de la sociedad?
Por lo que sé, nadie formuló nunca esa pregunta en Camboya.125
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Introducción

Después de casi 20 años de violencia en el norte de Uganda, se dio inicio al proceso
hacia la reconciliación, aunque todavía el gobierno no ha llegado a un acuerdo de paz
con el ERS. Si bien ha sido difícil pactar con el Lord’s Resistance Army, diferentes
artículos han empezado a analizar cómo se puede incentivar en Uganda una
reconciliación a largo plazo, en vistas al juzgamiento pendiente de cinco comandantes
del ERS ante la Corte Penal Internacional (CPI). Como miles de ex miembros del
ERS regresaron a sus comunidades después de aprovechar el beneficio de la amnistía
ofrecido por el gobierno ugandés —conforme la Ley de Amnistía del año 2000—,
los funcionarios del gobierno, las organizaciones no gubernamentales (ONG) y los
académicos comenzaron a prestar más atención a los temas de reintegración y
reconciliación. Más aún, cuando la CPI inició su investigación sobre los principales
líderes del ERS en 2004, la comunidad internacional se dispuso a analizar de qué
modo el rol de la CPI podría entrar en contradicción con las negociaciones de paz y
con el uso de métodos de resolución tradicional de conflictos mediante mecanismos
de reconciliación en el norte de Uganda. Mientras los negociadores se esfuerzan por
llegar a un acuerdo de paz y las víctimas del ERS luchan por perdonar y reintegrar a
los ex rebeldes del ERS que volvieron del campo, es fundamental evaluar hasta qué
punto la prosecución de la justicia por medio de un juicio haría avanzar hacia la
verdadera reconciliación, o la impediría. Este artículo, por lo tanto, analiza si la Ley
de Amnistía y la estructura de mecanismos tradicionales que apuntan a la ayuda del
proceso de reintegración y reconciliación en la región coinciden con los objetivos que
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persigue la comunidad internacional cuando estableció la CPI para hacer justicia y
evitar la impunidad.

En teoría, dentro del contexto posterior al conflicto del norte de Uganda, la
reconciliación significaría la admisión de la culpa por parte de los perpetradores y el
perdón de las víctimas mediante algún tipo de diálogo. Las comunidades reintegrarían
a los ex miembros del ERS y las víctimas recibirían apoyo para permitirles el regreso
a sus hogares y el restablecimiento de sus vidas. Las comunidades recibirían asistencia
social y económica para que la región, como un todo, pudiera superar el conflicto que
la sumió en el empobrecimiento y la marginalización. Aunque los métodos de
reconciliación necesariamente difieren según la situación particular, algunas
herramientas la fomentan con más éxito que otras. Este artículo analiza cuán eficaz
pueden ser la Ley de Amnistía de Uganda y la resolución tradicional de conflictos
mediante mecanismos de reconciliación para incentivar a esta última, tanto durante
como después del conflicto.

Este trabajo sostiene que la justicia y la reconciliación en el norte de Uganda
demandarían más que una amnistía y que el uso de mecanismos tradicionales, por
cuanto éstos apuntan más a finalizar el conflicto y a estimular la reintegración de ex
combatientes, respectivamente, que a administrar justicia. Para abordar los intereses
de las víctimas del conflicto, serían necesarios una reparación para ellas y sus
comunidades, así como un proceso de búsqueda de la verdad. Además, el juzgamiento
de los líderes más importantes del ERS por parte de la CPI habría sido de ayuda para
incentivar la administración de justicia, si ello hubiera sucedido antes del actual diálogo
por la paz.

La primera parte de este trabajo suministra información de fondo sobre el
conflicto en el norte de Uganda. La segunda parte describe la Ley de Amnistía de
Uganda y explica cómo es la resolución tradicional de conflictos por medio de métodos
de conciliación entre el pueblo Acholi. La tercera parte trata sobre diversos mecanismos
usados en países como Sudáfrica, Sierra Leona y Ruanda para promover la justicia y
la reconciliación. Asimismo sostiene que un proceso de búsqueda de la verdad y un
sistema de reparación ayudarían a incentivar la reconciliación en el norte de Uganda,
mientras que los actuales procesos de la CPI hacia los líderes del ERS tendrán una
utilidad cada vez más limitada en Uganda.

Trasfondo del conflicto en el norte de Uganda

La guerra en esta región duró 19 años, desde que el Presidente Yoweri Museveni y el
Movimiento de Resistencia Nacional (MRN) [National Resistance Movement]
asumieron el poder en 1986. El Ejército de Resistencia del Señor (ERS) nació del
Movimiento del Espíritu Santo de Alice Auma Lakwena (MES) [Alice Auma Lakwena’s
Holy Spirit Movement] cuyo propósito era derrocar al gobierno del MRN recientemente
establecido. El ERS gozó de apoyo entre 1986 y 1987. Cuando Lakwena huyó a
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Kenia en 1987, después de que sus fuerzas sufrieran fuertes bajas en una batalla con el
MRN, su supuesto primo, Joseph Kony, asumió el liderazgo de lo que quedaba del
MES.2

Bajo las órdenes de Kony, aparentemente se buscaba derrocar al gobierno de
Uganda con sede en la capital sureña de Kampala y gobernar el país según los Diez
Mandamientos. Sin embargo, el ERS en realidad carecía de una “ideología coherente,
una agenda política racional y apoyo popular”.3 El ERS nunca cruzó el Río Nilo, que
divide las regiones del norte y del sur y, en cambio, atacó a la población civil del norte
de Uganda, a la cual Kony alegaba estar castigando por sus pecados, sobre todo el de
no apoyarlo.4 Debido a la falta de respaldo popular, el ERS armó sus fuerzas casi
exclusivamente por medio del secuestro y la conscripción forzada de niños entre 11 y
15 años.5

El gobierno de Sudán apoyó fuertemente al ERS hasta 2002 cuando Uganda y
Sudán firmaron un tratado mediante el cual ambos países se comprometieron a dejar
de apoyar a los insurgentes de cada uno.6 Con el aval del gobierno sudanés, la Fuerza
de Defensa del Pueblo Ugandés (FDPU) [Ugandan People’s Defence Force] lanzó una
ofensiva militar en marzo de 2002 contra el ERS, conocida como “Operación Puño
de Hierro”. Si bien el FDPU supuestamente tendía a erradicar al ERS atacando sus
campos en el sur de Sudán, el ERS, en cambio, volvió a huir al norte de Uganda,
donde se intensificaron los combates y los secuestros.7 El ERS también expandió su
escenario de guerra a la región oriental de Uganda, que había estado hasta entonces
menos afectada por el conflicto.8 Desde el comienzo de la Operación Puño de Hierro,
el número de personas desplazadas internamente creció de 450.000 a 1.600.000.9

Más aún, desde mediados de los ’90, aproximadamente tres cuartas partes de las
poblaciones de los distritos de Gulu, Pader y Kitgum en el norte de Uganda fueron
desplazadas.10

Las atrocidades del ERS incluyeron matanzas, golpes, mutilaciones, secuestros,
reclutamiento forzado de niños y adultos y violencia sexual contra niñas, que servían
como “esposas” o esclavas sexuales de los comandantes del ERS.11 Los miembros del
ERS eran entre 1000 y 3000, de los cuales entre 150 y 200 eran comandantes y el
resto eran por niños secuestrados (el ERS secuestró aproximadamente a 20.000 niños
en los 19 años de conflicto).12 Durante el curso del conflicto, el ERS saqueó y quemó
casas, graneros, tiendas y aldeas en el norte de Uganda.13 Además, la Fuerza de Defensa
del Pueblo de Uganda también cometió violaciones de derechos humanos de civiles
en esa región, tales como ejecuciones extrajudiciales, arresto arbitrario, tortura, violación
y agresión sexual, reclutamiento de niños y reasentamiento por la fuerza.14 En líneas
generales, este conflicto prolongado ha tenido un impacto socio-económico y
psicológico grave en toda la población acholi.15

En diciembre de 2003, el Presidente Museveni elevó el caso del ERS a la Corte
Penal Internacional. El gobierno de Uganda supuestamente concibió la presentación
como una estrategia para comprometer a la comunidad internacional y, sobre todo,
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para aumentar la presión internacional sobre Sudán con el fin de que suspendiera su
apoyo al ERS.16 En octubre de 2005, la CPI libró acusaciones y pedidos de arresto
para Kony y para otros cuatro líderes, Vincent Otti, Okot Odhiambo, Dominic
Ongwen, y Raska Lukwiya. Los delitos que se les imputan incluyen violación, asesinato,
esclavización, esclavización sexual y alistamiento forzado de niños.17 Hasta la
elaboración del presente trabajo, ninguno de los inculpados se hallaba bajo la custodia
del gobierno ugandés ni de la CPI y, supuestamente, Lukwiya fue asesinado
recientemente.18

En la primavera de 2006 hubo un cambio importante en el conflicto cuando el
ERS empezó a autodefinirse como un movimiento motivado políticamente y con
reclamos legítimos respecto de la marginalización del norte y este de Uganda. En este
sentido, Kony apareció en mayo de ese año por primera vez en un video en el que
hablaba de la paz y negaba la participación del ERS en crímenes de guerra.19 Más
importante aún es que en mayo y junio de ese mismo año hubo una serie de reuniones
entre Kony y Riek Machar, Vicepresidente de Sudán del Sur y segundo comandante
en jefe del Movimiento de Liberación del Pueblo de Sudán [Sudan People’s Liberation
Movement]. El SPLM (por sus siglas en inglés) supuestamente tomó el lugar de
mediador de paz porque sus líderes reconocieron que el ERS amenazaba el potencial
de estabilidad y desarrollo en el sur de Sudán.20 A mediados de julio, el gobierno de
Uganda empezó a negociar activamente por la paz con el ERS.21 A pesar de los
procesamientos de la CPI, Museveni le ofreció una amnistía a Kony, si él se entregaba.
Finalmente, el 26 de agosto de 2006, se produjo un cese del fuego y desde entonces
hay diálogos por la paz en el sur de Sudán. El ERS y el gobierno de Uganda están
negociando actualmente el tema del desarme, de la reconciliación y del cambio político
en el norte del país. Museveni se comprometió a que, una vez que el ERS y el gobierno
firmen un acuerdo de paz, el gobierno de Uganda trabajará para que la CPI levante
los cargos. El gobierno también anunció que fijará un fondo de 340 millones de
dólares para ayudar a esa región.22

Mecanismos en Uganda

Amnistía

Aún antes de que el conflicto del norte de Uganda tuviera un final claro a la vista, los
estudios sobre el tema ya habían empezado a tratar los problemas de la reintegración
y la reconciliación. Dicho argumento merece atención porque cuando el ERS y el
gobierno de Uganda todavía no habían llegado a negociar un acuerdo de paz exitoso,
miles de ex miembros del ERS habían pedido la amnistía y regresado a sus
comunidades.23 Aunque el conflicto continuaba, las comunidades en el norte del país
habían comenzado a reintegrar a los ex rebeldes del ERS y a trabajar en la reconciliación
por medio de mecanismos tradicionales de resolución de conflictos. La primera y la
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segunda parte de este trabajo, por lo tanto, exploran las características de la Ley de
Amnistía y de las ceremonias tradicionales de los acholis y analiza cómo estos dos
mecanismos por sí solos quizá no sean suficientes para alcanzar la reintegración y la
reconciliación, tanto durante como después del conflicto.

Las características de la Ley de Amnistía

Los líderes religiosos y culturales del norte de Uganda han encabezado el movimiento
para poner fin al conflicto por medio de la amnistía.24 Así, el objetivo de la Ley de
Amnistía del año 2000 es detener el ciclo de violencia en la región estimulando a los
combatientes de los diversos grupos rebeldes a que abandonen sus insurgencias sin
temor a ser perseguidos penalmente.25 La ley, por lo tanto, declara la amnistía con
respecto a cualquier ugandés que haya participado en la guerra o en la rebelión armada
contra el gobierno de Uganda desde el 20 de enero de 1986. Los amnistiados por esta
ley reciben “absolución, perdón, exención o sobreseimiento de toda demanda penal y
de cualquier tipo de forma de castigo por parte del Estado”.26 A continuación se
describen las cláusulas de la ley para el otorgamiento de la amnistía, así como las
instituciones que establece con dicho propósito.

Para reunir los requisitos que permitan acogerse a la amnistía, el solicitante debe
haber participado realmente en el combate, colaborado con los perpetradores de la
guerra o de la rebelión armada, cometido un crimen en la prosecución de la guerra o
de la rebelión armada, o apoyado o ayudado a conducir o proseguir con la guerra o
con la rebelión armada.27 El gobierno no perseguirá ni castigará a tales personas, si
éstas se presentan ante la autoridad gubernamental más cercana o central, renuncian
y abandonan su participación en la guerra o en la rebelión armada y entregan las
armas que tengan en su poder.28 Al renunciar a la participación, las declaraciones de
los rebeldes no necesitan ser complejas ni especificar los crímenes por los cuales se
solicita la amnistía.29 Después que un rebelde cumple los pasos anteriores, se convierte
en un “ex combatiente”, y su expediente es revisado por la Comisión de Amnistía, la
que luego libra un Certificado de Amnistía, con el cual se cierra el proceso.30

En este sentido, la Ley de Amnistía establece una Comisión de Amnistía,
compuesta por un presidente, que es un juez de la Corte Suprema (o una persona con
los requisitos para serlo) y por otras seis personas de alta integridad moral.31 Los
objetivos de la Comisión son “convencer a los ex combatientes para que se beneficien
con la amnistía e incentivar a las comunidades a reconciliarse con los que cometieron
los daños”.32 Entre sus funciones, la Comisión debe específicamente controlar los
programas de desmovilización, reintegración, y el reasentamiento de los ex
combatientes, así como coordinar un programa para sensibilizar al público en general
respecto de la Ley de Amnistía.33 Según el Centro Internacional para la Justicia
Transicional, la Comisión parece ser eficiente y trabajar bien a pesar de las circunstancias
difíciles, como por ejemplo, la falta de fondos suficientes.34 Aparentemente también
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mantiene una buena relación con la sociedad civil del norte de Uganda.35 Asimismo,
la ley crea un Equipo de Desmovilización y Reasentamiento compuesto por siete
miembros, que funciona en el ámbito regional para implementar la amnistía mediante
el establecimiento de programas que confisquen armas, desmovilicen, reubiquen y
reintegren a los ex combatientes.36

En 2005 la Comisión empezó a conducir un programa de desarme,
desmovilización y reintegración para ayudar a los ex combatientes a iniciar una nueva
vida.37 El programa les ofrece “paquetes” de reasentamiento que incluyen 263.000
peniques ugandeses (US $150) y un equipo para el hogar con elementos como un
colchón, una manta, cacerolas, platos, vasos, una hoz, harina de maíz y semillas.38 Los
fondos para estos paquetes de reasentamiento han sido limitados, dejando
aproximadamente a unos 10.000 ex rebeldes sin ellos (de un total de 15.000 ex
combatientes). Sin embargo, el Programa Multinacional de Desmovilización y
Reintegración (MDRP, por sus siglas en inglés) del Banco Mundial otorgó US
$450.000 a comienzos de 2005 y la Comisión anticipa que el MDRP liberará más
fondos de los presupuestados, según las necesidades.39 Por último, si bien el Equipo
de Desmovilización y Reasentamiento supuestamente monitorea a los ex combatientes
durante un máximo de dos años, de hecho hay pocos programas a largo plazo, y la
reintegración en general está mal coordinada y posee fondos escasos.

Limitaciones de la Ley de Amnistía

La Ley de Amnistía puede llegar a fracasar como mecanismo para la reconciliación
porque las medidas  de reasentamiento han sido demasiado polémicas, y porque la
Comisión no extendió sus funciones para incluir un proceso de búsqueda de la verdad.
En primer lugar, las medidas de reintegración del Equipo de Desmovilización y
Reasentamiento, en general, han sido la principal debilidad del actual proceso de
amnistía, y los paquetes de reasentamiento han sido particularmente polémicos en el
norte de Uganda. Ellos pueden fomentar el resentimiento y dañar la reconciliación, a
menos que el gobierno se maneje con una mayor sensibilidad.40 Muchos ex rebeldes
consideran que la distribución desigual de los paquetes de reasentamiento realizada
por el gobierno es una falta de honor a sus compromisos con los ex combatientes.41

Según el Proyecto de Ley de Refugiados [Refugee Law Project], el tema de los
reasentamientos se ha convertido en “el tema principal […] de la Ley de Amnistía para
la mayoría de los ex combatientes entrevistados y es el problema más importante
cuando se considera la posibilidad actual para la reintegración a la región”.42 Además,
algunos desplazados no combatientes empobrecidos están enojados porque perciben
dichas medidas como una recompensa perversa para los ex rebeldes por haber cometido
atrocidades.43 Las comunidades a veces no pueden comprender por qué el gobierno
ofrece ayuda a los ex rebeldes y no a los miembros de otras comunidades a las que
victimizaron.44
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Más aún, el tema de los reasentamientos creó divisiones no sólo entre los ex
rebeldes y sus comunidades, sino también entre los ex rebeldes entre sí.45 El tratamiento
que se dá a los ex rebeldes de alto rango y a los ex desplazados promedio es muy
disímil. Con frecuencia, los ex rebeldes del ERS regresan a sus casas o a los campamentos
de los desplazados internos sin el paquete de reasentamiento o con uno demorado y
con prácticamente ningún seguimiento ni control por parte del gobierno. Los ex
rebeldes de alto rango, en cambio, reciben protección las 24 horas por parte de la
policía de Uganda y viven en barracas policiales o en un hotel remodelado de Guru.46

En segundo lugar, la Ley de Amnistía podría fracasar en su potencial como
herramienta de reconciliación, porque la Comisión no cumplió con sus funciones
más amplias, que deberían incluir un proceso de búsqueda de la verdad. Según el
artículo 9 de la Ley de Amnistía, la Comisión también “deberá” considerar y promover
los mecanismos apropiados de reconciliación en el norte de Uganda, incentivar el
diálogo y la reconciliación dentro del espíritu de la Ley de Amnistía y “desarrollar
cualquier otra función asociada o conectada con el ejercicio de las funciones estipuladas
en la Ley”.47 La Comisión, de hecho, apoyó la integración de las ceremonias
tradicionales de purificación, como una forma de cumplir con su mandato de estimular
los mecanismos de reconciliación. Sin embargo, la ley también determina que la
Comisión deberá adoptar una función en la búsqueda de la verdad o establecer vínculos
con los mecanismos tradicionales de resolución de conflictos. Posiblemente, un proceso
de búsqueda de la verdad, bajo la forma de una comisión de verdad y reconciliación,
podría fomentar un diálogo nacional y, al menos en teoría, incentivar la reconciliación
en el norte de Uganda y entre el norte y el resto del país [...]. Institucionalizar un
proceso así, de hecho, estaría en consonancia con el texto y con el objetivo de la ley de
estimular la reintegración. A continuación se desarrolla con más detalle los beneficios
de un proceso de búsqueda de la verdad.

Mecanismos tradicionales de reconciliación

Los líderes tradicionales acholi también defendieron calurosamente el uso de la
resolución tradicional de conflictos mediante ceremonias de reconciliación, como
herramientas para la reintegración en el contexto post conflicto. Si bien los jefes
tradicionales no han tenido ningún estatus legal durante casi todo el siglo pasado, su
legitimidad nunca desapareció y muchos continuaron actuando de manera informal.
Desde 1911, los jefes designados colonialmente —conocidos como Rwodi Kalam—
reemplazaron a los jefes tradicionales —conocidos como Rwodi— y la Constitución
de 1965 abolió por completo el sistema tradicional de jefes (reyes). Sin embargo, la
Constitución de 1965 reinstauró las instituciones tradicionales y permitió la existencia
de los líderes tradicionales en cualquier parte de Uganda. Más aún, una iniciativa de
la sociedad civil en el año 2000 reinstauró a muchos líderes tradicionales, incluyendo
al Consejo de Líderes Tradicionales Acholi y al Jefe Principal, llamado el Lawi Rwodi,



LA BÚSQUEDA DE JUSTICIA TRANSICIONAL Y LOS VALORES TRADICIONALES AFRICANOS:
UN CHOQUE DE CIVILIZACIONES – EL CASO DE UGANDA

■ SUR – REVISTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS110

elegido por los otros Rwodi. En general, la independencia política de los jefes realza
su credibilidad en la mediación y en la reconciliación.48

Según las costumbres acholi, cuando un criminal declara que ha cometido un
delito, se dispara el sistema de administración tradicional de litigios. El proceso de
resolución de disputas identifica ciertas conductas como “kir” o tabú. “Dichas
conductas van desde hechos penales a conductas de violencia antisocial, daños
materiales y crímenes sexuales, incluyendo conductas que impedirían llegar a un
acuerdo”. Los clanes luego deben purificar el “kir” por medio de rituales que ayudan
a reafirmar los valores comunales. Muchos sostienen que estos mecanismos tradicionales
en particular representan canales importantes para la reintegración y para la
reconciliación que pueden y deben adoptarse de manera amplia. La próxima sección
detalla “la ceremonia de pisar el huevo”, el mato oput, y la ceremonia de “doblar las
lanzas”.49

Tres ceremonias

En primer lugar, las ceremonias de purificación se dan cuando un individuo que ha
pasado un largo tiempo alejado regresa a la comunidad. El ritual limpia los elementos
extraños para evitar que éstos entren a la comunidad y le traigan desgracias. El que
regresa pisa un huevo crudo que simboliza la inocencia, o bien algo puro o no tocado.
La cáscara aplastada representa cómo los elementos extraños destruyen la vida
comunitaria. Además, se acompaña la ceremonia con una rama del árbol opobo y el
layibi. La rama simboliza la purificación porque, tradicionalmente, del árbol opobo
se obtenía el jabón; el layibi es la rama para abrir el granero y, por ende, marca el
retorno de la persona a comer donde lo ha hecho antes.50 Estas ceremonias individuales
de purificación se realizan como rutina cada vez que los miembros del ERS vuelven a
sus comunidades. La mayoría de las agencias que reciben y reintegran a ex combatientes
garantizan que el proceso, algo burocrático, incorpore también las ceremonias
tradicionales, que muchas veces se llevan a cabo en las mismas agencias.51

En segundo lugar, el mato oput (que significa beber de la raíz amarga) restaura
las relaciones dentro de los clanes o entre clanes amigos después de una matanza
ilegítima o de un asesinato entre ellos. Los familiares del perpetrador o de la víctima
denuncian la matanza o el asesinato y luego los clanes hablan de las circunstancias. El
perpetrador pide perdón y a continuación las partes se ponen de acuerdo sobre la
compensación por parte del clan completo del criminal, a menudo mediante el pago
en ganado o en dinero en efectivo. La compensación debe estar al alcance de la otra
parte para no impedir la restauración de las relaciones. Durante este proceso, las
partes consideran suspendidas las relaciones sociales, y no comparten comidas ni
bebidas. Después que el clan del inculpado paga la reparación, el jefe local preside
una ceremonia en la cual el inculpado y los representantes de la víctima se arrodillan
juntos y beben las raíces exprimidas del árbol oput. El amargor de la raíz simboliza la
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naturaleza del crimen y la pérdida de una vida. La ceremonia es seguida por una
comida en la cual “los ancianos les recuerdan a todos los presentes que no fomenten
el antagonismo”.52

En tercer lugar, la ceremonia de “doblar las lanzas” (gomo tong) marca el final del
conflicto violento entre clanes o tribus. Las partes hacen votos para no reanudar las
matanzas. Luego cada clan dobla una lanza y se la entrega al otro, señalando de esta
forma que cualquier reanudación de la violencia “se volverá contra ellos”.53

Supuestamente, la realización de las ceremonias de doblar las lanzas es poco habitual.54

La aplicación de los mecanismos tradicionales
puede ser problemática

Si bien los jefes tradicionales han defendido el uso de los mecanismos tradicionales y
la Comisión de Amnistía apoyó su aplicación, dichos mecanismos no bastan para
promover realmente la justicia. La aplicación y la importancia de estas ceremonias
para las atrocidades cometidas por el ERS son cuestionables por una variedad de
razones. En primer lugar, aunque la ceremonia mato oput es bastante conocida en
Uganda, los acholi ya no la practican extensamente.55 Debido a que la ceremonia no
se ha venido practicando, las generaciones jóvenes cuestionan su importancia y su
valor. Además, los que no están familiarizados con los rituales, tampoco tienen
demasiado acceso a éstos, porque se los realiza normalmente en centros de recepción
dentro de los centros de distritos, adonde concurre muy poco público.56 Además, los
que no pertenecen a la población acholi en el norte de Uganda y en el sur de Sudán
—y, de hecho, todos los ugandeses han sido también tremendamente afectados por el
conflicto del ERS desde el 2002—, tienen escaso conocimiento de las ceremonias
tradicionales de justicia y pueden considerarlas insuficientes.57 El conflicto en el norte
de Uganda se ha cobrado la vida de muchos soldados de todo Uganda diseminados
para luchar contra la insurgencia Kony. Además de las vidas perdidas, se usaron millones
de dólares del dinero aportado por los contribuyentes de impuestos de Uganda para
intentar sofocar la rebelión.

En segundo lugar, tales ceremonias quizá no tengan una influencia significativa
porque las comunidades posiblemente no tengan la voluntad genuina de aceptar a los
ex rebeldes del ERS. Los académicos, las ONG, los activistas de derechos humanos y los
ex combatientes empezaron a desafiar la noción ampliamente aceptada de que el pueblo
acholi tiene una capacidad especial para el perdón.58 Una investigación reciente del
Centro Internacional para la Justicia Transicional demuestra que los líderes comunitarios
y las víctimas están divididos respecto de temas como la justicia, la responsabilidad y la
reconciliación.59 Las víctimas entrevistadas por Human Rights Watch aparentemente
“no estaban de acuerdo con la perspectiva de que se perdonara a los líderes del ERS, y en
cambio, querían justicia e incluso una retribución”.60 Según la revista del New York
Times, muchos ex soldados niños supuestamente “regresaron del campo para encontrar
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que ya no tenían un hogar. No pueden volver a las aldeas donde la gente recuerda la
noche en que vinieron con los rebeldes y masacraron a sus familiares y vecinos y, muchas
veces, incluso a sus propios padres”.61 Además, mientras que los acholis “saben que casi
todos, con excepción de algunos pocos comandantes más viejos, eran a su vez niños
secuestrados, la piedad por los rebeldes como víctimas queda anulada por el odio y el
miedo que les tienen como victimarios”.62 Human Rights Watch sostiene que incluso si
la comunidad aceptó a los perpetradores en su seno, las víctimas individuales no quieren
perdonar a los perpetradores de crímenes graves.63

En tercer lugar, el mato oput, en su forma tradicional, no necesariamente se
aplica a las atrocidades masivas cometidas por el ERS. El Mato oput tradicionalmente
se aplicaba sólo a casos menores de asesinato, no a matanzas injustificables, violaciones
o mutilación, ni a asesinatos entre enemigos durante una guerra. Según el antropólogo
Tim Allen, incluso los que defienden el uso del mato oput reconocen que era un
mecanismo que se usaba para casos individuales, no para acuerdos de litigios
colectivos.64 Por lo tanto, las ceremonias mato oput quizá no basten, dada la magnitud
de las atrocidades del ERS. Además, la aplicación del mato oput puede ser problemática
porque se aplica sólo cuando se conoce la identidad del perpetrador y de la víctima.
Los clanes, sin embargo, pueden negarse a aceptar la responsabilidad por los crímenes
de ex rebeldes del ERS. Por último, en un contexto post conflicto, los líderes
tradicionales pueden estar tan preocupados por solucionar los litigios que
probablemente surjan cuando la gente regrese a sus aldeas, que no podrán supervisar
las ceremonias de reconciliación.  En síntesis, estos tres problemas sugieren que los
jefes tradicionales quizá deban educar a la población acholi en dichas ceremonias y
adaptarlas a las circunstancias presentadas por el conflicto actual. Estos desafíos no
necesariamente son imposibles de superar, pero sin duda indican que tal vez se van a
tener que usar otros mecanismos no tradicionales para orientar el proceso de
reconciliación entre los acholi. El gobierno, en particular, tendrá que volver a analizar
si la Ley de Amnistía debe alcanzar a los líderes más conspicuos del ERS. Dichos
líderes deberían ser procesados bajo las leyes de Uganda para que se haga justicia. De
hecho, el juicio a estos ERS quizá sea el único modo de retirar las actas de acusación
de la CPI que, si fueran ejecutadas, pondrían al gobierno en una posición muy
incómoda por haberles otorgado una amnistía.

Mecanismos post conflicto utilizados por otros
países africanos para lograr la reconciliación

Esta sección se detiene en las experiencias de otras sociedades africanas después de
finalizados sus conflictos. Asimismo explora otros mecanismos de justicia y
reconciliación que el gobierno de Uganda podría analizar con el objetivo de detener
el conflicto en el norte de Uganda y fomentar la paz en la región. Este artículo supone
que en Uganda son necesarios otros mecanismos, porque la amnistía y la resolución
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tradicional de conflictos no son suficientes en sí mismos. Sólo con la amnistía y con
la aplicación de los mecanismos tradicionales, se estaría operando a las víctimas, que
quizá nunca reciban reparaciones ni reconocimiento de culpa por parte de los
perpetradores, con exigencias no realistas de perdón. Mientras la Ley de Amnistía
actualmente no ofrece reparaciones a las víctimas ni fomenta el diálogo ni un proceso
de búsqueda de la verdad, por el momento, los mecanismos tradicionales tampoco
empezaron a incentivar dichos procesos de modo contundente.

Esta sección examina la situación de Uganda a la luz de las experiencias de otros
países africanos con posterioridad a sus conflictos. Explica también por qué los juicios
penales masivos no serían adecuados para el norte de Uganda, pero cómo la
compensación, la búsqueda de la verdad y la Corte Penal Internacional podrían ser
elementos de peso para fomentar la reconciliación. En esta sección se analizan la
Comisión de Verdad y Reconciliación de Sudáfrica, las reparaciones en Sudáfrica y en
Ruanda y, finalmente, la Corte Especial para Sierra Leona.

Procesos de búsqueda de la verdad

Las comisiones de verdad y reconciliación pueden tener un rol importante en las
sociedades que atravesaron conflictos por las siguientes razones. Primero, las comisiones
de verdad y reconciliación crean archivos abarcativos de abusos a los derechos humanos,
asentando los crímenes y las identidades y los destinos de las víctimas. Tales archivos
facilitan la conciencia pública y el reconocimiento de las violaciones a los derechos
humanos en el pasado así como el desarrollo de una cultura de respeto de derechos
humanos y, en forma más general, del Estado de derecho. En segundo lugar, las
comisiones de verdad y reconciliación proporcionan a las víctimas un “ámbito creíble
y legítimo para exigir y recuperar su valor y su dignidad humanos” y le otorgan a los
perpetradores un “canal por medio del cual expiar su culpa”.65 Finalmente, una sociedad
post conflicto, que no logra establecer un proceso de búsqueda de la verdad, puede
perpetuar la rabia y la venganza, puede desestimar las necesidades de las víctimas y
excluir un eventual perdón. En Sudáfrica, después de mucho debate, el gobierno
eligió establecer una comisión de verdad y reconciliación para registrar el pasado y
trabajar por la unificación de una sociedad muy dividida. A continuación, analizaremos
la experiencia sudafricana de búsqueda de la verdad y veremos su posible aplicación
en el norte de Uganda.

Comisión sudafricana de verdad y reconciliación

Sudáfrica fundó su Comisión de Verdad y Reconciliación el 19 de julio de 1995,
cuando el Presidente Nelson Mandela sancionó de la Ley de Promoción de la Unidad
y la Reconciliación Nacional. El mandato de la Comisión fue —durante el curso de
dos años— celebrar audiencias sobre abusos a los derechos humanos cometidos entre
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el 1 de marzo de 1960 y el 10 de mayo de 1994. La Ley creó la Comisión de Verdad
y Reconciliación (CVR) con el fin de investigar a fondo y con el fin de documentar
las graves violaciones a los derechos humanos en el pasado de Sudáfrica. La CVR
tenía como meta restaurar los derechos humanos y la dignidad civil de las víctimas,
permitiéndoles relatar las violaciones que sufrieron, y recomendar reparaciones. Incluso,
la CVR podía llegar a determinar si otorgaba o no la amnistía a los que cometieron
abusos con objetivos políticos, en tanto éstos ofrecieran a la Comisión un relato
completo de sus acciones. La CVR fue presidida por el Arzobispo Desmond Tutu y
estuvo integrada por tres comités diferentes: el Comité de Violaciones a los Derechos
Humanos (VDH), el Comité sobre la Amnistía y el Comité sobre Reparación y
Rehabilitación.66

Las audiencias del Comité de VDH adquieren fundamental importancia a los
fines de este trabajo. La ley específicamente encargó al Comité de VDH que escuchara
las historias de las víctimas y determinara si ocurrieron graves violaciones a los derechos
humanos. La legislación definía la violación grave como “violación a los derechos humanos
por medio de asesinato, secuestro, tortura o maltrato severo de cualquier persona […]
emanados de conflictos del pasado […] y cuya perpetración fue aconsejada, planeada,
dirigida, comandada u ordenada por cualquier persona que actuaba con una motivación
política”.67 El Comité de VDH finalmente procesó unas 22.000 declaraciones de víctimas
y miles contaron sus historias. El proceso de relato de las historias fue de enorme valor,
pero no careció de serias fallas. Al contar los abusos padecidos, las víctimas se aliviaron
de la propia culpa que sintieron debido a que su actividad política había ocasionado
sufrimiento para ellos y para sus familias. El Comité de VDH reconoció los sacrificios
hechos por dichas personas y creó, para tal fin, nuevas historias de desagravio.
Colectivamente, las audiencias ante el Comité de VDH instalaron una nueva memoria
social para Sudáfrica, al legitimar las interpretaciones del pasado previamente eliminadas.
Mediante esta nueva memoria compartida, se garantizó que los sudafricanos nunca
pudieran negar los daños del apartheid. Sin embargo, muchas de las víctimas que
atestiguaron, luego sufrieron mayor trauma y abatimiento y no recibieron el apoyo
psicológico que tanto necesitaban. No sólo fue problemática la falta de acceso a esta
asistencia psicológica, sino que aún donde fue accesible, las víctimas no priorizaron el
cuidado de su salud mental porque los problemas sociales y la pobreza de su vida cotidiana
eran sobrecogedores. Los pros y contras de la experiencia de búsqueda de la verdad en
Sudáfrica pueden ser de gran importancia para otros países que pretenden crear comisiones
de verdad y reconciliación.68

La búsqueda de la verdad en Uganda

En el norte de Uganda, la amnistía no se convertirá en una herramienta genuina para
la reconciliación a menos que incluya también un mecanismo para el diálogo y la
búsqueda de la verdad. La admisión de la culpa por parte de los ex combatientes
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ayudaría a propiciar las condiciones necesarias para acceder a la reconciliación.69 Como
sostiene Jeremy Sarkin: “facilitar un diálogo abierto y honesto puede tener el efecto
de una catarsis, y evitar la amnesia colectiva, que no sólo es insalubre para el cuerpo
político, sino que es esencialmente una ilusión; un pasado no resuelto inevitablemente
regresa para obsesionar a una sociedad en estado de transición”.70 Sin diálogo ni
búsqueda de la verdad, el proceso de amnistía podría demandar a las víctimas exigencias
irreales y sacrificar innecesariamente la verdad por la paz.71

Las investigaciones del Centro Internacional para la Justicia Transicional revelan
que la sociedad del norte de Uganda estaría —en una inmensa mayoría— a favor de un
proceso de búsqueda de la verdad. Aunque sólo el 28% tenía conocimiento de las
comisiones de la verdad en otros países como Sierra Leona y Sudáfrica; el 92% dijo que
Uganda necesitaba un proceso de búsqueda de la verdad.72 Más aún, el 84% afirmó que
la población del norte de Uganda debería recordar la herencia de los abusos del pasado.73

Si bien la sociedad está de acuerdo con un proceso de búsqueda de la verdad, hace falta
que este proceso sea formal, porque la gente teme hablar abiertamente de la guerra y
sentir vergüenza respecto de las atrocidades que acontecieron.74 Un proceso formal
también garantizaría que las atrocidades se recordarán lo suficiente. La Comisión de
Verdad y Reconciliación de Sudáfrica podría servir como modelo para que Uganda
construya un proceso formal de búsqueda de la verdad.

La Comisión de la Amnistía también podría incentivar un mayor diálogo más
informal. Los mecanismos tradicionales de justicia de los acholi, en su forma actual,
no abordan de modo suficiente el deseo de la gente de buscar la verdad y la
reconciliación. Como se mencionó anteriormente, las ceremonias no se practican de
manera uniforme y no parecen contemplar ningún tipo de proceso particular de
diálogo.75 No queda del todo claro hasta dónde las comunidades como un todo están
comprometidas con las ceremonias tradicionales. Si bien éstas habrían tenido lugar
en ciertas ocasiones en los campamentos, la ceremonia de purificación de “pisar el
huevo” normalmente está organizada por los líderes culturales y se realiza en los centros
de recepción para los ex combatientes. La Comisión de la Amnistía podría fortalecer
dichos mecanismos tradicionales de reconciliación para garantizar un mayor diálogo
y una mayor participación. En lugar de realizar las ceremonias de purificación en los
centros de recepción, la Comisión podría organizar reuniones entre los ex combatientes
y las comunidades a los que ellos regresan. Ello les daría una oportunidad a los
combatientes para expresar su remordimiento y a las víctimas para oír la verdad.

Reparación en Sudáfrica y en Ruanda

Esta sección analiza los sistemas de reparaciones de Sudáfrica y de Ruanda y explora
su posible aplicación al escenario post conflicto de Uganda. Sudáfrica proporciona
un ejemplo de cómo la reparación puede estar unida a una comisión de verdad y
reconciliación más amplia, mientras que Ruanda ofrece la alternativa de cómo los
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mecanismos de la justicia tradicional y la reconciliación pueden codificarse y expandirse
para que incluir reparaciones.

El Comité sobre Reparación y Rehabilitación de Sudáfrica

La Comisión de Verdad y Reconciliación de Sudáfrica incluyó un Comité de Reparación
y Rehabilitación que recomendó compensaciones simbólicas, así como pagos sustanciales
a las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos. Cuando el Comité empezó
su trabajo en 1966, muchos sudafricanos esperaban que la reparación fuese sólo simbólica
debido a la gran cantidad de demandas y a las dificultades existentes para compensar
adecuadamente a las víctimas. Sin embargo, el Comité —después de realizar talleres
por todo Sudáfrica durante dos años— trasladó su énfasis de lo simbólico a lo concreto.
Aunque el Comité proponía reparaciones simbólicas que incluían monumentos a la
memoria, nuevos entierros, renombramiento de calles, días de conmemoración, también
propuso un pago individual por reparación de 17.000 rand por año como mínimo para
cada víctima durante seis años. El pago recomendado fue de 23.000 rand por año para
las víctimas con muchos familiares a cargo, o que vivieran en áreas rurales, y un pago
promedio de 21.700 rand, basado en el ingreso promedio de un hogar de sudafricanos
negros. Además, el Comité determinó que ciertas víctimas, mientras tanto, necesitaban
una ayuda urgente, como los que habían perdido a un familiar que ganaba el sustento;
los que necesitaban apoyo psicológico después de atestiguar; los que requerían atención
médica urgente; o los que eran enfermos terminales y tenían una expectativa de vida
inferior a la vida de la Comisión.76

A pesar de dichas recomendaciones concretas del Comité, el proceso de reparación
en Sudáfrica generó bastante insatisfacción entre las víctimas. En primer lugar, el
gobierno tardó mucho en responder a las recomendaciones del Comité sobre los
pagos a las 22.000 víctimas. En 2003, cinco años después de las recomendaciones, la
administración del Presidente Thabo Mbeki anunció que se podía pagar sólo un total
de 30.000 rand a cada víctima que quisiera una reparación.77 En segundo lugar, la
Ley de Promoción de la Unidad y la Reconciliación Nacional no incluía ninguna
exigencia a los perpetradores ni a los beneficiarios del apartheid. En este sentido, si
bien bajo los sistemas tradicionales ubuntu requiere ulihlawule (que la deuda la pague
el que viola la ley de la comunidad), la ley no exigió reparaciones directamente a los
perpetradores. De este modo, la ley quebró la conexión entre la violación y la obligación.
Además, las discusiones sobre un impuesto a la riqueza para los beneficiarios del
apartheid se cerraron cuando Mbeki asumió el poder en la primavera de 1999.78

El sistema de reparaciones en Ruanda

Por el contrario, Ruanda desarrolló un sistema de reparaciones no vinculado a la
comisión de verdad y reconciliación sino a sus sistemas de tribunales. La Ley Orgánica
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de Ruanda del 2000 creó tribunales gacaca y tramitó persecuciones por genocidio y
por crímenes de lesa humanidad cometidos entre el 1 de octubre de 1990 y el 31 de
diciembre de 1994. Después del genocidio ruandés de 1992, se instauraron los
tribunales gacaca merced al esfuerzo del gobierno por arrestar y procesar a más de
100.000 personas acusadas de genocidio, crímenes de guerra y crímenes de lesa
humanidad. La Ley Orgánica de Ruanda codificó una versión algo modificada de
los procedimientos tradicionales de cumplimiento de la ley, según los cuales los
ancianos de las aldeas reunirían a todas las partes de una disputa para alcanzar una
solución.

El capítulo VII de la Ley Orgánica se ocupa de los daños y el artículo 90 fija
un Fondo de Compensación para las Víctimas del Genocidio y de los Crímenes de
Lesa Humanidad. Según ese artículo, tanto los tribunales ordinarios como los gacaca
tenían la obligación de enviar copias de los fallos y sentencias al Fondo de
Compensación indicando: (1) “la identidad de las personas que han sufrido pérdidas
materiales y el inventario de los daños a su propiedad”; (2) “la lista de las víctimas
y el inventario de los daños físicos”; y (3) “los daños colaterales fijados en conformidad
con la escala suministrada por la ley”. En función de los daños determinados por
los tribunales, el Fondo fijaría las modalidades para otorgar la compensación.79

Reparación en Uganda

En el norte de Uganda, luego del conflicto, para abordar adecuadamente los intereses
de las víctimas podría funcionar un sistema de reparaciones similar al de Ruanda o
al de Sudáfrica. La reparación podría rebeneficiar a las víctimas mediante el
reconocimiento indirecto de sus heridas y el apoyo a sus esfuerzos por superarlas o
por vivir en paz a pesar de ellas. En una entrevista que realizó International Crisis
Group, el Presidente Museveni habría reconocido que los beneficios para los ex
miembros del ERS equilibrarse con respecto a los de las víctimas del ERS, tanto
por una cuestión de equidad como por generar apoyo al programa de desarme,
desmovilización y reintegración.80

Según el Centro Internacional para la Justicia Transicional (ICTJ por sus
siglas en inglés), un sistema de reparaciones respondería a la opinión relativamente
mayoritaria de que las víctimas del conflicto deberían recibir algún tipo de
reparación. De los entrevistados por el ICTJ, 52% pidieron que las víctimas
recibieran una compensación monetaria y 58% sostuvieron que dicha
compensación debería ser para la comunidad y no para las víctimas individuales.81

Mientras que la mayoría (63%) de los entrevistados creía que el regreso de las
personas desplazadas internamente a sus aldeas debería ser una prioridad una vez
que se lograra la paz, también hicieron hincapié en la reconstrucción de la
infraestructura de la aldea (29%), en las reparaciones a las víctimas (22%) y en el
suministro de educación para los niños (21%).82 A continuación se describe cómo
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el gobierno de Uganda no ha respondido a los intereses de las víctimas en cuanto
a la reparación y cómo podría ampliarse la Ley de Amnistía para incluir dicha
reparación tanto para las víctimas como para las comunidades.

Actualmente, ni la Ley de Amnistía ni los mecanismos tradicionales acholi
ofrecen a las víctimas una reparación importante. De hecho, la Ley de Amnistía no
proporciona una compensación a las víctimas pero suministra, en cambio, paquetes
de reasentamiento a los perpetradores. Si bien se supone que el mato oput incluye
una reparación en ganado o en dinero, tales pagos ya no son posibles porque la gran
mayoría de los acholi viven ahora en condiciones de extrema pobreza. Además, los
ex rebeldes del ERS carecen de recursos para ofrecer ellos mismos una reparación.
Este artículo, por lo tanto, sostiene que el gobierno de Uganda debería indemnizar
a las víctimas de las atrocidades del ERS, apoyando un mecanismo de reparación
representado por el mato oput. Como alternativa, si el gobierno de Uganda
estableciera una comisión de verdad y reconciliación, la experiencia de Sudáfrica en
materia de reparaciones podría convertirse en una guía útil para Uganda. Se podría
incorporar un sistema de reparación para las víctimas de las atrocidades del ERS en
el marco de una comisión de verdad y reconciliación de alcance más amplio, como
en Sudáfrica. La siguiente sección, sin embargo, se centra en cómo Uganda podría
modelar su sistema de reparación sobre el propuesto en la Ley Orgánica del año
2000 para los tribunales gacaca de Ruanda.

Si bien Uganda probablemente no implementará un equivalente de los tribunales
gacaca de Ruanda, el sistema de reparaciones planteado en la Ley Orgánica del año
2000 podría ser importante para las víctimas del ERS en el norte de Uganda. La Ley
Orgánica de Ruanda demuestra cómo —contrariamente a una comisión de la verdad
y la reconciliación— una reparación sostenida por el gobierno puede aplicarse por
medio de mecanismos de justicia tradicional. Como en Ruanda, el gobierno de Uganda
podría fortalecer su mecanismo tradicional, mato oput, mediante la promesa de
suministrar fondos para las reparaciones que las partes hayan aceptado. La Comisión
de la Amnistía podría establecer un fondo de reparaciones bajo su mandato “para
realizar cualquier otra función asociada o conectada con la ejecución de las funciones
estipuladas” en la ley. 83 Como las funciones de la Comisión incluyen el fomento a la
reconciliación, un fondo de reparaciones sería de igual modo una expansión permitida
de las actuales funciones de la Comisión. Las partes que realizan el mato oput podrían
ponerse de acuerdo sobre el alcance de las reparaciones y luego presentar un reclamo
ante el fondo de reparaciones. 84 La Comisión podría publicar las instrucciones que
las partes deberían usar al determinar los alcances de las reparaciones.

Ruanda también podría servir como un ejemplo útil de cómo la reducción de
la pobreza en gran escala, además de la reparación para las víctimas individuales o
para los clanes, puede contribuir a la reconciliación. La reducción de la pobreza, de
hecho, es una de las prioridades del gobierno liderado por el Frente Patriótico
Ruandés [Ruandan Patriotic Front (RPF)], tal como lo reiteró el Presidente Kagame
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en declaraciones públicas. Para los ruandeses cuyo sustento quedó destruido durante
el genocidio, la ayuda económica puede ser el fundamento imprescindible para el
proceso de perdón y reconciliación.85 Del mismo modo, en el norte de Uganda, la
reparación para las comunidades como un todo podría ser de gran importancia
para que la región alcanzara la reconciliación. El gobierno podría focalizarse en el
suministro de la infraestructura necesaria para que los acholi logren la reintegración,
porque el norte de Uganda no puede reintegrar a los ex rebeldes realmente hasta
que hayan abandonado los campamentos para personas desplazadas internamente
y regresado a sus hogares. La reparación comunitaria entonces podría concentrarse
en reconstruir la infraestructura, en paquetes de reasentamiento para la agricultura
y en recursos para la educación.

Las medidas orientadas hacia la reducción de la extrema pobreza, además de
apoyo para la reintegración, también serían una herramienta fundamental para
lograr una reconciliación no sólo nacional sino regional. International Crisis Group
describe cómo la división norte-sur en Uganda debe zanjarse para que los acholi
sientan que son parte de la sociedad ugandesa. La unificación del país requiere
“iniciativas políticas, económicas y sociales específicas orientadas hacia la
construcción de las conexiones del Norte con el gobierno central mientras se fomenta
la autonomía y la toma de decisiones localizadas”. Tales iniciativas podrían incluir
un apoyo para la reconstrucción posterior al conflicto por medio de ayuda para la
producción agrícola, acciones positivas mediante becas y oportunidades de empleo,
reforma social, asentamiento y reintegración de las personas desplazadas, y apoyo
psicológico y social para los ex rebeldes del ERS y para sus comunidades
victimizadas.86

Persecuciones penales en Sierra Leona y ante la CPI

La experiencia de la Corte Especial para Sierra Leona es de gran importancia para
la situación del norte de Uganda porque dicha Corte se concentró básicamente en
procesar a los mayores responsables de la guerra civil en Sierra Leona. En junio de
2000 el Presidente de Sierra Leona, Ahmad Tejan Kabbah, solicitó ayuda a la
comunidad internacional para crear una corte que juzgara a los altos mandos del
Frente Unido Revolucionario (FUR) [Revolutionary United Front (RUF)]. Después
de arrestar al líder del FUR, Foday Sankoh, en mayo de 2000, el gobierno temía
que un juicio nacional a Sankoh y a otros líderes del FUR agravase el conflicto y
produjese mayor irritabilidad. Para enero de 2002, el gobierno de Sierra Leona y
las Naciones Unidas habían concluido el Acuerdo sobre la Corte Especial, en el que
se establecía un tribunal híbrido nacional e internacional, con sede en Freetown,
Sierra Leona.87

El Estatuto de la Corte Especial limita su jurisdicción sólo a “los mayores
responsables de las graves violaciones al Derecho humanitario internacional y a
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la legislación de Sierra Leona” cometidas durante el conflicto.88 La limitación en
la jurisdicción de la Corte le permitió mantener sus plazos bastante acotados y
sus costos bastante bajos, en comparación con los tribunales ad hoc para Ruanda
y la antigua Yugoslavia. La Corte condenó sólo a trece personas, y realizó once
arrestos, incluyendo el de Charles Taylor en marzo de 2006. Si bien cabe aún
preguntarse si estos escasos juzgamientos producirán una justicia incompleta o
insatisfactoria en Sierra Leona, el reciente arresto de Charles Taylor seguramente
tendrá un gran impacto en la ulterior credibilidad de la Corte así como en las
percepciones sobre ésta de los sierraleoneses.89

La Corte Especial de Sierra Leona es de particular importancia para la situación
del norte de Uganda porque en la actualidad los juzgamientos limitados a los miembros
del ERS, por parte de la Corte Penal Internacional o de un tribunal mixto como el de
Sierra Leona son la única opción practicable y disponible —aunque cabría preguntarse
si deseable— para Uganda. En el norte de Uganda posterior al conflicto, el uso
extendido de la justicia retributiva no sería una herramienta efectiva para alcanzar la
reconciliación. Este artículo ciertamente reconoce, sin embargo, que la justicia masiva
puede jugar un rol importante en otros contextos post conflicto, como en Ruanda.
Muchos consideran que la justicia teóricamente puede prevenir hechos similares en el
futuro, garantizando el respeto por los derechos humanos y por el Estado de derecho.
En realidad, “la fundamentación básica para apoyar el juzgamiento es que los juicios
son necesarios para perseguir a los violadores de los derechos humanos y para evitar
una represión futura”.90 Sin embargo, los juicios prolongados de todos o de la mayoría
de los perpetradores del ERS —en proporción a los realizados en Ruanda (por medio
de los tribunales ordinarios, los gacaca y el Tribunal Penal Internacional para Ruanda)—
no serían apropiados en el norte de Uganda por las siguientes razones.

En primer lugar, en términos pragmáticos, en el norte de Uganda no se podrían
llevar adelante juicios masivos contra los ex rebeldes del ERS. Esta región carece de la
infraestructura necesaria para los casos de los soldados del FDPU, sin considerar a los
miles de ex rebeldes del ERS. Los tribunales no tienen ni el mínimo de personal
suficiente y no hay prácticamente ninguna presencia jurídica en los distritos de Kitgum
y de Pader. Para marzo de 2005, en Gulu había una acumulación de procesos pendientes
de entre dos y tres años porque ningún juez de la Suprema Corte se había hecho cargo
de los casos en más de cinco meses.91 Por lo tanto, la capacidad del poder judicial para
garantizar juicios justos es muy limitada y los recursos necesarios para reconstruir el
poder judicial y para sostener una justicia masiva en la región acholi quizá sería mejor
destinarlos a otras iniciativas orientadas más directamente a la reconciliación.

En segundo lugar, incluso un sistema de justicia masiva menos costoso como el
de los tribunales gacaca en Ruanda tampoco sería adecuado para el norte de Uganda
debido a las circunstancias de este conflicto y a los patrones culturales de las víctimas.
En este sentido, gran parte de los ex combatientes fueron secuestrados cuando eran
niños para integrar el ERS y cometer atrocidades por la fuerza.92 La posibilidad de
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disuasión tiene un papel muy pequeño aquí porque la mayoría de los perpetradores
no se habrían unido voluntariamente al ERS ni cometido tales atrocidades. Así, la
justicia penal no sería apropiada, dada la identidad de los perpetradores y las
circunstancias que rodearon sus delitos. Por otro lado, las víctimas y los perpetradores
en muchos casos pertenecían a las mismas familias y comunidades, y sería difícil
encontrar evidencia creíble contra ellos, ya que la mayoría de los acholi tenía
sentimientos encontrados acerca de la guerra del ERS, a la que consideran que el
gobierno de Museveni —a quien Kony intentaba derrocar— les impuso.

Más aún, el uso generalizado de la justicia retributiva podría entrar en conflicto
con las tradiciones acholi y con la perspectiva actual de la sociedad del norte de
Uganda. Los mecanismos tradicionales acholi están orientados hacia la reconciliación
y la reintegración más que hacia el castigo. Las entrevistas realizadas por diversas
ONG observan que los entrevistados en general desean perdonar a los perpetradores
por el bien de la paz, después de tantos años de conflicto. Además, según una
investigación realizada por el Centro Internacional para la Justicia Transicional, el
58% de los entrevistados no desea que los miembros de bajo rango del ERS sean
responsabilizados por sus crímenes. 93 Sin embargo, el 66% de los entrevistados quiere
que se responsabilice a los líderes del ERS por las violaciones, y que sean condenados
a prisión mediante un juicio. A continuación se analiza cómo la Corte Penal
Internacional u otro tribunal similar alternativo podrían desempeñar un papel
importante para hacer justicia, procesando a los líderes del ERS.

Antes del cambio de actitud de Museveni hacia la Corte Penal Internacional, la
CPI tenía la posibilidad de cumplir un rol importante tanto en la justicia nacional
como en la regional.94 A la luz de la desconfianza histórica entre el norte y el sur de
Uganda, las cortes internacionales creíbles podrían funcionar como una salida no
politizada de la justicia, siempre y cuando se arrestara a la cúpula de poder del ERS.
Como en Sierra Leona, el juzgamiento en manos de un cuerpo internacional ayuda a
evitar la inestabilidad política que podría resultar de los juicios nacionales. Sin embargo,
algunos acholis parecen haber percibido la presentación a la CPI como una política
anti-acholi dirigida a dañar las negociaciones de paz y a prolongar la guerra para que
el norte de Uganda siga siendo pobre.95 La CPI, en consecuencia, ha realizado grandes
esfuerzos para explicar su misión a las comunidades de la región que se preocuparon
por las implicancias del proceso de la CPI y por su derecho a seguir usando los
procedimientos tradicionales de reconciliación. 96 Debido al creciente contacto entre
los líderes acholi y los funcionarios de la CPI, el espíritu de cooperación en el norte de
Uganda parece haber reemplazado las sospechas acerca de las intenciones de la Corte.97

Dentro de este contexto de cooperación, la decisión de Uganda de transferir su
jurisdicción a la CPI podría permitirle a esta última funcionar como un instrumento
para hacer justicia y ponerle punto final al conflicto.

Los juicios de la CPI —o un mecanismo jurídico similar— también podrían
ayudar a fomentar la paz regional asegurando que la Ley de Amnistía no signifique
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una impunidad total. A través de esta derivación a la CPI, Uganda básicamente retiró
su ofrecimiento de amnistía a la cúpula del ERS.98 Si bien el juzgamiento de los ex
rebeldes de bajo rango del ERS no sería adecuado ni posible, tal como se vio
anteriormente, los juicios a los líderes podrían significar un cierto grado de
responsabilidad y de justicia, por limitado que sea. A pesar de la poca cantidad de
procedimientos, los juicios podrían tener de todas maneras un peso, si los máximos
responsables por las atrocidades fueran responsabilizados y llevados ante la justicia.

Sin embargo, es preciso formular una advertencia muy importante al análisis
anterior del relativamente reciente cambio de posicionamiento de Museveni respecto
de las acusaciones de la CPI. Si las acusaciones de la CPI a la larga impiden que el
gobierno de Uganda negocie con éxito un acuerdo de paz con Kony y con los demás
líderes del ERS, entonces los juicios de la CPI estarán, de hecho, exacerbando —en
lugar de disminuir— la inestabilidad del norte de Uganda. Quizá sería entonces más
adecuado instituir un tribunal mixto, del estilo del adoptado en Sierra Leona, para
garantizar que los ugandeses lograrán alcanzar la justicia pero evitarán ver a los juicios
como una retribución del dominado gobierno del sur contra el norte de Uganda.

Conclusión

Este artículo apunta a contribuir al análisis del enfoque de Uganda sobre la resolución
del conflicto y la reconciliación, examinando la tensión entre el modo elegido para
obtenerlos —mediante mecanismos tradicionales de reconciliación y de amnistía—
y la demanda internacional que clama por justicia. Sólo con la Ley de Amnistía y
con la aplicación de las ceremonias acholi tradicionales, cualquier tipo de
reconciliación se vería entorpecida por la imposibilidad de Uganda para abordar
adecuadamente los intereses de las víctimas del ERS. Si bien el sendero hacia la
reconciliación en Uganda sería difícil e incierto, las experiencias de otros países
africanos como Ruanda, Sudáfrica y Sierra Leona al menos ofrecen ejemplos útiles
sobre los que Uganda podría basarse. Los tribunales gacaca de Ruanda proporcionan
una guía respecto de cómo Uganda podría haber combinado el uso de su mecanismo
tradicional de resolución de conflictos por medio de la reconciliación, y una búsqueda
de justicia con participación de la comunidad. En este sentido, Uganda podría
fomentar reparaciones así como un diálogo mediante los mecanismos tradicionales
acholi manteniendo al mismo tiempo la integridad de dichas costumbres
tradicionales. Como alternativa posible, si Uganda estableciera formalmente un
proceso de búsqueda de la verdad, podría tomar a la Comisión de la Verdad y la
Reconciliación de Sudáfrica como el ejemplo de cómo otro país africano propulsó
el diálogo y el perdón. Si bien las circunstancias del genocidio de Ruanda y del
régimen del apartheid en Sudáfrica difieren mucho del conflicto del norte de Uganda
con el ERS, los enfoques legales innovadores de Ruanda, Sudáfrica y Sierra Leona
pueden servir como ejemplos útiles y como inspiración para Uganda.
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(AIET). Los AIET fueron separados de sus familias y comunidades bajo políticas estatales de

separación forzada durante el siglo 20. Este artículo propone la creación de una Comisión de

Verdad y Reconciliación que incorpore lecciones internacionales.

ABSTRACT

The Tasmanian State Government and the Australian Federal Senate have taken recent steps

towards setting up a Reparations Tribunal for Aboriginal and Torres Strait Islander (ATSI)

people who were separated from their families and communities under State-based forced

removal policies of the 20th Century. This paper proposes a Truth and Reconciliation

Commission drawing on international lessons.

RESUMO

O governo do Estado da Tasmânia e o Senado Federal da Austrália tomaram medidas recentes

no sentido de criar um Tribunal de Reparações para os povos Aborígines e Insulares do

Estreito de Torres (ATSI). Os ATSI foram  separados de suas famílias e comunidades por

políticas estatais de remoção forçada do século 20. Este trabalho propõe uma Comissão de

Verdade e Reconciliação que incorpore lições internacionais.

Original en inglés. Traducido por Alex Ferrara.

PALABRAS CLAVES

Reparaciones – Indígenas – Reconocimiento de la verdad – Reconciliación

Este artículo es publicado bajo licencia creative commons.
Este artículo está disponible en formato digital en <www.surjournal.org>.



129Número 7 • Año 4 • 2007 ■

Ver las notas del texto a partir de la página 148.

Ramona Vijeyarasa

Introducción

Entre 1910 y comienzos de los ’80, entre uno de cada tres y uno de cada diez
de los niños aborígenes e isleños del Estrecho de Torres (AIET)1 en Australia
fueron separados de sus familias.2 En los inicios del siglo 20 se había aprobado
una legislación que otorgaba al Estado derechos de custodia y protección sobre
la población AIET menor de 16 o de 21 años en todos los Estados de Australia
y en el Territorio del Norte, con excepción de Tasmania. Mediante esta
legislación los niños indígenas eran separados de sus familias.3 En cumplimiento
de esta normativa, los oficiales de la policía y otros funcionarios estatales
comenzaron a ubicar y transferir bebés y niños de pura sangre o de descendencia
mixta del seno de sus madres, familias y comunidades a instituciones misioneras
o del gobierno.

Como respuesta a la presión ejercida por diversos actores desde fines de
los ’80 y principios de los ’90, en 1995, el gobierno federal australiano (entonces
Laborista) —a través de la Comisión de Derechos Humanos e Igualdad de
Oportunidades (CDHIO) [Human Rights and Equal Opportunity Commission
(HREOC)]— impulsó una Investigación Nacional sobre las Generaciones
Robadas. El gobierno federal presentó los Términos de Referencia para la
Investigación Nacional a la CDHIO el 11 de mayo de 1995. Dicha iniciativa,
en principio, buscaba determinar el número de niños separados y esclarecer
cómo habían ocurrido los hechos, escuchando de boca de los AIET cómo habían
sido afectados, qué debía hacerse para resarcirlos y, finalmente, evaluar si las

ENFRENTANDO LA HISTORIA DE AUSTRALIA:
VERDAD Y RECONCILIACIÓN PARA LAS
GENERACIONES ROBADAS
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políticas de separación encuadraban dentro de la definición de genocidio según
el Artículo II(e) de la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de
Genocidio de Naciones Unidas.4 Más tarde se establecieron cuatro objetivos de
la investigación: estudio de la legislación, prácticas y políticas que condujeron
a las Generaciones Robadas; análisis del campo de aplicación de las leyes,
prácticas y políticas así como de la necesidad de cambios, respecto de los servicios
y procedimientos habitualmente disponibles para los AIET afectados por las
Generaciones Robadas; evaluación de los principios bajo los cuales se podrían
otorgar reparaciones a las personas o las comunidades afectadas por la separación;
y análisis de la legislación actual, prácticas y políticas con respecto a la ubicación
y al cuidado de los niños AIET, tomando en cuenta el principio de la
autodeterminación.5

El logro de la reconciliación dependía de la implementación detallada y
amplia de las recomendaciones delineadas en el informe “Trayéndolos a casa”
de 1997,6 del cual se vendieron 60.000 copias el primer año de su publicación.7

Sin embargo, la respuesta del gobierno federal australiano (la Coalición Liberal,
que ha sido reelecta dos veces desde la Investigación Nacional en 1996, y luego
en 2004) anunciada el 16 de diciembre de 1997 no alcanzó a cumplir ni siquiera
un mínimo de los objetivos de reparación bosquejados en los principios de Van
Boven.8 En este sentido, los principios elaborados por el jurista van Boven
establecen que, de acuerdo con el derecho internacional, la violación de cualquier
derecho humano da lugar a un derecho de reparación para la víctima, y que
debe prestarse especial atención a las graves violaciones de derechos humanos,
que incluyen el genocidio, la discriminación sistemática y el desplazamiento
forzado de poblaciones.9

La Investigación Nacional fue descripta como un ejemplo de “comisión
histórica de la verdad”, en la que se llevó a cabo una investigación histórica
sobre prácticas de gobiernos pasados.10 Sin embargo, la separación de niños —
práctica que se mantiene hasta la fecha—11 y la negativa del gobierno australiano
de reconocer la correlación entre el abuso sexual experimentado por miembros
de las Generaciones Robadas y el abuso sexual en la actualidad, tan frecuente
en muchas comunidades indígenas, resalta la necesidad de una Comisión de
Verdad y Reconciliación que dé cuenta tanto de los patrones de abuso del pasado
como los del presente.12 El gobierno australiano, que hasta el momento se ha
negado a pedir disculpas públicamente a los miembros de las Generaciones
Robadas, rechazó la propuesta de un Tribunal de Reparaciones. En cambio,
impulsó iniciativas del gobierno del Estado de Tasmania del 2006 y de los
demócratas australianos en el Senado Federal de marzo de 2007 para establecer
un programa de reparaciones nacional o estatal; una solución precipitada que
otorga reparaciones a partir de reclamos evaluados por un Evaluador de
Generaciones Robadas.



RAMONA VIJEYARASA

131Número 7 • Año 4 • 2007 ■

A pesar de que la Investigación Nacional le otorgaba una voz a la
población AIET, y aunque “Trayéndolos a casa” creó un sendero de
reconciliación, esta oportunidad no fue aprovechada. Diez años más tarde, la
nación australiana aún no ha superado su historia de genocidio y explotación.
Este artículo propone, como modelo para abordar los agravios históricos
perpetrados contra miembros de las Generaciones Robadas, la creación de
una Comisión de Verdad y Reconciliación, junto con un Programa de
Reparaciones. La Comisión de Verdad y Reconciliación se debería constituir
a partir de las investigaciones existentes, incluyendo “Trayéndolos a casa”,
hasta que se incorpore a su mandato el requisito de informar periódicamente
sobre la implementación de las recomendaciones, luego de las audiencias. Al
mismo tiempo, la propuesta de la Comisión de Verdad y Reconciliación
debería incluir mecanismos culturalmente apropiados que generen las
condiciones para decir la verdad y promover la reparación de las víctimas
AIET, contemplando un reconocimiento especial de las dificultades que
afrontan las madres y los niños robados que fueron víctimas de abuso sexual
para poder hablar de su sufrimiento en los ámbitos previamente ofrecidos
por la Investigación Nacional.

La Comisión de Verdad y Reconciliación debería ayudar a facilitar esta
rehabilitación mediante la difusión de la verdad y la promoción de conciencia
pública sobre las experiencias y consecuencias de la separación “forzada”. Las
audiencias en cada Estado o territorio, en un lugar público, con delegados
indígenas y no indígenas- requerirán el compromiso y la aceptación de
responsabilidad por parte de cada gobierno estatal, y serán terapéuticas tanto
para la nación australiana como para las víctimas individualmente consideradas.
Este proceso también ayudaría a facilitar el reconocimiento de la heterogeneidad
de las experiencias de cada persona AIET, de los distintos clanes AIET que
habitan distintos Estados de Australia y de los numerosos idiomas de los
habitantes de antaño o de la actualidad de un Estado.

El éxito de un modelo de este tipo, descentralizado y dependiente del
gobierno federal se basa en una disculpa del gobierno federal australiano a
todas las personas afectadas por las políticas de la separación forzada del
siglo 20. Adicionalmente, el compromiso de los gobiernos de los Estados es
esencial, dada su relación fundamental con la prestación de servicios, ya
que hoy en día son los responsables de la educación, los servicios de salud y
la ley y el orden.

La probabilidad del éxito de un modelo cómo éste puede evaluarse de
acuerdo con el progreso del proceso de búsqueda de la verdad, que actualmente
ha iniciado el gobierno canadiense. En Canadá se han implementado una serie
de medidas para los sobrevivientes de las Escuelas Residenciales para Indios
[Indian Residential Schools (IRS)] con el fin de abordar las injusticias de la política
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de asimilación, de separación forzada y de disolución cultural, aplicadas por el
gobierno canadiense, las iglesias anglicana, presbiteriana y católica durante más
de 100 años, pero más extensivamente entre los años ’20 y los ’60, en cuyo
periodo aumentó el abuso sexual.13 Si bien el modelo propuesto para enmendar
los daños sufridos por las personas AIET difiere de la Comisión de Verdad y
Reconciliación canadiense, las similitudes de las experiencias vividas por los
aborígenes australianos y los canadienses le proporcionan a Australia una valiosa
oportunidad de aprendizaje. “Trayéndolos a casa” reconoció la cuestión de la
responsabilidad, que ha sido no tenida en cuenta desde hace mucho tiempo.
Una Comisión de Verdad y Reconciliación, tal como propone este trabajo,
daría una nueva oportunidad para desarrollar una memoria colectiva y una
historia nacional compartida, y crear un vigor renovado hacia el logro pleno de
las reparaciones y de los principios de reconciliación.

La Investigación Nacional y sus resultados limitados

El alcance de la separación forzada

El desconocimiento o el conocimiento a medias de los australianos no aborígenes
sobre la participación de los gobiernos australianos en el proceso de separación
de niños AIET durante más de 70 años es debatible. Se separaba a los niños por
varias razones; la principal era la concepción de que el aborigen de pura sangre
era una raza moribunda y que la gente AIET tenía una cultura inferior, siendo
incapaz de sobrevivir al contacto con civilizaciones más elevadas.14 También
hubo niños de ascendencia mixta. Dichos niños nacieron de madres AIET
después de encuentros sexuales —a veces pasajeros, otros de explotación,
ocasionalmente más permanentes o incluso en el seno de un matrimonio—
con europeos y a veces con chinos o isleños del Pacífico. Se establecieron
instituciones gubernamentales o misioneras de “media casta” durante las
primeras décadas del siglo 20, para acoger a dichos niños.

Con una presión creciente ejercida sobre el gobierno australiano para que
abordase esta historia no contada, la Investigación Nacional resultaba la mejor
opción porque era evidente que, a pesar de tres años de funcionamiento, la
Comisión Real sobre las Muertes de los Aborígenes en Custodia [Royal
Commission into Aboriginal Deaths in Custody], no había sido la forma más
adecuada de investigación. Era demasiado formal y no permitía una
participación importante de los AIET. La Investigación Nacional mantuvo
audiencias en cada capital de Estado y en varios centros regionales entre
diciembre de 1995 y octubre de 1996, y recibió 777 presentaciones, incluyendo
535 de individuos y de organizaciones indígenas, 49 de organizaciones
eclesiásticas y siete de gobiernos.15
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Es difícil estimar el número de niños AIET que fueron separados de sus
hogares en todo el territorio de Australia. Peter Read, cofundador de Link-
Up (NSW), estima que la cifra puede alcanzar los 50 mil. En Nueva Gales
del Sur, por ejemplo, Read considera que el número total de niños separados
de sus hogares entre 1921 y 1985 se aproxima a los diez mil.16 Llamativamente
cree que hay unas 100.000 personas “…que no se identifican como aborígenes
pero que están autorizadas a hacerlo porque alguno de sus padres o abuelos
fueron separados”.17

La Oficina Australiana de Estadísticas [Australian Bureau of Statistics] llevó
a cabo una encuesta en 1993, realizando entrevistas a 15.700 AIET. El 5,7% de
los entrevistados informó haber sido alejado de sus familias biológicas por una
misión, por el gobierno o por “bienestar social’. Aplicando dichos resultados a
los datos del Censo de la Población de 1991, de un total de 303.000 AIET en
ese momento, aproximadamente 17.000 habrían sido alejados de sus familias
hasta 1994.18 Si bien es posible que esa cifra subestime el número total de
personas separadas de sus hogares —sobre todo cuando se la compara con la
estimación de Read— se trata de una cifra que el gobierno australiano podría
aceptar como más real al establecer una Comisión de Verdad y Reconciliación,
y, especialmente, al sostener un Programa de Reparaciones. Esperamos que un
proceso por la verdad y la reconciliación permita que se sepan las historias de
una mayor franja de AIET, llegando a grupos con idiomas diferentes y a AIET
que han perdido contacto con su aboriginalidad o, incluso, no tienen conciencia
de ella. Esto facilitará un registro más realista de la cantidad de niños separados
de sus hogares.

La implementación de las recomendaciones
de “Trayéndolos a casa”

Desde el punto de vista legal, las consecuencias más importantes de la separación
forzada consisten en que se negó a los AIET los derechos establecidos en el
sistema de common law que gozan los demás australianos, que éstos sufrieron
violaciones a sus derechos humanos y a menudo estuvieron sujetos a otras formas
de victimización y de discriminación.19 “Trayéndolos a casa” presentó 54
recomendaciones para reparar dichas violaciones. Las recomendaciones
cubrieron todos los componentes de las reparaciones: reconocimiento de la
verdad y una disculpa; garantías de no repetición de las violaciones;
rehabilitación; compensación y restitución.

La revisión precipitada de la respuesta del gobierno australiano es
impresionante, pero refleja claramente su imposibilidad de comprender la
importancia de revelar la verdad y de pedir una disculpa a los AIET. El gobierno
australiano delineó un plan para proveer 63 millones de dólares durante cuatro
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años, destinados en primer lugar al tema de la “separación familiar y sus
consecuencias”.

Lo más significativo es que el gobierno australiano enfrentó internamente
resistencias al otorgamiento de dicha compensación monetaria para los que
habían sido separados de sus hogares y a los afectados por esta práctica. En su
presentación a la Investigación Nacional, el gobierno australiano se declaró
preocupado ante la dificultad de calcular el valor monetario del gasto,
argumentando que “no existe una medida comparable para conceder
compensaciones ni base alguna para empezar a discutir el quantum de los
daños”,20 postura que no será sostenible cuando la Comisión de Verdad y
Reconciliación canadiense inicie su trabajo.

“Trayéndolos a casa” recomendó que todos los parlamentos australianos,
las fuerzas policiales —estatales y territoriales—, las Iglesias y otras agencias
no gubernamentales de importancia, “reconozcan la responsabilidad de sus
predecesores sobre las leyes, políticas y prácticas de la separación forzada” y
“se disculpen por los daños infligidos”.21 Es necesaria una disculpa del gobierno
como un gesto de reconocimiento y para crear una memoria colectiva y una
solidaridad social.22 Sin embargo, el gobierno australiano quedó rezagado
detrás de los gobiernos de los Estados y territorios en cuanto a una disculpa
formal ante la población AIET. En cambio, el Comité del Día de la Disculpa
[Sorry Day Committee] lanzó su primer “Día Nacional de la Disculpa” el 26
de mayo de 1998. El Día Nacional de la Disculpa se designó como un “día en
que todos los australianos podrían [pueden] expresar su dolor por todo el
episodio trágico, y celebrar el comienzo de un nuevo entendimiento”23

mediante “Libros de Disculpa” en los que se reciben cientos de miles de firmas
y con “Caminatas por los Puentes” en cada una de las ciudades más grandes
de Australia, como gesto para la rehabilitación.24 Recién el 26 de agosto de
1999 el actual Primer Ministro, John Howard, propuso una Moción de
Reconciliación ante el Parlamento, ofreciendo una declaración de pesar pero
no de disculpa a los aborígenes, en un intento de reafirmar el llamado
compromiso de reconciliación del gobierno australiano entre los australianos
aborígenes y los no aborígenes.25

“Trayéndolos a casa” especificó que las reparaciones debían incluir
medidas de rehabilitación, como “servicios legales, médicos, psicológicos y
otro tipo de cuidados”.26 Es preciso que dichas medidas se apliquen mediante
servicios culturalmente apropiados. Sin embargo, los niños AIET siguen
estando sobre representados dentro de los sistemas estatales y territoriales de
bienestar social, que discriminan a los niños AIET y sus familias aplicándoles
perspectivas anglo-australianas. Dichos valores rechazan los valores, la cultura
y las prácticas de crianza de las comunidades AIET como no beneficiosos.
“Trayéndolos a casa” señaló que las agencias de bienestar social siguen sin
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consultar a las familias AIET, a sus comunidades y a sus organizaciones.27 Y
aunque el informe recomendó el establecimiento de estándares mínimos para
el tratamiento de niños AIET, incluyendo los Principios Indígenas de
Ubicación de Niños —que requiere que los niños AIET bajo cuidados fuera
de sus hogares estén bajo la atención de cuidadores AIET—,28 el gobierno
australiano hizo caso omiso de esa recomendación y decidió dejar el asunto
en manos de los gobiernos estatales.29

El establecimiento de una Comisión de Verdad
y Reconciliación y de un Programa de Reparaciones

Las deficiencias de “Trayéndolos a casa”

Un error corriente en los métodos de reparación implementados hasta la fecha
se relaciona con el enfoque de la Investigación Nacional. Las misiones de
búsqueda exhaustiva de hechos y de revelación de la verdad se han fundado en
considerar la homogeneidad de la comunidad AIET. Los servicios que reconocen
divergencias entre las culturas AIET a menudo son vistos como una “duplicidad
innecesaria”. En esta interpretación errónea no se advierte el esfuerzo de las
Generaciones Robadas por acceder a muchos servicios como archivos y apoyo
psicoterapéutico. Más aún, la Investigación Nacional no reconoció que las
necesidades de las Generaciones Robadas difieren de las de otros AIET que no
padecieron el alejamiento de sus hogares.30

En la presentación de Link-Up (NSW), quedó manifiesta otra limitación
de “Trayéndolos a casa”.31 En la Investigación Nacional no se incorporaron
mecanismos para explicar los niveles traumáticos extremos y la culpa que sentían
los padres al no poder relatar sus historias. Link-Up (NSW) informó:

Al preparar esta presentación vimos que las mujeres aborígenes eran reacias a hablar
del inmenso dolor, tristeza y angustia que les ocasionó perder a sus hijos. Ese dolor
era tan fuerte que no hallamos una sola madre que hubiese resuelto el asunto de
manera tal que pudiera hablar y compartir su experiencia con nosotros y con la
Comisión [...].32

Además de esas madres “silenciadas”, “Trayéndolos a casa” informa que los
niños, y especialmente las niñas, fueron vulnerables al abuso sexual. Según el
relato de los testigos ante la CDHIO, casi uno de cada diez niños y algo más de
una de cada diez niñas declararon haber padecido abuso sexual en una institución
infantil, uno de cada diez niños y tres de cada diez niñas declararon haber
padecido abuso sexual en el lugar o lugares de adopción y una de cada diez
niñas declaró haber padecido abuso sexual en alguna organización laboral elegida
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por la institución o por la Junta de Protección.33 Teniendo en cuenta sólo este
dato, cabe una preocupación obvia de que las víctimas de abuso sexual se
conviertan en víctimas “silenciadas” en el proceso de la Investigación Nacional,
si no se implementan mecanismos para crear un medio en el que dichas víctimas
puedan contar su historia.

Una Comisión de Verdad y Reconciliación brinda una oportunidad para
dar espacio a estos grupos “silenciados”.34 Vasuki Nesiah examina el
tratamiento de los delitos de género por las comisiones de verdad y
reconciliación en un artículo titulado “Gender and Truth Commission
Mandates”.35 Nesiah subraya que las comisiones de verdad fueron útiles para
identificar la violencia sexual tanto contra mujeres como contra hombres. Al
testificar ante la Comisión de Verdad y Reconciliación peruana, se vio que
hay muchas razones por las cuales las víctimas femeninas minimizaron su
sufrimiento, como la vergüenza y el miedo a la condena social. En cambio,
verbalizaron su sufrimiento como esposas, madres, hijas y hermanas de
víctimas predominantemente masculinas.36 Para alentar la participación de
las mujeres, la Comisión de Verdad y Reconciliación peruana desarrolló una
serie de materiales de capacitación que incluían estrategias de comunicación
sobre cómo llevar a adelante las investigaciones en áreas rurales del país y
brindaban instrucciones a los entrevistadores. Esto sería una contribución
valiosa para las investigaciones delicadas desde el punto de vista cultural entre
poblaciones indígenas y, particularmente, para con las mujeres que no pueden
hablar de las historias de sus hijos robados. La Comisión de Verdad y
Reconciliación de Sudáfrica organizó varias audiencias especiales dedicadas a
las mujeres, con paneles de representantes exclusivamente femeninos y, en un
caso, “permitiendo que una declarante diera su testimonio detrás de una
pantalla, confidencialmente y fuera del objetivo encandilador de las cámaras
de televisión”.37

Otro ejemplo lo constituyen los Términos de Referencia de la Comisión
de la Verdad de Haití, que se abocó a prestar especial atención a los “delitos
de naturaleza sexual contra víctimas femeninas, cometidos con fines
políticos”.38 Ello tuvo como resultado una atención focalizada en el sujeto a
lo largo de todo el trabajo y un subcapítulo del informe dedicado a los delitos
sexuales. Hayner señala que este enfoque que “concentra la atención en este
tema debería considerarse seriamente en otros lugares”.39 Es ésta la forma
ideal de conducir ya sea las audiencias como el informe y las recomendaciones
de la Comisión de Verdad y Reconciliación, cuando se trata de madres
silenciadas y traumatizadas como de niños separados de sus hogares que fueron
víctimas de abuso sexual.

Otro problema ha sido la falta de implementación de las
recomendaciones; ello ha sido consecuencia de que el mandato inicial de la
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Investigación Nacional de la CDHIO no contempló el deber de presentar
informes de seguimiento. El 24 de noviembre de 1999, el Senado Nacional
condujo una investigación sobre la implementación, por parte del gobierno
australiano, de las recomendaciones de la Investigación Nacional.40 El Informe
de la Mayoría del Comité del Senado, “Rehabilitación de: un legado de
generaciones” [Healing: A Legacy of Generations], presentado en noviembre
de 2000, incluye diez recomendaciones relativas, sobre todo, al informe
“Trayéndolos a casa”, al monitoreo de las respuestas41 y al establecimiento de
un Tribunal de Reparaciones.42 En junio de 2001, cuando el gobierno federal
australiano presentó su respuesta a las recomendaciones del Comité del Senado
rechazó, una vez más, la noción de un Tribunal de Reparaciones y prefirió, en
cambio, adjudicar recursos adicionales —después del 30 de junio de 2002—
para reuniones familiares y servicios de salud, por $52.9 millones de dólares
durante cuatro años, hasta el 30 de junio de 2006.43 Sobre la base del Informe
en Disidencia de los senadores oficialistas, la respuesta del gobierno federal
australiano refleja la falta de entendimiento del funcionamiento y beneficios
de una Comisión de Verdad y Reconciliación:

El gobierno considera que el establecimiento de un tribunal con jurisdicción y facultades
amplias como el sugerido no garantizaría una consideración más abarcativa del tema
ni tendrá menor costo para ninguna de las partes que los habituales procedimientos
jurídicos. Para evaluar los reclamos individuales se deberían abordar los mismos
aspectos legales y fácticos, complejos y costosos, y tales decisiones seguirían quedando
abiertas a posteriores revisiones jurídicas. La experiencia de otros tribunales
administrativos, incluyendo los de inmigración y refugiados, ilustra que no es posible
aislar tales deliberaciones de los desafíos y procedimientos legales [...].44

Los problemas del Tribunal de Reparaciones y
de las medidas de compensación propuestos

Muchos partidos han recomendado distintas modalidades para el Programa de
Reparaciones, sin embargo todas esas sugerencias pueden ser objeto de crítica
en algún nivel. El Centro de Defensa de los Intereses Públicos de Nueva Gales
del Sur [Public Interest Advocacy Centre of NSW (PIAC)] recomendó crear un
Tribunal de Reparaciones, aunque con importantes limitaciones. Esta institución
es un centro jurídico y político independiente y sin fines de lucro ubicado en
Sydney, Australia. Una recomendación similar fue apoyada por el Comité de
Referencias Constitucionales y Legales del Senado [Senate Legal and
Constitutional References Committee (Senate Committee)]. También el Gobierno
del Estado de Tasmania ha hecho esfuerzos mediante la sanción de la Ley de
Generaciones Robadas de Niños Aborígenes de 2006 (Ley de Tasmania) para
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otorgar una compensación a los miembros tasmanianos de las Generaciones
Robadas. La Ley de Tasmania fue un catalizador para el Proyecto de Ley de
Reparaciones a las Generaciones Robadas (Proyecto de Ley de Reparaciones),
presentado ante el Senado Federal, para estipular un programa nacional de
reparaciones a las Generaciones Robadas.

Dichos programas prevén una reparación pecuniaria. Sin embargo, sin
esfuerzos integrales que tiendan a la reconciliación, éstos no logran cumplir
con los requisitos de los principios de van Boven. La reparación debe incluir
garantías de no repetición, que incluyan la cesación y prevención de violaciones
persistentes. Ello, sobre todo, a la luz de la sobre representación constante de
niños AIET entre los niños separados de sus familias o comunidades, ya sea
temporaria o definitivamente.45 Otro principio muy aplicable es el conocimiento
público de la verdad en términos de registros históricos de experiencias
individuales o grupales y una disculpa pública oficial por parte del gobierno
federal australiano. Todas estas medidas son esenciales en el proceso de
“rehabilitación” de las Generaciones Robadas y funcionan como un punto de
partida para tratar algunas de las consecuencias generacionales actuales
provocadas por las políticas de separación forzadas.46

Según el punto de vista del PIAC, deben garantizarse reparaciones a las
personas afectadas por la separación forzada según los tipos de daño descritos
en “Trayéndolos a casa”: discriminación racial; privación arbitraria de la libertad;
dolor y sufrimiento; abuso, incluyendo abuso físico, sexual y emocional;
destrucción de la vida familiar; pérdida de derechos culturales y de desarrollo;
pérdida de derechos nativos de títulos; explotación laboral; y pérdida de
oportunidades.47 PIAC también recomendó otorgar una reparación pecuniaria
a todas las personas afectadas por la separación forzada, incluyendo familiares,
miembros de la comunidad y descendientes de una persona separada por la
fuerza, en los casos en que se pueda demostrar un daño particular.48

Sin embargo, el modelo propuesto por PIAC sigue siendo demasiado
adversarial y no es muy distinto de otras estrategias basadas en el litigio que, a
menudo, fracasaron. La reciente decisión del Juez Gray de la Suprema Corte de
Justicia de Australia del Sur —del 1 de agosto de 2007—, que estableció una
indemnización de $A500.000 a favor del Sr. Bruce Trevorrow por separación
ilegal del Hospital de Niños de Adelaida hace casi 50 años, si bien es una
sentencia que marca un hito, no implica aliviar los estándares probatorios que
se exigen en el sistema jurídico tradicional.49 Un miembro de su equipo legal
observó el volumen “poco frecuente” de pruebas en este caso, que incluían
cartas entre la madre de la víctima y la Dirección de Control Aborigen
[Aboriginal Control Board].50 Por lo tanto, a pesar del precedente reciente del
caso Trevorrow, se mantienen otros obstáculos tales como las dificultades para
recabar pruebas —especialmente cuando los gobiernos fueron laxos en el registro
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de asuntos que involucraban AIET—; el trauma emocional y psicológico
experimentado por los demandantes en el seno del medio hostil de un sistema
tribunalicio adverso; el plazo prolongado hasta la sentencia; la dificultad de
fijar la responsabilidad específica por los daños ocasionados; y superar la
perspectiva jurídica de que “los estándares de la época” justificaban la separación
“en pos del bien del niño”. Más aún, el monto importante de la indemnización
da cuenta de la seriedad del daño y del sufrimiento ocasionado por las políticas
de separación forzada y de la necesidad de que existan nuevos esfuerzos generales
para garantizar una reparación para todos los afectados.

El modelo propuesto por PIAC permite que el gobierno federal australiano
se defienda las demandas en su contra, probando que la separación fue realizada
por el bien del niño.51 El Tribunal de Reparaciones propuesto por PIAC pone
la carga probatoria en los demandantes. Ellos deben presentar pruebas suficientes
de que fueron afectados por la separación forzada y del daño sufrido por su
causa.52 Sin embargo, esta carga de la prueba no contempla que el propósito de
adoptar medidas integrales hacia la reconciliación debe partir de reconocer que
la política de separación forzada tenía, al menos en parte, orígenes racistas y
efectos dañinos permanentes para aquéllos que la padecieron y para sus
descendientes. Esa carga de la prueba, por el contrario, enfrenta a las víctimas
con el desafío de conseguir pruebas.

Además, un Tribunal de Reparaciones que se base en pruebas sobre los
daños sufridos, que requieran evidencia ubicable, en vez de constituir un
ámbito de rehabilitación resultaría un ámbito inquisitivo. La compensación
monetaria que se otorgaría respondería a la lógica de los principios de daños
del Derecho común, lo cual lleva a una incoherencia potencial de la reparación
que se dé, ya que el modelo recomienda el pago de una suma mínima así
como de una compensación monetaria donde se muestre que la persona sufrió,
además, “un tipo particular de daño o de pérdida” debido a la separación
forzosa.53 La propuesta también contempla una apelación del Tribunal de
Reparaciones a la Corte Federal en cuestiones de derecho, resultando en un
Tribunal de Reparaciones estrechamente ligado —si no situado— dentro de
un sistema de litigio adversarial. En lugar de proporcionar un sistema que
reconozca los daños masivos y generales padecidos por las Generaciones
Robadas, como el que facilitaría una Comisión de Verdad y Reconciliación,
el Tribunal de Reparaciones del PIAC requeriría representación legal,
procedimientos y normas legales (aunque relajadas) y audiencias o escritos
que no favorecen el relato de la verdad, el registro histórico extensivo de
datos y la participación pública que podría conllevar un modelo de Verdad y
Reconciliación. La propuesta hace caso omiso de la oportunidad de realizar
una audiencia en un marco de comprensión, lo cual ofrecería a las víctimas la
posibilidad de obtener un reconocimiento oficial.54



ENFRENTANDO LA HISTORIA DE AUSTRALIA: VERDAD Y RECONCILIACIÓN PARA LAS GENERACIONES ROBADAS

■ SUR – REVISTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS140

Los recientes esfuerzos legislativos federales hacia una reparación tampoco
han logrado encarar la situación por completo. Las iniciativas más destacables
llevadas a cabo por un gobierno local han sido las del Gobierno de Tasmania
en 2006, después de un compromiso electoral de resarcir a los tasmanianos
AIET que habían sido separados de sus familias, compromiso que motivó la
sanción de la Ley de Niños Aborígenes de las Generaciones Robadas (TAS) el
28 de noviembre de 2006 (Ley de Tasmania). La Ley de Tasmania fija un
fondo de compensación de cinco millones de dólares y prevé un pago
extraordinario en efectivo a los niños que fueron separados del seno de sus
familias entre 1910 y 1975 y permanecieron lejos de sus padres por un período
igual o superior a los cinco meses.55 Se calcula que unos 124 aborígenes están
calificados para recibir dicha reparación.56 Las medidas incluyen pagos
compensatorios de hasta A$5.000 para los descendientes de miembros
fallecidos de las Generaciones Robadas57 (con un máximo de A$20.000 por
familia).58 El resto del fondo se dividirá entre los miembros vivos de las
Generaciones Robadas.59 Durante un período de seis meses se aceptaron las
solicitudes de pago, que fueron revisadas por el Asesor de las Generaciones
Robadas,60 —desde el 15 de enero de 2007 hasta el 15 de julio de 2007—; y
las decisiones sobre estas solicitudes se determinarán para el 15 de enero de
2008.61 La Ley de Tasmania prevé específicamente que un pago ex gratia
efectuado de acuerdo con la mencionada ley no responsabiliza al Estado de
Tasmania por la admisión de niños como pupilos de dicho Estado ni por su
separación del seno de sus familias.62

Lamentablemente no se previeron audiencias públicas a nivel local.63 Lo
que se describió como el “historial de la víctima/sobreviviente” quedó limitado
a este proceso.64 El testimonio, la narración y el relato pueden ser claves para
situar a las víctimas en un contexto histórico específico y para poder reconstruir
sus identidades y roles dentro de dicho contexto,65 sobre todo a la luz de la
importancia que tiene el relato para muchas culturas AIET. En cambio, la Ley
de Tasmania contempla un Asesor para las Generaciones Robadas, quien es el
encargado de preparar un informe para el Ministro de Desarrollo de la
Comunidad dentro de los 30 días de la última evaluación realizada,66 que se
presenta ante cada Cámara del Parlamento.67

La voluntad del Estado de Tasmania de sancionar la Ley de Tasmania debe
evaluarse tomando en cuenta el hecho de que este Estado tiene la población
AIET más pequeña, fuera del Territorio de la Capital Australiana. En 2001, la
mayoría de los AIET vivía en Nueva Gales del Sur (29% de la población AIET)
y en Queensland (27%), en Australia Occidental vivía un 14% y en el Territorio
del Norte un 12%.68 Los AIET comprenden alrededor del 30% de la población
del Territorio del Norte pero menos del 4% en todos los demás Estados y
territorios, incluyendo Tasmania.69
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No obstante, a pesar de sus limitaciones, la Ley de Tasmania fue un gran
catalizador para la legislación del gobierno federal. A fines de marzo de 2007,
el Senador demócrata de Queensland y representante de Asuntos Indígenas
presentó el proyecto de Ley de Reparaciones a las Generaciones Robadas de
2007. Este proyecto, que siguió básicamente el modelo de la Ley de Tasmania,
busca implementar un proceso de reparación para las víctimas de las
Generaciones Robadas y pretende recibir aportes de la comunidad en general
acerca de cómo manejar las recomendaciones no implementadas de “Trayéndolos
a casa”.70 Así como la Ley de Tasmania actúa como un detonante para que otros
Estados sancionen una legislación similar, el Proyecto de Ley de Reparaciones
tiene el propósito de dar cobertura a dichas solicitudes en un Estado o territorio
donde no existe legislación al respecto. Si luego se sancionara una legislación,
el solicitante debería elegir entre la ley local del Estado o la ley federal, ya que
no puede ampararse en ambas.

El tema más problemático sobre la Ley de Tasmania y el Proyecto de Ley
de Reparaciones es que ninguna prevé un ámbito para audiencias públicas y
para discutir las experiencias de los miembros de las Generaciones Robadas.
Antes bien, ambas contemplan un procedimiento breve, completado en un
año, reduciendo así el periodo de concientización y educación.

Un marco nacional para la verdad y la
reconciliación con audiencias locales

Lo preferible es que exista un marco nacional que establezca una Comisión de
Verdad y Reconciliación y que ésta opere en un nivel comunitario
descentralizado. Ello, en vez de que exista un sistema de reparaciones según
cada Estado, con brechas que luego deba llenar un estatuto federal. El marco
nacional ayudará a garantizar un enfoque coherente para las decisiones que se
tomen sobre las circunstancias y a los individuos afectados que serán resarcidos
según el Programa de Reparaciones. Al mismo tiempo, las audiencias a nivel
comunitario facilitarán el adecuado reconocimiento de las experiencias de los
grupos indígenas heterogéneos.

Debe establecerse una Comisión de Verdad y Reconciliación en cada Estado
o territorio de Australia y se deberían aceptar simultáneamente las solicitudes y
escuchar las historias de los AIET que califican como miembros de las
Generaciones Robadas. Cada Comisión debe estar integrada por miembros de
las comunidades indígenas y no indígenas e incluir la participación de ancianos
tribales para que el proceso tenga credibilidad entre los AIET. Una Comisión
de Verdad y Reconciliación local también aumenta el potencial para crear una
conciencia pública entre las personas no indígenas de cada Estado o territorio.

También es importante el rol de la Comisión de Verdad y Reconciliación
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local para ayudar a dirimir el problema de que toda la comunidad AIET hasta
ahora ha sido tratada como homogénea. El enfoque de la Ley de Tasmania y
del Proyecto de Ley de Reparaciones homogeniza a la población AIET en dos
sentidos, uno de los cuales es realmente conflictivo. Por un lado, homogeniza
el daño sufrido, lo cual, según ciertos autores, es un problema al momento de
reparar la dignidad de la víctima,71 pero, según esa misma perspectiva, es
inevitable en un sistema coherente de reparaciones.

Por otro lado, sin embargo, el enfoque de la Ley de Tasmania y del Proyecto
de Ley de Reparaciones homogeniza la población AIET como una masa cuya
heterogeneidad no importa.72 Ello es particularmente equívoco dada la
composición de dicha población:

La población de las comunidades de aborígenes e isleños del Estrecho de Torres en
Australia es muy diversa en su cultura, con muchos idiomas diferentes. Pensemos en
la región de Kimberly en la Australia Occidental [...]. El viajar por Kimberly, con su
inmensa población aborigen y con la diversidad de gente que la compone, es como
viajar por Europa con sus culturas y lenguas cambiantes.73

Un ámbito para verbalizar agravios

Una Comisión de Verdad y Reconciliación permite una distancia necesaria de
la perspectiva adversarial. El litigio dentro del sistema adversarial de los
tribunales “no es un remedio efectivo ni culturalmente adecuado para la situación
que enfrentan las Generaciones Robadas, sus familias y sus comunidades”.74

Tanto la Ley de Tasmania como el Proyecto de Ley de Reparaciones reflejan
aun un enfoque contencioso, basado en el agravio. Ellos requieren un sistema
judicial que determine los daños de cada individuo, sobre la base de pruebas
suministradas por la víctima respecto de la magnitud del daño sufrido, evaluado
luego con normas estándar de procedimientos.75

En cambio, una Comisión de Verdad y Reconciliación tiene la ventaja de
ofrecer a los indígenas afectados por la separación forzosa un ámbito en el cual
sus planteos sean escuchados y donde se les permita recibir un reconocimiento
público del daño sufrido. También le permite a los afectados por la separación
forzosa tener un papel activo en la creación de un Programa de Reparaciones.
La participación de los afectados es fundamental para que las reparaciones sean
apropiadas y efectivas. El Sexto Informe de Justicia Social producido por la
CDHIO expresa:

La percepción indígena de lo inadecuado de las respuestas gubernamentales a las
recomendaciones sobre estos temas se vive no sólo con desilusión y un sentido de exclusión
de los procesos del gobierno, sino que confirma la expectativa de que sería así. Hay
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una tensión en la respuesta indígena que revela el efecto acumulativo de las políticas
paternalistas y la falta de participación en los procesos de gobierno: ser siempre el
objeto de las decisiones de otra gente acerca de lo que a uno le conviene, lo que uno
merece, lo que uno tiene derecho a tener.76

El Acuerdo IRS canadiense trata muy hábilmente el problema del
involucramiento indígena mediante el establecimiento de un Comité de
Sobrevivientes de las Escuelas Residenciales para Indios, compuesto por diez
representantes provenientes de diversas organizaciones aborígenes y de grupos
de sobrevivientes. Este Comité está diseñado para asesorar a la Comisión de
Verdad y Reconciliación en temas comunitarios, incluyendo los criterios para
los procesos nacionales y comunitarios.77 No obstante, mientras el Acuerdo
IRS canadiense, prevé Enlaces Regionales,78 ni estos últimos ni los Comisionados
Nacionales participan de audiencias formales.79 Al diseñar un modelo de
Comisión de Verdad y Reconciliación AIET como éste, las audiencias públicas
proporcionarían la mejor solución para la rehabilitación y reconocimiento de
los individuos, sus familias y sus comunidades. Sin embargo, las audiencias
públicas no deberían ser obligatorias. Podrían llevarse a cabo audiencias cerradas
o las víctimas podrían tener la opción de presentar declaraciones escritas o
electrónicas, sobre todo en los casos de abuso físico y sexual.

La ausencia del relato individual bajo la Ley de Tasmania y el Proyecto de
Ley de Reparaciones es clave. Dory Laub, sobreviviente del Holocausto, escribió
acerca del proceso de contar y escuchar como un primer paso esencial hacia la
rehabilitación.80 Laub describe el relato como un proceso en dos pasos: el relato
en sí mismo, que rompe marcos previos de conocimiento y, en segundo lugar,
lo que sucede más allá de las palabras, lo que permite una curación emocional,
la clave para redescubrir una identidad perdida.81 Desde la presentación de
“Trayéndolos a casa”, se han publicado cientos de biografías indígenas y se han
realizado también películas. Por ejemplo, el film del laureado director Philip
Noyce, Rabbit-Proof Fence, basado en el relato biográfico de Doris Pilkington
Garimara, cuenta la historia de tres niños separados de su hogar que viven la
experiencia de viajar 1.600 kilómetros intentando regresar a su comunidad, en
lugar de permanecer en la Misión Moore River en Australia Occidental.82

La función más importante que puede tener una Comisión de Verdad y
Reconciliación es permitir que las historias de los distintos AIET sean oídas y
aceptadas, dándoles reconocimiento a todas las que necesiten ser contadas. Por
ejemplo, cuando en una entrevista Lowitja O’Donoghue contó que a ella no la
habían “robado” sino “separado”, ya que su madre había estado de acuerdo con
la separación creyendo que era por su propio bien, los medios utilizaron este
relato para cuestionar el daño sufrido y las reparaciones que merecían los
miembros de las Generaciones Robadas.83 De igual modo, en Munyi’s Daughter,
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Nancy Barnes quiso contar una historia diferente, en la que se resaltara el triunfo
sobre la adversidad y el viaje exitoso de un miembro de las Generaciones Robadas
hacia las relaciones y el empleo, pero no tuvo público, ni dentro de su propia
comunidad ni en otras.84 Una Comisión de Verdad y Reconciliación
proporcionaría un ámbito para el relato heterogéneo de la historia.

Determinar el alcance de los que tienen derecho a una audiencia ante la
Comisión de Verdad y Reconciliación y a una compensación

Otro tema de importancia es determinar cómo abordar los daños sufridos
por los descendientes de las víctimas. Tanto la Ley de Tasmania como el
Proyecto de Ley de Reparaciones reconocen una compensación para el hijo
biológico vivo de una persona fallecida que tendría derecho a reparaciones,
pero no para los descendientes de una persona separada de su hogar, si ésta
sigue viva.85 Un estudio reciente elaborado por MCAIETA en junio de 2006
compara la situación socio-económica y sanitaria relativa de los AIET que
fueron alejados de sus hogares (directamente) y de los que no lo fueron. El
trabajo combina el marco usado por la Encuesta Social Nacional de Aborígenes
e Isleños del Estrecho de Torres 2002 (NAIETSS), que entrevistó a 9.400
AIET y la Encuesta Social Nacional de Aborígenes e Isleños del Estrecho de
Torres 2004-2005 (NAIETHS), que entrevistó a 10.400 AIET. Los
encuestadores reconocieron los límites de su metodología y el nivel de
incertidumbre resultante.86 La información de la NAIETSS y de la NAIETHS
se utilizó para extraer conclusiones sobre indicadores tales como tasas de
discapacidad, participación y graduación en educación superior, participación
en la fuerza de mano de obra, tasas de criminalidad y encarcelamiento en las
víctimas y tasas de detención juvenil.87 Los resultados mostraron que la
población separada de sus hogares tuvo una vida mucho peor que la de la
población no separada de sus hogares.88 La situación desventajosa de las
poblaciones separadas de sus hogares no se concentró en ningún área en
particular, sino que cubrió un espectro amplio de indicadores.89 Por ejemplo,
las poblaciones separadas mostraron tasas menores de ciclo escolar completo
entre los 10 y 12 años (28,5% comparado con un 38,5%), tasas menores
vivienda propia (16,9% comparado con 28,3 %); tasas más altas de más de
un arresto en cinco años (14,6% comparado con 8,8%) y tasas más bajas de
empleo a tiempo completo (17,8% comparado con 24,8%).90

La evidente desventaja ilustra los efectos persistentes de las políticas de
separación forzosa, tanto en las personas separadas de sus hogares como en
sus descendientes. Los australianos indígenas tienen 45% más posibilidades
de ser víctimas de violencia familiar que otros australianos; 8,1% más de
posibilidades de ser víctimas de homicidio y 16,6% más de cometer un
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homicidio que la población no indígena.91 Según Reconciliation Australia, los
AIET tienen tasas más elevadas de dañarse a sí mismos, de suicidio y de
encarcelamiento, —15 veces más que los demás australianos—.92 La Oficina
Nacional de Auditoría Australiana [Australian National Audit Office] informa
que la tasa de mortalidad de los AIET es el doble de la de los Maori, 2,3 veces
más alta que la de los indígenas de los Estados Unidos de América y 3,1 veces
más alta que la tasa australiana.93

Si bien será difícil, si no imposible, otorgar compensaciones monetarias
a los descendientes, manteniendo una coherencia dentro del programa de
Reparaciones,, también cabe cuestionarse sobre cuánto podrá compensar dicha
reparación la inequidad actual que sufren los descendientes AIET. Sin
embargo, ello da un valor mayor a la Comisión de Verdad y Reconciliación,
la que puede desempeñar un papel importante en la recuperación de la
dignidad de todos los miembros de la comunidad AIET. Todos los
descendientes de las Generaciones Robadas tendrían la oportunidad de relatar
su experiencia con los efectos actuales de la separación forzosa ante esta
Comisión, lo cual influiría seguramente tanto en la política futura del gobierno
como en la percepción pública.

El otorgamiento de reparaciones

Es fundamental superar la resistencia del gobierno australiano para otorgar
reparaciones. En primer lugar es importante aceptar que bajo un Programa de
Reparacioness las víctimas probablemente cobrarán mucho menos que por
medio de un litigio exitoso. Por demandas que prosperen ante un Tribunal de
Reparaciones, los querellantes podrían recibir 50.000 dólares por el daño
ocasionado por un acto de violencia.94 Teniendo en cuenta el daño identificado
en “Trayéndolos a casa”, según PIAC, en los tribunales civiles los querellantes
que tuvieran éxito “recibirían mucho más”.95 PIAC también recomienda como
ejemplo a seguir el caso del Comité de Reparaciones y Rehabilitación de
Sudáfrica, que proveyó para las víctimas el otorgamiento de una suma
equivalente al ingreso medio anual de un hogar durante seis años.96 Sin embargo,
PIAC no advierte que, en la práctica, muy pocas víctimas sudafricanas
identificadas por el Comité recibieron de hecho las reparaciones recomendadas.
Las reparaciones en Sudáfrica trajeron mucha controversia y la sociedad civil
no logró mantener y monitorear la implementación de las recomendaciones de
la Comisión de Verdad y Reconciliación sudafricana.97

El Acuerdo IRS canadiense fijó un presupuesto de 60 millones de dólares
destinados a una serie de medidas de verdad y reconciliación.98 Del mismo
modo, los montos de compensación pecuniaria que adjudican la Ley de Tasmania
y el Proyecto de Ley de Reparaciones son realistas dentro de los límites de los
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presupuestos local y nacional. Si bien la compensación es menor respecto de lo
que se podría cobrar por medio de una acción judicial —si la víctima ganara el
litigio—, Pablo de Greiff utiliza el ejemplo del Perú que ilustra valiosamente
las dificultades de sistemas paralelos de reparaciones “judiciales” y “políticos”.99

La Comisión de Verdad y Reconciliación peruana analizaba qué
recomendaciones de reparaciones dictaría, mientras la Comisión Interamericana
y la Corte simultáneamente dictaban sentencia en casos de torturas y
desapariciones, otorgando entre 100.000 y 200.000 dólares por víctima. Ello
elevó las expectativas de un resultado imposible para las personas ante la
Comisión de Verdad y Reconciliación. Si cada familia de las más de 69.000
víctimas fallecidas recibiera 150.000 dólares, el costo total superaría a la totalidad
del presupuesto nacional del Perú.100

De Greiff también observa que la mera disparidad en las sumas otorgadas
por los tribunales, comparadas con las distribuidas bajo el masivo Programa de
Reparaciones, no ilustra una falta de justicia en el Programa de Reparaciones.
Antes bien, el Programa de Reparaciones ofrece otros beneficios al evitar los
problemas del litigio, como las largas demoras, los costos altos, el tener que
recabar pruebas que serán estudiadas profundamente, el dolor emocional
padecido por los interrogatorios cruzados y el riesgo real de una sentencia
desfavorable.101

Conclusión

Ha habido varios casos litigados judicialmente para lograr reparaciones para
las Generaciones Robadas. Tales casos pueden forzar al gobierno australiano y
posiblemente a otros sectores involucrados en la separación forzosa, como
escuelas religiosas, a reconocer los incumplimientos de la ley y a proveer una
compensación por el daño sufrido como resultado de ellos:

En última instancia, los gobiernos serán forzados a tratar el problema de la
responsabilidad en los casos de separación forzosa. Mejor que sea de un modo equitativo,
eficiente y constructivo en lugar que de modo contencioso, desigual e ineficiente.102

Como respuesta a los juicios que iniciaron contra el gobierno canadiense
entre 5000 y 8000 ex estudiantes pupilos, y contra los que el gobierno
inicialmente se defendió, finalmente este último comenzó a llegar a acuerdos.
Entre  1997 y 1998 e l  gobierno canadiense  f i rmó 220 acuerdos
extrajudiciales, pagó más de 20 millones de dólares a las víctimas de las
escuelas administradas en algunos casos sólo por el gobierno federal, en los
casos en que los empleados fueron sentenciados por abuso sexual.103 Entre
1998 y 1999, se pagaron aproximadamente ocho millones a 70 supuestas
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víctimas de abuso, con acuerdos de entre 20.000 y 200.000 dólares por
caso.104 Según la información provista por el gobierno canadiense, hasta el
21 de mayo de 2007, el valor total del litigio en relación a las Escuelas
Residenciales Indias llegó a 120.700.000 dólares, mientras que el valor total
otorgado por daños por parte de las sentencias ADR alcanzó los 128.200.000
dólares.105 Es por lo tanto incuestionable que financieramente es más
beneficioso para el gobierno australiano implementar el modelo de una
Comisión de Verdad y Reconciliación con un Programa de Reparaciones
adjunto, en lugar de seguir en un camino de litigios y de determinación de
reparaciones ad hoc a las víctimas.

El modelo propuesto por la Ley de Tasmania y el Proyecto de Ley de
Reparaciones tiene una serie de defectos. En primer lugar, se trata de un proceso
escrito, con plazos muy breves, que no logra involucrar a toda la sociedad. En
tanto es el Asesor de las Generaciones Robadas el que presenta el informe ante
el parlamento, lamentablemente el proceso no contempla la posibilidad de que
las víctimas cuenten sus historias públicamente, lo que podría reconocer la
heterogeneidad de la población AIET. Ello permitiría también un mayor
reconocimiento de los idiomas AIET, sobre todo considerando una presentación
ante la Comisión de Derechos Humanos de la ONU describiendo el estatus de
no reconocimiento oficial de los idiomas AIET.106

Existen una serie de beneficios de una Comisión de Verdad y
Reconciliación, como las audiencias simultáneas en cada uno de los Estados o
territorios, con miembros de la comunidad tanto indígenas como no indígenas
integrando la Comisión como delegados. Ello sería un paso más adelante de
los modelos contenciosos que no han dado resultado hasta el momento. Además,
a esta Comisión, debería adjuntarse un Programa de Reparaciones y debería
otorgarse una compensación pecuniaria coherente con los montos recomendados
por la Ley de Tasmania y el Proyecto de Ley de Reparaciones.

En gran medida, la comunidad australiana ha intentado borrar un capítulo
muy oscuro de su historia o, al menos, tratarlo de modo precipitado. Dadas las
consecuencias actuales sufridas por los descendientes de las Generaciones
Robadas, el pueblo australiano, y particularmente el gobierno australiano, no
pueden negar los hechos del pasado, por más que se los quiera interpretar de
modos variados. La unidad y la reconciliación entre los australianos indígenas
y no indígenas depende del esclarecimiento de la verdad, de recordar el pasado
para reescribir la historia de Australia con exactitud. La verdad es necesaria
para la catarsis social de los AIET y constituye una parte esencial del
reconocimiento nacional de las consecuencias actuales que sigue teniendo la
separación de los niños AIET alejados de sus familias y comunidades en la
mala salud, empleo, educación y estatus social de los actuales aborígenes e isleños
del Estrecho de Torres.
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Ver las notas del texto a partir de la página 168.

Elizabeth Salmón G.

En tiempos donde toda la discusión parece a veces centrarse en la denominada
“guerra contra el terrorismo”, el debate sobre otra guerra también
trascendental, contra la pobreza, ha sido dejado de lado. Esto a pesar de la
enorme importancia de acabar con un flagelo que afecta todos los ámbitos de
la existencia humana.

Esta falta de atención se ha hecho también evidente en el ámbito jurídico.
En efecto, la fundamentación de la lucha contra la pobreza se ha mantenido
constantemente aislada del debate legal a pesar de la intensa relación que
existe entre situación de pobreza y efectivo disfrute de los derechos humanos.
En este sentido, la finalidad de este artículo consiste justamente en acercarnos
hacia una posible fundamentación jurídica de la lucha contra la pobreza,
incluso en contextos post conflicto, que tenga en cuenta un principio
constitucional del orden internacional contemporáneo, que es el respeto de
todos los derechos humanos.

Fases en la lucha contra la pobreza

Ciertamente la comprensión misma del fenómeno de la pobreza resulta
controversial y compleja puesto que encierra diversos problemas y
dimensiones. Adicionalmente, no se trata de un concepto estático, sino que
como bien señala Nowak, los conceptos de pobreza y desarrollo, así como su
relación con los derechos humanos han ido cambiando a través del tiempo.2

En efecto, en un primer momento, este concepto se enfocó desde una
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visión puramente económica. La pobreza hasta los años setenta era entendida
como la falta significativa de recursos. Todavía se entendía que el libre mercado
traería consigo el desarrollo económico capaz de resolver la pobreza.. No
obstante, la aplicación de estas políticas económicas generaron un aumento
del índice de pobreza y que se produjeran nuevas violaciones a los derechos
humanos en nombre del mercado y de las políticas de los Estados del norte,
propensos a apoyar gobiernos dictatoriales del sur, siempre y cuando
colaborasen con esas políticas.

Una segunda etapa se inició a finales de los setenta, a partir del enfoque
del “derecho al desarrollo” y del “derecho del desarrollo”. De esta manera, la
Carta de la Organización para la Unidad Africana (hoy Unión Africana),
elaborada en 1981, incluía en su artículo 22° la idea de un nuevo orden
económico internacional más justo y humano. La idea de desarrollo se perfiló
entonces como un derecho inalienable en virtud del cual todos los seres
humanos y los pueblos debían participar, contribuir y disfrutar del desarrollo
económico, social, cultural y político en el que todos los derechos humanos
se cumplen a cabalidad.

Finalmente, durante la década de los noventa, la lucha contra la pobreza
se enfocó a partir de la condicionalidad de la cooperación internacional en la
promoción de los derechos humanos. Dicha condicionalidad se orientó en
dos sentidos: una condicionalidad negativa, que implicaba no cooperar con
gobiernos que violasen los derechos humanos de forma grave y sistemática; y
una condicionalidad positiva, que implicaba el compromiso de colaborar en
programas de promoción y difusión de los derechos humanos y la
democratización en Estados que fuesen respetuosos de los derechos humanos.

La pobreza como fenómeno multidimensional:
definiciones y aportes del enfoque basado en derechos humanos

Este cambio de paradigmas y enfoques en la comprensión de la pobreza se
refleja también en lo dicho por el Banco Mundial, que en el año 2000 señaló
que “de los 6 billones de personas, 2.8 viven con menos de 2 dólares al día y
1.2 billones con menos de 1 dólar al día. 6 niños de cada 100 no llegan al
primer año de vida y 8 no sobreviven a los 5 años. De los que llegan a la edad
escolar, 9 niños y 14 niñas de cada 100 no van a la escuela primaria”.3 Estos
datos nos permiten apreciar que el concepto de pobreza va más allá de una
concepción tradicional relacionada con bajos ingresos y consumo, y que abarca
también otros estándares como la salud y la educación.

De la misma manera, la pobreza definida por el Programa de las Naciones
Unidas para el Desarrollo (en adelante PNUD), como “una situación que
impide al individuo o a la familia satisfacer una o más necesidades básicas y
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participar plenamente en la vida social”,4 se caracteriza por ser un fenómeno
fundamentalmente económico, pero que reconoce siempre la existencia de
dimensiones sociales, políticas y culturales en el concepto.5

Sin embargo, hoy en día no sólo se habla de pobreza, sino también de
“extrema pobreza”, una categoría que a simple vista connota una situación
más compleja y grave, que requiere de una atención prioritaria. De acuerdo
con lo señalado por el Experto Independiente de las Naciones Unidas para
los Derechos Humanos y la Extrema Pobreza, Arjun Sengupta,6 la diferencia
entre pobreza y extrema pobreza es esencialmente un tema de gradación que
implica un menor acceso a bienes y servicios, que a su vez, como señala el
PNUD, no permite satisfacer las necesidades básicas de supervivencia.7 En el
mismo sentido, Sengupta señala que la extrema pobreza se caracteriza por ser
“una combinación de varios factores –escasez de ingresos, falta de desarrollo
humano y exclusión social– que incluye las nociones de precariedad y privación
de capacidades”. Ello trae como consecuencia la exclusión social de las
personas, lo que se traduce en una restricción de la categoría de ciudadano y
por ende, de su condición de sujeto de Derecho, lo cual trae como consecuencia
la negación de sus derechos y libertades fundamentales.8

De la misma forma, el Grupo de Expertos ad hoc de las Naciones Unidas
creado para la Elaboración de Principios Rectores sobre la Aplicación de las
Normas Vigentes sobre Derechos Humanos en el Contexto de Extrema Pobreza
(en adelante Grupo de Expertos) ha señalado que las organizaciones
internacionales y las instituciones especializadas han llegado a un consenso sobre
el concepto de “extrema pobreza”, el cual se entendería como “una negación de
los derechos fundamentales de la persona humana [que] impide la realización
efectiva de los derechos humanos”.9 Con lo cual, la generalización de la pobreza
extrema inhibe el pleno y eficaz disfrute de los derechos humanos.10

Se entiende así que la extrema pobreza no sólo está referida a un problema
económico, sino a uno más complejo que abarca diferentes esferas, como la
social y la cultural, convirtiéndose también en un problema político,11 que
afecta directamente el desarrollo humano y, por tanto, la satisfacción de los
derechos humanos.

En este sentido, al decir del Grupo de Expertos, el problema debe
enfrentarse inicialmente desde la extrema pobreza. Por ello, cualquier estrategia
pensada con miras a solucionar este problema, deberá concentrarse en ésta
como punto de apoyo para el restablecimiento de los derechos de las personas
y las poblaciones más excluidas y a menudo más ignoradas.12

A partir de la conjugación de todas estas afirmaciones, resulta posible
apuntar hacia una definición de la pobreza enmarcada en los derechos
humanos. El Informe PNUD del año 2000 introdujo en esta línea un concepto
de desarrollo humano, donde estableció que éste va más allá del ingreso y
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crecimiento económico, para abarcar las potencialidades y capacidades de la
población. Este desarrollo es el resultado de un proceso que incorpora factores
sociales, económicos, demográficos, políticos, ambientales y culturales, en el
cual participan de manera activa y comprometida los diferentes actores
sociales.13 Desde este enfoque, la pobreza aparece como la ausencia o negación
del desarrollo humano, en la medida que éste es un desarrollo que otorga
prioridad a los pobres, ampliando sus opciones y oportunidades.

Se puede entonces concluir que el problema de la pobreza puede ser
presentado desde dos perspectivas diferentes: una primera, denominada “pobreza
en los ingresos”, referida básicamente a la falta de ingresos para satisfacer las
necesidades mínimas, y, una segunda, la “pobreza humana”, relacionada con la
falta de capacidades básicas, como son la malnutrición, enfermedades, entre
otras. Esta postura ha sido adoptada por Amartya Sen, quien considera que la
pobreza, antes que una situación de bajos ingresos, debe ser vista como una
privación de las capacidades básicas, aunque reconociendo que la falta de ingresos
es una de las principales causas de la pobreza.14

Desde esta perspectiva, los recursos económicos son la condición necesaria
para satisfacer estas condiciones mínimas y, por tanto, desarrollar tales
capacidades. No obstante, debe tenerse en cuenta que no toda falta de
capacidades debe ser considerada como pobreza. En primer lugar, porque
sólo deben considerarse aquellas capacidades básicas y, en segundo lugar,
porque si la ausencia de estas condiciones estuviese dada por motivos ajenos
a los económicos (por ejemplo, por un problema de salud permanente), no se
podría concluir que estamos frente a una condición de pobreza, sino a un
bajo nivel de bienestar general. En términos generales, para que podamos
hablar de pobreza, debemos referirnos a la falta de capacidades que son
consideradas básicas por la sociedad, a la vez que la falta de disposición de
recursos debe jugar un papel importante en la cadena causal que genera ese
bajo nivel de bienestar.15

Precisamente para combatir la pobreza, se hace necesario postular la
efectiva aplicación y garantía de los derechos humanos. Un primer vínculo
entre los derechos humanos y la pobreza, se encuentra en la discriminación a
la que son sometidas las personas en situación de pobreza. Esta discriminación
es la que contribuye a la marginación social, y alimenta el círculo vicioso por
el cual el pobre nunca dejará de ser pobre: porque no tiene las oportunidades
para salir de dicha situación.16

Este primer acercamiento nos permite, a su vez, comprender la relación
que la pobreza guarda con otros elementos. La discriminación por situación
de pobreza ciertamente atenta contra sus derechos humanos, pero esta
discriminación es, en todo caso, una violación a sus derechos sobreviniente a
otras afectaciones que son las que han colocado a esta persona en situación de
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pobreza. En efecto, la discriminación es, sin que con ello intentemos en forma
alguna justificarla, la “consecuencia” –irrazonable– de una situación a la que
ha llegado una persona por la afectación de otros derechos, o mejor dicho, la
discriminación puede ocasionar la pobreza, del mismo modo que la pobreza
puede ocasionar discriminación.17

Los derechos afectados por la condición de pobreza, o dicho en otros
términos, cuya afectación puede llevar a una situación de pobreza, son de
diferente naturaleza: tanto civiles y políticos, como económicos, sociales y
culturales. En este sentido, la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social de
Copenhague de 1995, señaló la falta de ingresos y de recursos productivos
suficientes para garantizar medios de vida sostenibles, hambre y malnutrición,
mala salud, falta de acceso o acceso limitado a la educación y a otros servicios
básicos, aumento de la morbilidad y la mortalidad a causa de enfermedades,
carencia de vivienda o vivienda inadecuada, medios que no ofrecen condiciones
de seguridad, y discriminación y exclusión sociales.18

Podemos entonces referirnos a la alimentación, al vestido, al trabajo, a
la vivienda y a la educación como los derechos que se encuentran relacionados
con la exclusión de la pobreza, cuya afectación trae como consecuencia la
vulneración del derecho más básico de todos: el derecho a la vida.

Y es que la afectación del derecho a la vida –entendiéndola como vida
digna– contribuye a una situación de pobreza y viceversa, la cual se ve reflejada
en las grandes cifras relacionadas con la mortalidad producto de la situación
de pobreza.19 Pero el derecho a la vida20 también se ve afectado cuando, sin
que se provoque o tolere la muerte de las personas, se atenta contra la “calidad
de vida”, noción que ha sido desarrollada por la jurisprudencia internacional
en los últimos años. De esta manera, la afectación de este derecho se produce
de dos formas diferentes: (i) como una consecuencia ante la falta de
cumplimiento de otros de los derechos a los que nos hemos referido; y, (ii)
como una afectación directa, junto con los demás derechos, a la llamada
“calidad de vida” a la que tienen derecho todas las personas.

El primer tipo de afectación se produce cuando producto de la situación
de pobreza que afecta a las personas se produce la muerte de muchas de ellas.21

Sin embargo, no se debe descuidar la otra dimensión de este derecho que es
aquélla referida a una “vida digna” o a una adecuada “calidad de vida”. Estos
términos están referidos al hecho de que no basta con que el Estado garantice
a todas las personas la no privación arbitraria de su vida, sino que debe estar
en posibilidades de garantizar una vida en la que las personas puedan tener
las posibilidades de desarrollarse y gozar de las comodidades mínimas, como
son justamente la atención de salud, la educación, el acceso a un trabajo
digno, entre otros. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos
se pronunció en el caso Villagrán Morales de la siguiente manera:
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[...] En esencia, el derecho fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho de
todo ser humano de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el
derecho a que no se le impida el acceso a las condiciones que le garanticen una
existencia digna. Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las
condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho
básico y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra él.22

De la misma manera se ha pronunciado el ya mencionado Grupo de Expertos
al señalar que:

En lo que respecta a la amenaza que para el derecho a la vida supone la extrema
pobreza, el Grupo de Expertos ad hoc señala que la consideración del derecho a la
vida en las jurisprudencias regionales, al igual que en la jurisprudencia
internacional, evoluciona hacia unos planteamientos que, más allá de la
supervivencia biológica, vinculan ese derecho a una existencia digna de acuerdo
con el enfoque adoptado en sucesivas resoluciones por la Comisión de Derechos
Humanos.23

De esta manera, al privarse a gran parte de la población del acceso a servicios
considerados básicos para el desarrollo humano se les está privando de una
adecuada calidad de vida, ya que sin una vivienda adecuada, sin vestido, sin
agua potable y sin abrigo, una persona no podrá desenvolverse normalmente
en la sociedad.

Tal y como lo han señalado Cançado Trindade y Abreu Burelli, en sus
votos concurrentes a la sentencia de fondo en el caso Villagrán Morales, la
calidad de vida conceptualiza el derecho a la vida como perteneciente al mismo
tiempo, al dominio de los derechos civiles y políticos, así como al de los
derechos económicos, sociales y culturales, lo que ilustra la interrelación e
indivisibilidad de todos los derechos humanos.24 De esta manera, si bien la
pobreza no estará en directa relación con la afectación de todos los derechos
humanos, dado el carácter indivisible de éstos, será necesaria una estrategia
global para combatirla.25

Dentro de los llamados derechos económicos, sociales y culturales, resulta
errada la práctica de los Estados de considerarlos como normas programáticas
y cuyo desarrollo inmediato no es posible porque implican el uso de recursos
económicos para su cumplimiento. Tal como lo ha señalado el Comité de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante CDESC), si bien la
plena realización de los derechos puede lograrse de manera paulatina, las
medidas tendientes a lograr este objetivo deben adoptarse dentro de un plazo
razonablemente breve posterior a la entrada en vigor del Pacto Internacional
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC).26 En razón de
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ello es que el argumento de la progresividad, para evitar implementar estos
derechos resulta discutible. Todos estos derechos involucrados, como son el
derecho a la salud o a la vivienda, juegan un rol muy importante en la lucha
contra la pobreza, por lo cual no se puede permitir que los Estados incumplan
sus obligaciones internacionales bajo dichos argumentos.

En el ámbito peruano, dicho razonamiento fue sostenido por el Tribunal
Constitucional en la sentencia 2945-2003-AA/TC, que otorgó protección a
una persona con VIH/SIDA, amparando su derecho a la provisión constante
de los medicamentos necesarios para su tratamiento. De esta manera, se
contradijo lo aducido por el Estado, en el sentido de que el derecho a la salud
era una norma programática, por lo cual no se encontraba obligado a prestar
atención sanitaria ni a facilitar medicamentos de forma gratuita. Al respecto,
el Tribunal Constitucional en la misma sentencia, señaló que en los derechos
sociales se deben reconocer también principios como la solidaridad y el respeto
a la dignidad de la persona, los que además, constituyen pilares fundamentales
del Estado Social de Derecho.27

Asimismo, no es completamente correcta la idea de que, de un lado, la
implementación de derechos económicos, sociales y culturales demandará
siempre del Estado grandes inversiones y, de otro la implementación de los
derechos civiles y políticos demandará sólo que el Estado se abstenga de realizar
conductas prohibidas en los tratados.. Al respecto, debe observarse, tal como
lo ha señalado el CDESC, que muchos de los derechos económicos, sociales
y culturales son susceptibles de una inmediata implementación. Este es el
caso, por ejemplo, el derecho a una igual remuneración por un igual trabajo,
el derecho a fundar y afiliarse a sindicatos, el derecho de los padres a elegir
las escuelas de sus hijos, entre otros.28

Todos estos derechos encuentran su punto de convergencia en un valor
superior, la dignidad de la persona. Este valor está contemplado en el artículo
1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; y reconocido en
numerosas oportunidades por diferentes documentos internacionales, como
son las Resoluciones de la Comisión de Derechos Humanos No. 2002/3029 y
No. 2005/16.30 Estas resoluciones establecen que la extrema pobreza y la
exclusión social constituyen una violación a la dignidad humana. En el mismo
sentido, se ha pronunciado la Asamblea General de las Naciones Unidas en
su Resolución No. 59/186.31

Los derechos humanos buscan funcionar así como una especie de garantía
que evite que se llegue a una situación de pobreza que afecte la dignidad
humana y genere situaciones excluyentes. De este modo, las políticas de lucha
contra la pobreza serán más efectivas en la medida que estén basadas en los
derechos humanos.32 En consecuencia, corresponde a los Estados, encargados
de promover y garantizar el efectivo cumplimiento de los derechos humanos,
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implementar adecuadamente los derechos más básicos, de forma tal, que se
otorgue a las personas una vida digna. Con dicho objetivo, es necesario partir,
en primer lugar, del reconocimiento de derechos del pobre, y de obligaciones
de los gobiernos y de la comunidad internacional.33

Sin embargo, no todos los derechos humanos podrán ser incluidos en el
mínimo requerido para la erradicación de la pobreza, sino sólo aquellos
considerados esenciales para que toda persona pueda desarrollar básicamente
sus capacidades.34 Entre éstos, como lo señala el CDESC, se encuentran los
derechos al trabajo, a un nivel de vida adecuado, a la vivienda, a la
alimentación, a la salud y a la educación.35 Se trata en definitiva de los derechos
humanos que consisten en un estándar mínimo de satisfacción de condiciones
para la vida.

La lucha contra la pobreza en un contexto post-conflicto

La lucha de los Estados y la comunidad internacional por otorgar a cada
persona los derechos humanos que constituyan un estándar mínimo de
satisfacción de condiciones para su vida, se torna aún más compleja cuando
coexiste con las secuelas de un conflicto armado.

En efecto, de acuerdo con un informe preparado por Jane Alexander para
el Departamento para el Desarrollo Internacional del Reino Unido (DFID),
los efectos de un conflicto en los niveles de pobreza incluyen la obstaculización
del crecimiento económico y la productividad en la esfera macroeconómica,
así como la destrucción de las instituciones estatales y la infraestructura pública.
Desde una perspectiva microeconómica, los individuos y las comunidades
experimentan una creciente inseguridad, pérdida de bienes y de trabajo, así
como una disminución en el acceso a servicios públicos esenciales.36

Asimismo, el informe señala que las violaciones de los derechos humanos
cometidas durante un conflicto están inexorablemente ligadas a la potenciación
de la pobreza.37 Es decir, aquellas personas que se encuentran en una situación
de pobreza –y más aún pobreza extrema– son más vulnerables a que sus
derechos humanos sean violados en un escenario de conflicto armado. En
este mismo sentido, los Principios de Limburgo de las Naciones Unidas sobre
la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de 1987, establecen en su parágrafo 65 que “[l]a violación
sistemática de los derechos económicos, sociales y culturales socava la
verdadera seguridad nacional y puede poner en peligro la paz y la seguridad
internacionales [...]”.

En relación al caso peruano, esta afirmación se ve reforzada por lo
establecido por la Comisión de la Verdad y Reconciliación del Perú (CVR)38

en su Informe Final:
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Existió una evidente relación entre exclusión social e intensidad de la violencia. No
fue casual que cuatro de los [lugares] más afectados por el conflicto armado interno
sean ubicados por diferentes estudios [...] dentro de la lista de los cinco [...] más
pobres del país. [...] Ello no significa que la pobreza sea la causa principal del
conflicto; sin embargo, sí es posible afirmar que cuando se desata un proceso de
violencia armada, los sectores sociales menos favorecidos resultan los más vulnerables
y afectados.39

Por otro lado, es también posible afirmar que las violaciones de los derechos
humanos perpetradas en el marco del conflicto armado peruano fueron a su
vez generadoras de pobreza, lo cual se evidencia, por ejemplo, en los diversos
casos de desplazamiento forzoso, arrasamientos y saqueos de comunidades
investigados por la CVR.40

Entonces, es correcto señalar que existió, en primer lugar, una estrecha
relación entre la pobreza y las causas del conflicto armado peruano (si
bien la CVR no señaló a la pobreza como causante principal del conflicto
armado, sí reconoció que fue “uno de los factores que contribuyó a
encenderlo y como el telón del fondo sobre el cual se desarrolló ese
drama”);41 en segundo lugar, existió también una relación entre la pobreza
y el desarrollo de dicho conflicto, es decir, la intensidad de la violencia
varió de acuerdo a si la población involucrada era más o menos pobre; y,
finalmente, hay una fuerte relación entre la pobreza y la fase posterior a
la finalización del conflicto armado.

En efecto, la violencia desplegada durante veinte años profundizó las
graves condiciones económicas, sociales y culturales preexistentes en el país,
sobre todo en el sector rural. De acuerdo a la CVR,

[e]l conflicto armado interno paralizó el proceso de desarrollo del mundo rural, y
dejó graves secuelas en la estructura productiva, la organización social, las
instituciones educativas y los proyectos de vida de las poblaciones afectadas. Sumadas
estas repercusiones a las [...] [producidas por] la pérdida del capital humano y el
saqueo y destrucción de los bienes de las comunidades, resulta posible concluir que
el proceso de la violencia dejó un panorama económico desolador, con una inmensa
cantidad de personas afectadas, con respecto a las cuales la sociedad y el Estado
tienen una deuda de reparación.42

En este sentido, otorgar reparaciones a las víctimas de violaciones de derechos
humanos se erige como un mecanismo complementario a las medidas de
justicia tradicional, especialmente como una forma de restaurar la dignidad
humana y reponer el daño causado por estas violaciones.43 Asimismo, de
acuerdo a lo señalado por la Corte Internacional de Justicia, “es un principio
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de derecho internacional (léase concepción general de derecho) que toda
violación de un compromiso internacional implica la obligación de reparar
de una forma adecuada”:44 las violaciones de derechos humanos perpetradas
por el Estado peruano –ya sea por acción u omisión– 45 durante el conflicto
armado, configuraron violaciones a los compromisos adquiridos por aquel
en virtud del PIDCP, el PIDESC y la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, entre otros instrumentos internacionales.

Es por ello que la CVR presentó junto a su Informe Final, el Plan Integral
de Reparaciones (PIR).46 El Plan buscó reparar violaciones de los derechos
civiles y políticos; sin embargo,  la práctica tanto nacional47 como
internacional48 en materia de reparaciones ha demostrado que estos no pueden
resarcirse sin tomar en cuenta aspectos relacionados con derechos económicos,
sociales y culturales.49

En consecuencia, si bien la CVR no tuvo la intención de presentar al
PIR como una respuesta a violaciones de ambos tipos de derechos, su
implementación ha demostrado que la división entre ambos es en extremo
dificultosa.50

[E]l ‘desarrollo’ generalmente se traduce en programas y proyectos que construyen la
infraestructura social y económica de comunidades locales, [...] mientras que las
reparaciones buscan reparar un daño sufrido como consecuencia de la violación de
derechos humanos. En algunos casos, el contenido de las reparaciones puede parecerse
a medidas similares a las de desarrollo, pero las reparaciones también contemplan
otras medidas tales como la compensación monetaria, la restitución de derechos y
las reparaciones simbólicas, entre otras, que no necesariamente se asemejan a
programas de desarrollo, y que emanan con mayor claridad la intención de ‘reparar’
el daño causado.51

Por su parte, la Corte Interamericana ha emitido un concepto de reparación
en el ámbito del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos
Humanos:

La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional
requiere, siempre que sea posible, la plena restitución [restitutio in integrum], la
cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto posible
[...], cabe al tribunal internacional determinar una serie de medidas para, además
de garantizar los derechos conculcados, repara las consecuencias que las infracciones
produjeron, así como establecer el pago de una indemnización como compensación
por los daños ocasionados.52

En este sentido, de acuerdo a Guillerot, el PIR no debe convertirse en una
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forma de curar los problemas estructurales, sociales y económicos del país.
Por el contrario, el Estado tiene dos obligaciones distintas con la población.
Por un lado, obligaciones sociales más allá de la existencia de un conflicto o
de una condición de víctima, que cumple a través de programas
gubernamentales de inversión social en salud, educación o vivienda. Por otro,
la obligación de reparar a las víctimas del conflicto armado interno, la cual
debe cumplir a través de la implementación de un plan de reparaciones,
combinando adecuadamente medidas simbólicas y materiales, de carácter
individual y colectivo.53

Por ejemplo, el Estado peruano emitió la Ley N° 28592, Ley de creación
del Plan Integral de Reparaciones el 28 de julio de 2005, en base a las
recomendaciones de la CVR y publicó el 6 de julio de 2006 el Decreto
Supremo 015-2006-JUS, Reglamento de la referida Ley. Si bien el Reglamento
cubrió un punto no previsto en la Ley al establecer un programa de
reparaciones económicas individuales,54 éstas no han sido otorgadas hasta el
momento; por el contrario, la mayor parte de las reparaciones otorgadas por
el gobierno han tomado como base la Ley N° 28592, y se han traducido en
reparaciones colectivas o simbólicas, tales como parques conmemorativos y
programas generales de salud y educación.55

Dichas medidas se asemejan más a políticas de desarrollo promotoras
de derechos económicos, sociales y culturales –de los que la población es
titular más allá de la existencia o no de un conflicto armado– que a
reparaciones per se, lo cual genera una distorsión tanto de los derechos
económicos, sociales y culturales, como de la figura de las reparaciones. En
lugar del cumplimiento por parte del Estado de su obligación de reparar a
las víctimas del conflicto armado, se produce la anulación de dicha
obligación al pretender que se considere cumplida con el reconocimiento y
fomento de derechos económicos, sociales y culturales de los que toda
persona, víctima o no de un conflicto, es titular.

De esta manera, se produce una tercera afectación a las personas que se
encontraban en situación de pobreza con anterioridad al inicio del conflicto.
La primera tuvo lugar, como señalamos en el acápite anterior, cuando se
produjo la violación de los derechos que la condujeron en un primer
momento a la situación de pobreza; la segunda, cuando precisamente por
motivo de dicha situación y de la exclusión social en la que se encontraban,
fueron los más intensamente afectados por la violencia armada –tanto en
sus derechos civiles y políticos como en sus derechos económicos, sociales y
culturales–; y, la tercera, cuando el Estado no reconoce verdaderamente
que, además de ser titulares de derechos económicos, sociales y culturales,
son titulares adicionalmente, como víctimas del conflicto, del derecho a la
reparación.
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Cambio de paradigma y surgimiento de
obligaciones internacionales en un contexto de globalización

El esquema que ha venido siendo utilizado tradicionalmente como herramienta
en la lucha contra la pobreza, tanto en contextos de “paz” como en contextos
de post-conflicto, no ha resultado eficaz. En este sentido, resulta necesario
conjugar dicha visión con una mucho más amplia que guarde una estrecha
relación con los derechos humanos, de forma tal, que adquiera una dimensión
jurídica de primer orden.

Plantear el tema en términos de obligaciones jurídicas permite al menos
dos cosas. En primer lugar, que se hable no sólo de necesidades sino también
de derechos, lo cual implica que se genere una verdadera incidencia de los
derechos humanos en las políticas públicas, es decir, que las voces de los
pobres sean escuchadas (empowerment of the poor) y, en segundo lugar, que
nos posibilite también hablar sobre la existencia de deberes.

En este sentido, conforme a lo señalado por el Grupo de Expertos,56 es posible
afirmar que la efectiva reducción de la pobreza no es posible si no se faculta a los
pobres para participar de las políticas orientadas a este objetivo, y ello pasa por
reconocerlos como sujetos de derechos. Así, la reducción de la pobreza, más que
una obligación moral, podría configurarse como una obligación legal.

Sin embargo, dicha obligación legal debe ser diferenciada de la obligación
del Estado de reparar a las víctimas de un conflicto armado. Como hemos
señalado, existe una clara relación entre el grado de pobreza en el que se
encuentra una persona y la intensidad de la violencia en la que se ve inmersa
en un contexto de conflicto armado. Por lo tanto, es frecuente –y así lo
demuestra la experiencia peruana–, que la mayor parte de víctimas en un
conflicto sea precisamente la población más pobre.

Si bien en muchas ocasiones las reparaciones colectivas pueden tener
similitudes con los programas de desarrollo orientados a satisfacer los DESC,
asumir la identidad entre ambos tipos de obligaciones resulta una grave
afectación de los derechos de las víctimas que viven en situación de pobreza:
la anulación de su derecho a la reparación, lo cual no hace más que perennizar
el círculo vicioso que la pobreza genera.

Asimismo, cabe señalar que las obligaciones derivadas de los derechos
deben ser analizadas en relación con las obligaciones de respetar, proteger y
satisfacer dichos derechos. El deber de respetar implica el deber de no afectar
directa o indirectamente el disfrute de los derechos humanos. El deber de
proteger requiere la adopción de medidas con miras a prevenir los abusos por
parte de terceros. El deber de satisfacer, finalmente, consiste en la obligación
de adoptar las medidas legislativas, administrativas y otras medidas orientadas
a la realización de los derechos.57
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Por otro lado, no se puede dejar de considerar que el Derecho Internacional
de los Derechos Humanos reconoce la interdependencia de los derechos, por lo
que el disfrute de ciertos derechos estará condicionado por la satisfacción de
otros mínimos, como son aquellos que eviten que la persona caiga en situación
de pobreza. De esta forma, si bien la pobreza parece inicialmente relacionada
con los derechos económicos, sociales y culturales, también el disfrute de los
derechos civiles y políticos depende de que los primeros se vean satisfechos.

Una forma de iniciar el camino hacia la erradicación de la pobreza pasa
por el cumplimiento de los Estados, de su deber de tomar todas las medidas
razonables para hacer realidad el cumplimiento de los derechos humanos. Si
el Estado mismo hubiese realizado inmediatamente todas las acciones para
que estos derechos sean efectivamente cumplidos, éste no podrá ser
considerado responsable por el sólo hecho de que algunos de estos derechos
no se cumplan totalmente, asimismo, tampoco podrá decirse que el Estado
no ha cumplido con sus obligaciones. Por el contrario, resulta posible señalar
que el Estado es responsable cuando no ha tomado todas las medidas que se
encuentran en su poder para asegurar la realización progresiva de estos derechos
de manera expeditiva, es decir, tan pronto como le sea posible.

Esta aproximación sin embargo, no soslaya el hecho de que la lucha
contra la pobreza no es un asunto que exclusivamente obligue al Estado donde
se produce esta situación de pobreza. Ciertamente, corresponde al Estado
que padece la pobreza la obligación de prevenirla, evitarla y sobre todo
combatirla pero también a la comunidad internacional que de conjunto ha
propiciado y generado estas normas internacionales.

Finalmente, cabe añadir que si bien de acuerdo con las condiciones
actuales del Derecho Internacional, resulta sumamente difícil lograr configurar
un fundamento jurídico que efectivamente obligue a los Estados a plantearse
una lucha contra la pobreza, una aproximación positiva desde los derechos
humanos reviste una innegable potencialidad a partir de la utilización de los
mecanismos institucionales existentes para el cumplimiento de los derechos
humanos. Entre estas medidas podemos mencionar, por ejemplo, la búsqueda
de estrategias de reducción de pobreza a fin de dirigirse también a las
estructuras de discriminación que generan y mantienen la pobreza; la
expansión de los derechos civiles y políticos que juegan un papel crucial como
herramientas para avanzar en la causa de la reducción de la pobreza; la
confirmación de que los DESC son inmediatamente obligatorios desde el
Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Los DESC no son sólo
obligaciones programáticas, dan legitimidad a la demanda que busca asegurar
una participación significativa de los pobres en los procesos de toma de
decisiones y crean y fortalecen los mecanismos que de alguna manera
supervisan las acciones de políticas públicas, entre otras.
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Por Glenda Mezarobba*

Desde el final de la Segunda Guerra, y en especial en los últimos 30 ó 40 años,
se desarrollaron o se perfeccionaron distintos mecanismos para enfrentar el legado
de violencia de regímenes autoritarios o totalitarios, lo que se conoce como
justicia de transición. Sin embargo, no existen estudios que demuestren de
manera fehaciente que estos mecanismos contribuyen efectivamente en la calidad
de la democracia en construcción, o que constituyan medidas eficaces para
obtener, por ejemplo, reconciliación. Entonces ¿cómo debe actuar cada país? ¿a
qué se le debe dar prioridad?

El Derecho Internacional se ha desarrollado bastante y ahora tenemos,
por lo menos, una serie de parámetros. No diría que son recetas estrictas,
sino objetivos que los Estados están obligados a alcanzar a través de muchas
decisiones de, por ejemplo, la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos y de otros organismos de derechos humanos. Actualmente se
entiende que las obligaciones de los tratados de derechos humanos crean o
avalan ciertas obligaciones afirmativas en lo que se refiere a crímenes de
lesa humanidad, por ejemplo. Ahora tenemos un marco normativo, que
no estaba tan explícito hasta hace poco tiempo. Hay también prácticas
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nacionales y sociales que permiten, por lo menos, aprender lecciones. No
necesariamente copiarlas. En el ICTJ, creemos que el sentido del marco
normativo y de los estudios comparativos es el de entender —mediante
un enfoque comprensivo y equilibrado—, distintos mecanismos de justicia
transicional. Lo que no significa que sea posible elegir alguno de ellos. No
es lícito que el Estado diga: nosotros no vamos a enjuiciar a nadie, pero
vamos a ofrecer reparaciones. O que diga, vamos a hacer un informe de la
comisión de la verdad, pero no vamos a pagar reparaciones a nadie. Cada
una de estas obligaciones del Estado son independientes entre sí y cada
una de ellas debe ser cumplida de buena fe. También reconocemos que
cada país, cada sociedad, necesita encontrar su camino para implementar
esos mecanismos. No es cuestión de traducir la ley que se sancionó en
Sudáfrica y tratar de aplicarla en Indonesia. Hay principios que son
universales y la obligación del Estado es cumplirlos; sin embargo, la forma,
el método, le son peculiares. Nosotros no creemos que exista, por ejemplo,
un orden estricto, que primero es necesario juzgar y castigar, y después
instalar una comisión de la verdad. Cada país tiene que decidir lo que
hace y cuándo de forma tal que no se cierren los caminos. Que no se diga,
por ejemplo, de antemano: vamos a hacer una comisión de la verdad que
va a durar diez años, para que después no podamos, por la prescripción,
enjuiciar penalmente a nadie. Creo que acá es necesario aplicar el principio
de la buena fe, y la buena fe es un concepto jurídico. El intento sincero de
hacer lo máximo posible dentro de las limitaciones que se tienen. Por eso
hay distintos modelos. Tampoco se puede decir: vamos a pagar reparaciones
si no se sabe quiénes son las víctimas. A veces los juicios por la verdad
tienen consecuencias muy prácticas. De ellos surge, por ejemplo, la
posibilidad de hacer un censo de víctimas. En el caso de Perú incluso el
grupo más exagerado erró en la estimación de víctimas, que la comisión
de la verdad mostró ser dos veces mayor. Lo que quiero decir con esto es
que si se hubiera empezado por el pago de reparaciones, la mitad de las
víctimas —que era desconocida—, habrían quedado sin recibirlas. Se
pueden encontrar argumentos para sostener un orden de los mecanismos
en cada caso, pero lo importante es que se tenga un enfoque holístico,
comprensivo y equilibrado al mismo tiempo. Porque si sólo hacemos juicios
criminales, la justicia será incompleta y será frustrante para las víctimas.
Yo también creo que los otros mecanismos de justicia transicional ayudan
a superar lo que llamamos brecha de impunidad. A veces, con la mejor de
las intenciones se castigan algunos delitos, pero no todos. Entonces, es
necesario ir complementando lo judicial con lo no judicial, o hasta incluso
lo administrativo, como es el caso de las reparaciones. Ésta es la razón por
la cual nosotros insistimos en ese enfoque holístico, comprensivo.
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¿Qué objetivos se deben tener en mente cuando se adoptan mecanismos de justicia
de transición: se debe buscar la reconciliación, por ejemplo, a cualquier precio?

Yo creo que el objetivo final debe ser la reconciliación de las fuerzas antagónicas
de cada país. No la reconciliación de los torturadores con sus víctimas, por
ejemplo, o entre los que cometieron violaciones de derechos humanos y sus
víctimas. Siempre hay un conflicto subyacente, sea en el contexto de la lucha
contra la subversión, o contra el terrorismo, en el que se cometen las violaciones.
Si el conflicto es tal, que hubo un enfrentamiento histórico entre sectores
ideológicos o políticos, el objetivo de la reconciliación es necesario. Lo que
sucede es que en América Latina especialmente, el término “reconciliación”
ha sido mal utilizado, para justificar la ausencia de medidas de justicia, verdad,
reparación de las víctimas o castigo de los responsables. Entonces, si la
reconciliación se usa como sinónimo de impunidad, es lógico que las víctimas
y la sociedad civil de modo general repudien el término. Pero yo creo que
tácticamente esto es un error. Porque es ceder la palabra reconciliación al
enemigo. Porque lo que ellos buscan no es la reconciliación; es la impunidad.
Es necesario aclarar esto y no cederles esa palabra. Creo que la reconciliación
es un objetivo fundamental de cualquier política de justicia de transición porque
lo que no queremos es que se reproduzca el conflicto. En este sentido, todo lo
que hacemos —justicia, verdad, medidas de reparación— tiene que estar
inspirado en la reconciliación, pero la reconciliación verdadera, no la falsa
reconciliación pretendida —en América Latina— como disculpa para la
impunidad. La única manera de que haya una reconciliación seria y verdadera
es mediante los mecanismos de justicia, verdad y reparación. Porque la
reconciliación no puede ser impuesta por decreto; tampoco puede decidirse
que, porque estamos reconciliados, no se hará más nada. Primero, porque el
Estado no tiene el derecho de perdonar por las víctimas; cada víctima tiene
derecho a decidir si perdona o no. Y, segundo, lo mínimo que se podría hacer,
en la esfera de la reconciliación, sería exigir de los que violaron derechos
humanos algún tipo de conducta que contribuya con la verdad, que exprese
arrepentimiento o, incluso, un pedido de disculpas. En este sentido, no estoy
de acuerdo con algunos organismos de mi país, Argentina que, con muy buenas
razones, rechazan la palabra reconciliación, adoptando una postura de rechazo
al propio concepto.

También está cada vez más claro que el tiempo es una variable a ser considerada
en la ecuación de la justicia de transición. Incluso cuando las soluciones tardan
en llegar ¿usted cree que el tiempo puede ser un aliado?

Sí. Yo creo que el tiempo es un aliado, pero no se puede confiar demasiado
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en que con el tiempo todo se resuelve. Hay algunos países donde el tiempo
se convirtió en aliado, como Argentina y Chile; pero eso no quiere decir que
no habría sido mejor hacerlo antes. Lo que muestran positivamente los casos
de Argentina y Chile es que la primera intuición que teníamos cuando
comenzamos a hacer esto, en la década del ’80, era equivocada. Teníamos la
idea de que si no hacíamos todo en los primeros seis meses, perderíamos la
oportunidad. Había una clara intuición en ese sentido. Se pensaba que si
pasaban más de seis meses o de un año, la presión de otros problemas
económicos o sociales favorecerían el olvido. También pensábamos que la
oportunidad democrática podría ser efímera, que rápidamente podría acabar
la primavera democrática. Lo cierto es que subestimamos dos cosas: las
sociedades, que realmente querían ser democráticas; y el valor de la idea de
justicia de transición y de la idea de que las víctimas tenían que ser respetadas
y reconocidas. Creo que el peso moral que tiene la idea de que las violaciones
de derechos humanos requieren una conducta del Estado en respeto a las
víctimas es algo que descubrimos en la práctica, no es algo que sabíamos de
antemano. Automáticamente la idea no se transfiere al conjunto de la
sociedad, porque también en Argentina, en Chile, y en otros países había un
movimiento de derechos humanos muy inteligente, muy capaz, que supo
transmitir, con gestos morales y también con trabajo político práctico, esa
agenda a la sociedad.

¿Usted cree que países que no están directamente involucrados en la problemática
de la justicia de transición deben contribuir con esos procesos? ¿qué tipo de
contribución pueden dar?

Sí, creo que sí. Pueden contribuir con recursos, fundamentalmente. En
especial si los recursos se dirigen a la sociedad civil de cada Estado. Creo
por ejemplo que si un Estado forma, de buena fe, una comisión de la
verdad, como se hizo en Perú, y esa comisión va a requerir fondos, es
importante que la comunidad internacional ayude. En Perú, la comisión
no fue totalmente subvencionada por la cooperación internacional, el
Estado peruano también invirtió bastante, pero sin la cooperación
internacional ciertamente el trabajo hubiera sido mucho menos eficaz. En
el caso de Liberia, la comisión de la verdad fue totalmente financiada por
la cooperación internacional, porque el Estado de Liberia no reunía las
mínimas condiciones. Y eso es un problema. En casos como el de Liberia,
es importante que el Estado no crea que, como la comunidad internacional
cubre totalmente los gastos de la comisión, no le cabe a él, Estado, hacer
su parte, aceptar sus recomendaciones. Además, los países democráticos y
desarrollados pueden ayudar de muchas otras maneras, no sólo con recursos
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financieros; por ejemplo, revelando sus propios archivos de inteligencia.
En el caso de América Central, la información que se puede conseguir en
los archivos del Departamento de Estado de los Estados Unidos es mucho
más completa que la que se puede conseguir, por ejemplo, en los propios
países, como Honduras, Nicaragua, o El Salvador. Y creo que esos países
tienen la obligación de contribuir en esto. Cuba podría contribuir con
importante información sobre otros países de la propia América, por
ejemplo. Realmente, si estos países están interesados en la democracia, en
la justicia y en el Estado de Derecho, deberían colaborar por lo menos
aportando esa información. Un ejemplo: cuando se abrieron los llamados
“Archivos del Terror”, en Paraguay, se descubrieron cosas que tenían que
ver con desaparecidos argentinos. Por último, creo que los países
desarrollados tienen que contribuir con una clara política que favorezca el
Estado de Derecho y la búsqueda de verdad y justicia. Algunos donantes
europeos empiezan a reconocer que la reconstrucción post-conflicto y la
construcción de un verdadero Estado de Derecho no pueden hacerse en
base al olvido, a la ausencia de memoria y sobre la impunidad. Entonces
comienzan a insistir en que para dar recursos para la reconstrucción del
sistema judicial, por ejemplo, el país beneficiado en contrapartida no puede
rehusarse a juzgar casos de violaciones de derechos humanos simplemente
porque éstas ocurrieron en el pasado. O que para ayudar a reconstruir la
policía, es necesario que haya algún tipo de procedimiento que garantice
que los que abusaron de su poder en el pasado no permanecerán integrando
sus filas.

¿Por qué, de modo general, los Estados se mantienen tan insensibles a las
demandas por verdad, manteniendo sus archivos secretos?

Siempre se habla de protección de fuentes y métodos. Éste es un poco el
karma de usar los servicios de inteligencia. Es necesario entender que los
servicios de inteligencia sólo pueden actuar en secreto, nunca van a tener
mucho interés en revelar sus secretos. Primero, es un problema de concepción:
¿para qué se juntaron esas informaciones? Segundo, tiene que ver con la
cultura del secreto. En las últimas décadas, y cada vez más, el Estado moderno
se basa en la inteligencia y en el secreto. Ahí se ve una inercia para que no se
revelen las cosas. Y, tercero, creo que los Estados que tienen la información,
no quieren compartirla por no saber si en el futuro no se van a necesitar las
fuentes de otrora. Son explicaciones pero no son justificaciones. No son
para nada pretextos válidos. Y yo creo que de esa manera se termina no
favoreciendo la creación de condiciones democráticas. Al contrario, se
favorece el autoritarismo y la falta de democracia.
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Argentina, que salió de la condición de paria y se convirtió en un paradigma en
el campo de derechos humanos, viene retomando juicios contra individuos
acusados de violar los derechos humanos durante el régimen militar. ¿En qué
medida usted piensa que esa decisión puede influenciar otros países de la región?

No estoy muy seguro. Creo que Argentina tiene que seguir trabajando, y
trabajando con más inteligencia. En este momento muchos juicios están
en marcha, hay una catarata de casos, pero todo está muy caótico. Un juez
abre uno, otro juez inicia otro. Por ejemplo, se abre una acción en una
determinada jurisdicción contra un torturador por su actuación en
determinado lugar, después se abre otro juicio contra el mismo acusado,
por su actuación en otro campo de detención. Los testigos tienen que
declarar repetidas veces en casos similares, lo que se vuelve cansador, además
de afectar cuestiones de seguridad. Es necesario empezar a pensar en una
política más racional, sin violar el principio básico de independencia del
Poder Judicial. Los fiscales deberían coordinar los juicios. En la época de
(el ex presidente Raúl) Alfonsín fue así. Los casos se acumulaban en lo que
se conoció como “megacausas”. En este momento, por el contrario, todo
está diseminado, disperso. Más que el Poder Judicial es la Fiscalía la que
tiene una gran responsabilidad. Creo que la Fiscalía puede —y creo que
no existe ningún obstáculo legal en la Argentina, aunque no exista mucha
cultura en este sentido— organizar nacionalmente los juicios
racionalizándolos y concentrándolos bajo las mismas reglas, decidiendo
qué enfatizar en este momento. Si esto no se hace lo que va ocurrir es que
permanecerá el caos atomizado, y se corre el riesgo de que, a mediano
plazo, la gente se canse porque no aparecen resultados. Hace falta tener un
poco de paciencia.

A partir de su experiencia como activista de derechos humanos, académico, ex-
integrante de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y ex-asesor
especial de la ONU ¿cómo se imagina que sería posible hacer más efectiva la
cooperación entre estos tres segmentos (sociedad civil, academia e instituciones
públicas), especialmente en los países del Sur Global?

El hecho de que yo haya pasado por todo eso no quiere decir que sepa la
respuesta. Creo que hace falta mucho esfuerzo para combinar estudios
rigurosos y la reflexión que es propia de algunos académicos, con la eficacia
de la acción concreta que se hace en organismos de la sociedad civil. Hay
experiencias muy provechosas de las cuales se puede aprender sobre estas
combinaciones. Pero falta, por un lado, que los organismos de la sociedad
civil se profesionalicen y se vuelvan más rigurosos, sin perder la pasión y
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el compromiso. Es necesario reconocer que no basta estar convencido de
que la causa es justa, es necesario abrir espacio, y para esto, saber convencer
y para convencer se necesita mucho profesionalismo y rigor. Y eso se
aprende en el mundo académico. Lo que no se debe aprender en el mundo
académico es la tendencia a trabajar en una torre de marfil, a pensar que
lo único que importa es la reflexión. Creo también que el rigor académico
no es lo mismo que el rigor profesional de una ONG, por ejemplo. Son
cosas que se nutren una de la otra, pero son cosas distintas. Hay algunas
experiencias que combinan las dos cosas como por ejemplo, organismos
científicos o educativos que están abocados al fortalecimiento de la
sociedad civil, como el Instituto Interamericano de Derechos Humanos.
No quiere decir que todo lo que hacen esté bien hecho, pero es el único
que conozco que hace 30 años se viene dedicando a la educación de
derechos humanos con un sentido de fortalecimiento y al servicio de la
sociedad civil. Deliberadamente tal vez haya renunciado al prestigio
académico y a dar títulos, para poder cumplir un papel, a lo largo de tres
décadas, de capacitación de activistas. Y hay toda una tendencia a
reconocer a las organizaciones independientes de la sociedad civil como
actores dentro de este proceso. Los países verdaderamente democráticos
la impulsan y eso ha hecho que se abran algunas puertas de organismos
regionales e internacionales como las Naciones Unidas y la OEA, que hasta
hace pocos años estaban cerradas a la sociedad civil. Esto crea más
oportunidades para la sociedad civil y también la responsabilidad de ser
independiente, de no ser manipulado por fuerzas políticas o inclinaciones
ideológicas. Todo esto aporta lecciones sobre la verdadera naturaleza de la
democracia, de cómo funciona en el marco cotidiano. Y esto en nuestros
países de América Latina es muy difícil. Porque como la sociedad política
es muy débil, cuando hay una primavera democrática, el Estado absorbe a
los mejores cuadros de la sociedad civil. En algunos países esto sucedió
más que en otros. En Chile, por ejemplo, la mayor parte de la gente que
trabajaba en el campo de los derechos humanos, terminada la dictadura
de Pinochet, pasó al Estado. Le ha costado mucho a Chile renovar los
cuadros de esos organismos no gubernamentales. Claro que estas personas
tienen todo el derecho del mundo a participar, y se trata de una
participación muy digna, porque son gobiernos democráticos. Pero se
produjo una laguna. En América Central, los grupos de derechos humanos
no sólo ingresaron al Estado; como lo hicieron en partidos políticos
distintos, opuestos unos a los otros, terminaron por llevar la lucha política
al seno del movimiento de derechos humanos. Esto atrasa mucho al
movimiento y perjudica la posibilidad que tiene la sociedad civil de
impulsar mejor la demanda por justicia.
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ANEXO 1

CENTROS DE DERECHOS HUMANOS*

A partir de este número la Revista Sur publicará la presentación de diferentes centros
universitarios de derechos humanos. Nuestro objetivo es ampliar el conocimiento del trabajo de
estos centros y también propiciar oportunidades de cooperación entre ellos y nuestros lectores.

CENTRO DE DERECHOS HUMANOS
FACULTAD DE DERECHO, UNIVERSIDAD DE PRETORIA

Página Web: www.chr.up.ac.za
Contacto: chr@up.ac.za
Tel: +27-12-420 3810, Fax: +27-12-362 5125

Docencia: Dos maestrías en Derechos Humanos:  LLM en Derechos Humanos y
Democratización en África y LLM en Práctica de Derechos Humanos y
Derecho Constitucional. Hay también cursos más cortos sobre buena
gobernanza y transparencia.

Investigación: Derechos Humanos en África

Periódicos: African Human Rights Law Journal, Africa Human Rights Law Reports

Otros: Competición - Litigancia simulada ante la Corte Africana de Derechos Humanos

El Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho, Universidad de Pretoria
hace foco, en primer lugar, en los derechos humanos en África. Las grandes
realizaciones de su historia, desde que fue fundado en 1986, incluyen la participación
de miembros del Centro en la elaboración de la Constitución Sudafricana y del
Proyecto de la Carta de Derechos y en el estímulo a la educación sobre derechos
humanos en el continente africano. El Centro obtuvo resultados tanto en programas
académicos como en programas de investigación. En el año 2006 recibió el Premio
UNESCO por Educación en Derechos Humanos.

El Centro ofrece dos Programas de maestría en Derechos Humanos. El primero es
el LLM en Derechos Humanos y Democratización en África: un programa diferenci-
ado en el que 30 excelentes abogados de todos los países africanos son admitidos
para estudiar cada año. El segundo programa es el LLM en Práctica de Derechos
Humanos y Derecho Constitucional, que tiene como objetivo capacitar a los
estudiantes sobre Derechos Humanos en general (abarcando leyes internacionales y
sudafricanas de derechos humanos). Este programa hace eje en la práctica de
derechos humanos en Sudáfrica. El Centro de Derechos Humanos posee, también,
una serie de cursos de corta duración impartidos a lo largo del año, y enfocados al
tema de la buena gobernanza y de la transparencia.

*Este documento fue producido por Fred Hasselquiste y Victoria Schulsinger; y fue traducido al

español por Miriam Osuna.
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Además de su propósito educacional, el Centro publica el African Human Rights
Law Journal (AHRLJ). El periódico está acreditado por la International Bibliography
of the Social Sciences y las contribuciones recibidas pasan por una revisión por
parte de pares (peer-review). Las contribuciones tratan temas relacionados con
derechos humanos relevantes para África, para académicos africanos y para africa-
nos en general. El  AHRLJ se publica dos veces al año, en marzo y en octubre. El
Centro también publica en inglés y en francés, los Informes Anuales Africanos so-
bre Derechos Humanos (African Human Rights Law Reports – AHRLR), con
decisiones legales relevantes para los derechos humanos en África. Estas decisiones
abarcan tanto decisiones domésticas, seleccionadas en países de todo el continente,
como también decisiones de la  Comisión Africana de Derechos Humanos y de los
Pueblos y de los Comités de las Naciones Unidas para Derechos Humanos. Los
AHRLR (sigla en inglés) están indizados, lo que facilita el acceso y hace más fácil
la investigación.

Por último, el Centro de Derechos Humanos organiza la Competición en litigancia
simulada ante la Corte Africana de los Derechos Humanos (African Human Rights
Moot Court Competition). Esta competición es innovadora, pues permite que los
más jóvenes y brillantes futuros abogados africanos tengan la oportunidad de exa-
minar críticamente la situación de los derechos humanos en el continente, con la
perspectiva de mejorarlos por medio del uso persuasivo de argumentos legales
basados en la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos. Desde su
inicio en 1992, participaron 773 equipos de 188 universidades, representando 45
países africanos.

CENTRO DE DERECHOS HUMANOS
FACULTAD DE DERECHO, UNIVERSIDAD DE CHILE

Página Web: http://www.derecho.uchile.cl/cdh/
Contacto: cdh@derecho.uchile.cl
Centro de Derechos Humanos, Facultad de Derecho - Universidad de Chile, Avda. Santa
Maria N° 076, oficina 506, Providencia, Santiago - Chile

Docencia: Diplomas de Postítulo en Derechos Humanos: “Derechos Hu-
manos y Procesos de Democratización”, “Derechos Humanos
y Mujeres: Teoría y Práctica” y “Transparencia, Accountability
y Lucha contra la Corrupción”.

Áreas de Investigación: Derechos Humanos y fortalecimiento del Estado de Derecho;
Sistemas internacionales y regionales de protección de los
derechos humanos; Transición a la democracia y superación
de un legado de violaciones de derechos humanos o crímenes
de guerra; Derechos de la mujer, con especial referencia a
discriminación, violencia y derechos sexuales y reproductivos;
Integridad pública, transparencia y lucha contra la
corrupción; Calidad de la administración de justicia.

Publicaciones periódicas: Anuario de Derechos Humanos
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El Centro de Derechos Humanos (CDH), es una institución vinculada a la Facultad de Derecho
de la Universidad de Chile, dedicado a la capacitación académica de excelencia para
profesionales de América Latina que trabajan en derechos humanos y fortalecimiento de
la democracia, y a la planificación estratégica sobre estos temas.

En la actualidad el Centro juega un papel de liderazgo regional para avanzar en el respeto
de los derechos humanos y la consolidación de la democracia en América Latina, mediante
programas de:

• educación y capacitación de primer nivel;

• investigación y publicaciones;

• desarrollo y apoyo a redes de profesionales que trabajan en derechos humanos; y

• coordinación de actividades estratégicas a nivel regional.

El equipo de trabajo es altamente especializado, bajo la dirección de los dos co-directores
Cecilia Medina y José Zalaquett. La principal actividad del CDH es el programa de
Diplomas de Postítulo en Derechos Humanos. Además de eso, con el fin de contribuir al
progreso, enseñanza y difusión de la disciplina de los derechos humanos, el CDH ha
realizado varios proyectos de investigación que se han traducido en numerosas
publicaciones disponibles en su sitio web: www.publicacionescdh.uchile.cl. Desde el año
2005 a la fecha, el CDH publica el Anuario de Derechos Humanos de Chile, cuyas
ediciones se encuentran disponibles en: http://www.anuariocdh.uchile.cl/.

ANEXO  1 - CENTROS DE DERECHOS HUMANOS
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NATIONAL ACADEMY OF LEGAL EDUCATION AND RESEARCH/NALSAR
FACULTAD DE DERECHO, HYDERABAD

Página Web: http://www.nalsarlawuniv.ac.in/
Contacto: registrar@nalsarlawuniv.org
Oficina central, 3-4-761, Barkatpura, Hyderabad – 500 406, A.P – India.
Tel.:+91 40 27567955/58; Fax : +91 40 27567310

Docencia: Licenciatura (5 años), LL.B.(Hons.), LL.B. (2 años), Doctorado,
Especialización en Ley de Patentes, Ley de Prensa, Derecho
Cibernético y Derecho Internacional de los Derechos Humanos

Investigación: “Convención sobre los Derechos del Niño – Informe Andhra
Pradesh” y “Proyecto de Ley Andhra Pradesh por la Abolición del
Trabajo Infantil y por la Educación Obligatoria, 2003”, entre otros

Principales publicaciones: Periódicos: “NALSAR Law Review”
“IP Law News”
“NALSAR News Letter
“Green News” – News Letter

Libros: Cyber Space and the Law – Issues and
Challenges, Ghanshyam Singh, Ranbir Singh.
Human Rights Education, Law and Society, Ghanshyam
Singh, Ranbir Singh.

NALSAR University of Law en Hyderabad es una institución enfocada a la educación y a la
investigación en Derecho. La Universidad fue fundada en 1998 y desde entonces ha
desempeñado un importante papel en la implantación de nuevos estándares en educación
del derecho, especialmente en el campo de los derechos humanos. Con la misión de formar
abogados capaces, competentes y humanos, la Universidad viene constituyendo en la India
una nueva generación de abogados socialmente comprometidos.

A título de ejemplo, alumnos de quinto año de la graduación y del LL. B. terminan su
carrera de Derecho habiendo asistido a cursos de Derechos Humanos, Derecho Internacio-
nal Humanitario y Derecho de Refugiados.

La NALSAR University of Law es fuente de variados proyectos y de publicaciones compro-
metidas con el movimiento social y con la lucha por los Derechos Humanos en la India.
Como ejemplos tenemos: el Programa de Asistencia Legal por la Tierra (Legal Assistance
Programme for Land – LAPL), que enseña a estudiantes de Derecho, en colaboración con
la Sociedad por la Eliminación de la Pobreza en el Campo (Society for Elimination of
Rural Poverty – SERP); el Programa Fortaleciendo la Justicia Criminal y los Derechos
Humanos (Strengthening Criminal Justice and Human Rights), que tiene veintinueve confe-
rencias en las que los estudiantes interactúan con personas que trabajan en el Poder Judi-
cial, activistas por los derechos de personas con deficiencias, activistas de derechos huma-
nos, grupos Adivasi y periodistas expertos, debatiendo temas relacionados con el sistema de
justicia criminal y con los derechos humanos; y la Guía de los Ciudadanos sobre Acceso a
la Justicia (Citizen’s Guide on Access to Justice), creado con el propósito de aumentar la
conciencia del gran público sobre derechos y de traducir folletos sobre derechos humanos a
lenguas locales indias, como el Telugu, el Tamil, el Kannada y el Malayalam. La “Convención
sobre los Derechos del Niño – Informe Andhra Pradesh” y el “Proyecto de Ley Andhra
Pradesh por la Abolición del Trabajo Infantil y por la Educación Obligatoria, 2003” son
ejemplos de documentos legales producidos por la Universidad.
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RESULTADOS DE LA ENCUESTA SOBRE PERFIL DE
LECTORES Y CALIDAD DE LA REVISTA SUR

La Revista nació con el objetivo de consolidar un canal de comunicación y de promoción de

investigaciones innovadoras en derechos humanos, aportando una perspectiva que contemple las

peculiaridades los países del hemisferio sur. El primer número fue lanzado el segundo semestre de

2004, y desde entonces han sido publicados dos números por año. Sur es editada en tres idiomas,

tiene un tiraje de 2.700 ejemplares, se encuentra íntegramente disponible online y es distribuída a

2.119 lectores. La invitación a suscribir la Revista fue orientada a profesores y activistas de derechos

humanos y bibliotecas de universidades con cursos de pos-graduación en derechos humanos.

Llegando la edición de nuestro 7 número, nos preguntamos quienes eran nuestros lectores,

qué pensaban de la Revista, qué uso aplicado le daban y qué ideas tenían para mejorarla. Así

decidimos lanzar una encuesta sobre perfil de lectores y evaluación de calidad.

Formato de la encuesta

La encuesta de calidad de la Revista Sur duró seis meses (15 de abril - 15 de octubre). El

cuestionario fue colocado en el sitio de Internet de la Revista y los lectores invitados por

correo electrónico a completarlo.

Perfil de los lectores

Respondieron el cuestionario 391 lectores de 60 países lo que representa aproximadamente un

18% de los suscriptores de la versión impresa (nuestra meta eran 300 respuestas). Un 40% de

los lectores que respondieron el cuestionario son brasileros. En número de respuestas, le siguen

Argentina (9,7%), Estados Unidos (5,1%) y México (4,6%). El país africano con mayor

número de respuestas fue Nigeria (2,3%) y el asiático, India (2,3%). La distribución por

idiomas de nuestros lectores es bastante equitativa: 38% leen la Revista en portugués, 32% en

español y 30% en inglés.

La mayor parte de los lectores trabaja en una ONG (31,2%) o es profesor universitario

(26,6 %). La mayoría de ellos (36,8%) leyeron entre 3 y 5 artículos.

Opinión sobre calidad de la Revista

La encuesta parece señalar que la Revista está cumpliendo fundamentalmente un papel de

formación ya que 58,3% afirma que los artículos frecuentemente sirvieron para ampliar su

conocimiento sobre un tema. Sin embargo, la Revista no está logrando cumplir con la misión de

generar debate, ya que el 49,1% piensa que los artículos lograron desafiar su posición en

relación a algún tema solo algunas veces.

ANEXO  2
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La pregunta sobre fines aplicados de la Revista era de opción múltiple. La mayoría de

los lectores respondió que utiliza la Revista para investigación (77,2%), actividades de

capacitación no universitarias (45,2%), lectura individual (43,7%) o como indicación bibli-

ográfica en cursos universitarios (41,6%).

La pregunta más importante era aquella que solicitaba una evaluación general de la

Revista, y fue esta la pregunta en la que la Revista fue mejor evaluada: 62% de los lectores

respondió que la calidad de la Revista es óptima y 38% que es buena (0% mala o pésima).

Sugerencias de los lectores

Las últimas dos preguntas son las que nos permiten tener alguna forma de diálogo con nuestros

lectores. Muchos de ellos las completaron, aún sin ser obligatorias.

Los lectores sugirieron una larga lista de temas que podrían ser abordados, algunos de

ellos son objeto de discusión en este número y en el próximo.

La pregunta sobre críticas y sugerencias trajo sorpresas gratas e información relevante

para continuar trabajando. 36,3 % lectores dejaron sus comentarios, 28,1% de ellos para

agradecer y elogiar el contenido de la Revista.

Muchos comentarios insistieron en la necesidad de dar espacio a nuevos autores (jóvenes

investigadores) y otros destacaron la necesidad de realizar una divulgación mayor de la Revista.

Próximos pasos

Creemos que el número de respuestas al cuestionario de evaluación fue una muestra representa-

tiva del universo de nuestros lectores. Como lo señalan las respuestas, nuestro mayor desafío es

promover un efectivo debate sobre derechos humanos que logre quebrar falsos consensos y así

colaborar en la elaboración de una doctrina sobre la materia más coherente y crítica. Somos

concientes que debemos tender a este objetivo sin dejar de lado los principales logros alcanzados

hasta hoy, en particular la regularidad de nuestras ediciones y la diversidad de autores.

Al mismo tiempo que lanzamos el cuestionario de evaluación online de la Revista, hicimos

otra consulta a algunos profesores y activistas sobre cómo mantener la calidad de los artícu-

los y la diversidad de autores (hasta hoy hemos publicado 75% de artículos de autores del

hemisferio sur). Así llegamos a la conclusión de que era necesario crear un nuevo sistema de

edición de los artículos en el cual profesores con mayor experiencia en investigación colaboren

con nuevos autores. Así, a partir de nuestro próximo número un conjunto de profesores

trabajará con los autores en el mejoramiento de sus contribuciones. De esta forma esperamos

lograr publicar nuevos autores y mantener nuestra calidad editorial.

Queremos agradecer a todos los que respondieron el cuestionario e invitarlos a continuar

enviándonos sus comentarios y sugerencias. Estamos siempre abiertos a recibir sus ideas

sobre cómo mejorar la calidad de la Revista y su divulgación entre los actores relevantes.
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A – Perfil de los Lectores

1. ¿Indique a qué categoría Ud. pertenece? (más de una
respuesta posible)

 Trabajo en una ONG
 Soy profesor
 Soy estudiante
 Trabajo en una fundación
 Trabajo en el gobierno
 Soy responsable de adquisiciones en una biblioteca*
 Trabajo en una Organización Internacional (ONU,

       OEA, UA, etc. )
 Otra (detallar)

* si ud. es responsable de adquisiciones en una biblioteca, por favor entre
en contacto con la Revista Sur escribiendo a surjournal@surjournal.org

2. ¿Cuántos artículos de la Revista Sur leyó?
  0     1 -2     3 - 5     6 - 10     Más de 10

3. País

4. ¿En qué idioma lee la Revista?
 Españo  Inglés  Portugués

5. Ud. utiliza la Revista en su versión:
 Impresa  On-line

Las preguntas 5 y 6 son solamente para los
suscriptores de la Revista Sur impresa:

6. La Revista es recibida para uso:(más de una respuesta posible)

 Personal  Institucional

7. Ediciones de la Revista recibidas: (más de una respuesta posible)

 No. 1     No. 2     No. 3     No. 4     No. 5

B - Evaluación de Calidad de la Revista Sur

8. En su opinión los temas abordados en la Revista Sur son:
 Irrelevantes  Poco relevantes
 Relevantes  Muy relevantes

9. ¿Con qué frecuencia los artículos desafiaron su
posición en relación a algún tema?

 Nunca  Pocas veces
 Algunas veces  Frecuentemente

10. ¿Con qué frecuencia los artículos sirvieron para
ampliar su conocimiento sobre un tema?

 Nunca  Pocas veces
 Algunas veces  Frecuentemente

11. ¿En su opinión la Revista Sur consigue abordar
cuestiones específicas del hemisferio sur?

 Nunca  Pocas veces
 Algunas veces  Frecuentemente

12. ¿Ud. utiliza la Revista para algún fin aplicado?(más de
una respuesta posible)

 Lectura personal
 Indicación de bibliografía en un curso académico
 Litigio
 Movilización
 Investigación
 Capacitación
 Otros (especificar)

13. En su opinión el formato (layout) de la Revista es:
 Pésimo  Malo
 Bueno  Excelente

14. ¿Cuál es su opinión sobre la calidad de la Revista en
general?

 Pésima  Mala
 Buena  Excelente

15. ¿Qué temas sugeriría para los próximos números de
la Revista Sur? (livre)

ENCUESTA - PERFIL DE LOS LECTORES Y EVALUACIÓN DE CALIDAD DE LA REVISTA SUR

ANEXO  2 - RESULTADOS DE LA ENCUESTA SOBRE PERFIL DE LECTORES Y CALIDAD DE LA REVISTA SUR
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16. Críticas y sugerencias: (livre)

¡Muchas gracias por su colaboración!
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SUR 1

EMILIO GARCÍA MÉNDEZ
Origen, sentido y futuro de los derechos humanos:
Reflexiones para una nueva agenda

FLAVIA PIOVESAN
Derechos sociales, económicos y culturales y
derechos civiles y políticos

OSCAR VILHENA VIEIRA Y A. SCOTT DUPREE
Reflexión sobre la sociedad civil y los
derechos humanos

JEREMY SARKIN
La consolidación de los reclamos de
reparaciones por violaciones de los derechos
humanos cometidas en el Sur

VINODH JAICHAND
Estrategias de litigio de interés público para  
el avance de los derechos humanos en los
sistemas domésticos de derecho

PAUL CHEVIGNY
La represión en los Estados Unidos después
del atentado del 11 de septiembre

SERGIO VIEIRA DE MELLO
Redefinir la seguridad Cinco cuestiones
sobre derechos humanos

SUR 2

SALIL SHETTY
Declaración y Objetivos de Desarrollo
del Milenio: Oportunidades para los
derechos humanos

FATEH AZZAM
Los derechos humanos en la implementación
de los Objetivos de Desarrollo del Milenio

RICHARD PIERRE CLAUDE
Derecho a la educación y educación para los
derechos humanos

JOSÉ REINALDO DE LIMA LOPES
El derecho al reconocimiento para gays y lesbianas

E.S. NWAUCHE Y J.C. NWOBIKE
Implementación del derecho al desarrollo

STEVEN FREELAND
Derechos humanos, medio ambiente y conflictos:
Enfrentando los crímenes ambientales

FIONA MACAULAY
Cooperación entre el Estado y la sociedad civil
para promover la seguridad ciudadana en Brasil

EDWIN REKOSH
¿Quién define el interés público?

VÍCTOR E. ABRAMOVICH
Líneas de trabajo en derechos económicos,
sociales y culturales: Herramientas y aliados

SUR 3

CAROLINE DOMMEN
Comercio y derechos humanos:
rumbo a la coherencia

CARLOS M. CORREa
El Acuerdo sobre los ADPIC y el acceso
a medicamentos en los países en desarrollo

BERNARDO SORJ
Seguridad, seguridad humana y América Latina

ALBERTO BOVINO
La actividad probatoria ante la
Corte Interamericana de Derechos Humanos

NICO HORN
Eddie Mabo y Namibia: reforma agraria y
derechos precoloniales a la posesión de la tierra

NLERUM S. OKOGBULE
El acceso a la justicia y la protección
a los derechos humanos en Nigeria

MARÍA JOSÉ GUEMBE
La reapertura de los juicios por los crímenes
de la dictadura militar argentina

JOSÉ RICARDO CUNHA
Derechos humanos y justiciabilidad:
una investigación en Rio de Janeiro

LOUISE ARBOUR
Plan de acción presentado por la Alta
Comisionada de las Naciones Unidas para
los Derechos Humanos

NÚMEROS ANTERIORES
Números anteriores disponibles en el sitio www.surjournal.org
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SUR 4

FERNANDE RAINE
El desafío de la mensuración en derechos humanos

MARIO MELO
Últimos avances en la justiciabilidad de los
derechos indígenas  en el Sistema Interamericano
de Derechos Humanos

ISABELA FIGUEROA
Pueblos indígenas versus petroleras:
Control constitucional en la resistencia

ROBERT ARCHER
Los puntos fuertes de distintas tradiciones:
¿Qué es lo que se puede ganar y lo que se puede
perder combinando derechos y desarrollo?

J. PAUL MARTIN
Relectura del desarrollo y de los derechos:
Lecciones desde África

MICHELLE RATTON SANCHEZ
Breves consideraciones sobre los mecanismos
de participación de las ONGs en la OMC

JUSTICE C. NWOBIKE
Empresas farmacéuticas y acceso a medicamentos
en los países en desarrollo: El camino a seguir

CLÓVIS ROBERTO ZIMMERMANN
Los programas sociales desde la óptica de los
derechos humanos: El caso del Bolsa Família del
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